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Necesidad de incorporar la justicia restaurativa en el ordenamiento jurídico 
nacional al amparo de la vigente Constitución de la República 2008 
 
La justicia restaurativa es una teoría, a la vez que un movimiento social de carácter 
internacional de reforma a la justicia, que plantea que la inobservancia de la ley es 
fundamentalmente un daño en contra de una persona concreta y de las relaciones 
interpersonales, a diferencia de la justicia convencional, que plantea que el irrespeto a la ley, 
es una lesión de una norma jurídica, en donde la víctima principal es el Estado. En la justicia 
restaurativa la víctima concreta juega un papel fundamental y puede beneficiarse de una 
forma de restitución o reparación a cargo del responsable o autor de la violación a la ley. La 
justicia restaurativa toma diferentes formas, existiendo una variedad de programas y 
prácticas, pero todos estos sistemas y prácticas comparten principios comunes. Según este 
enfoque, las víctimas deben tener la oportunidad de expresar libremente, y en un ambiente 
seguro y de respeto, el impacto que la violación a sus legítimos derechos ha tenido en sus 
vidas, recibir respuestas a las preguntas que surgen de la experiencia de victimización. 
Siendo la justicia restaurativa un proceso a través del cual las partes o personas que se han 
visto involucradas y/o que poseen un interés en un acto atentatorio a la Constitución de la 
República y la Ley, resuelven de manera colectiva la forma de lidiar con las consecuencias 
inmediatas de éste y sus repercusiones para el futuro. Por lo que, la justicia restaurativa 
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Restorative justice or repairing justice is both a theory and an international social movement 
aimed to amend justice, that provides that failure to comply with the law in essence impairs a  
specific person and interpersonal relations; unlike conventional justice that provides the 
failure to comply with the law is against the legal rules, where the main victim is the State.  
The specific victim of restorative justice plays an essential role and can benefit from some 
way of restoration or repair by the infringer.  Restorative justice takes different forms in a 
variety of programs and practices, all of which systems and practices share common 
principles.  According to this approach, the victims must be able to freely express, in a safe 
and respectful environment, the impact of the violation to their legitimate rights in their 
lives; to receive answers to essential questions that arise from the experience of being a 
victim; and to participate in the decisión on how the offender must repaier the damage 
caused. Restorative justice is a process whereby the involved parties or those somehow 
interested in a violation against the Constitution of the Republic and the Law jointly resolve 
the way how to deal with the immediate consequences thereof and future repercussions.  
Therefore, restorative justice harmonizes the current constituional precepts, for which they 
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Need to incorporate restorative justice in the national legal system 






En estos últimos años, el concepto de justicia restaurativa, ha ganado popularidad tanto 
entre los académicos cuanto en los operadores que determinan las políticas en el ámbito de la 
justicia. Sin embargo, las definiciones no son unívocas. Para algunos, incluso, la definición no 
es posible porque: no es una teoría académica de la justicia, y los remedios propuestos son muy 
diversos; o sea, las iniciativas tienen naturaleza plural. Se afirma, entonces, que representa un 
modo ecléctico que responde exitosamente a determinados problemas judiciales merced a la 
experiencia acumulada.  
 
La justicia restaurativa es el paradigma de una justicia que comprende a la víctima, a la 
persona que infringió el bien jurídico tutelado y la comunidad en la búsqueda de soluciones a las 
consecuencias del conflicto generado por el hecho delictivo con el fin de promover la reparación 
del daño, la reconciliación entre las partes y el fortalecimiento del sentido de seguridad 
colectiva. 
 
Bajo el desafío de superar la lógica del castigo pasando a una lectura racional del 
fenómeno criminal, entendido primariamente como un conflicto que provoca la ruptura de 
expectativas sociales simbólicamente compartidas, nace la justicia restaurativa. 
 
La justicia restauradora es un proceso en el que todas las partes implicadas en un 
determinado delito, resuelven colectivamente, determinan cómo manejar las consecuencias del 
delito y sus implicaciones para el futuro, dentro del parámetro del Buen Vivir.  
 
La actual descripción del modelo de justicia restaurativa es de reciente elaboración; sin 
embargo, las ideas que la fundan vienen desde el Derecho Antiguo. En el “hallazgo” de esos 
orígenes incide, como no puede ser de otro modo, la mayor o menor simpatía que se tenga por la 
solución propuesta. La restitución a la víctima como respuesta económica al hecho delictivo 
aparece en documentos muy remotos: el Código de Hammurabi preveía la restitución para 
algunos delitos contra la propiedad; la Ley de las Doce Tablas preceptuaba que el ladrón 
condenado pagara el doble del valor del bien robado, tres veces el valor si el bien era encontrado 
en su casa, y cuatro si había obstaculizado la persecución.  
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En Inglaterra, en el año 600 d.C., el rey de Kent, Ethelbert, desarrolló un sistema 
detallado de listas para la evaluación del daño, etc. Sin embargo, en opinión de Beaudoin, Juez 
de la Corte de Québec, la idea central de la justicia restaurativa, como se la entiende hoy, ha 
sido tomada de la experiencia de los pueblos nómadas, más particularmente autóctonos, en los 
supuestos en que el infractor era un miembro del clan o alguien conocido por su comunidad; 
excluirlo era perjudicial para los intereses y la supervivencia del grupo; el modo de sanar la 
situación era, pues, obligar al infractor a reparar el mal causado y rehabilitarlo; de este modo, 
los lazos entre el autor del delito, la víctima y la comunidad quedaban restablecidos. 
 
En realidad, la justicia restaurativa existe desde hace muchos siglos en pueblos de 
diversas culturas. Aunque con otro nombre, estas tradiciones vivían en Canadá, Nueva Zelanda 
y en otros países donde el fenómeno, pese al monopolio estatal de la justicia, sigue funcionando. 
Ello obedece, especialmente, a que en los años sesenta los pueblos colonizados de 
Norteamérica, Australia y Nueva Zelanda empezaron a luchar para hacer revivir su justicia 
tradicional.  
 
En general, los autores marcan el comienzo de esta etapa en el caso solucionado en 
1974, en Kitchener, Ontario, Canadá. Se cuenta que Mark Yantzi, un miembro de la secta 
menonita, estaba cansado de la falta de respuesta judicial efectiva a los numerosos ataques a la 
propiedad realizados por menores de edad.  
 
En uno de estos procesos, dos jóvenes fueron condenados por veintidós actos 
vandálicos; Yantzi pidió al juez que permitiese un encuentro entre los delincuentes y las 
víctimas. El juez aceptó y ordenó a los dos condenados que fuesen con Yantzi y Worth (otro 
integrante de la secta), y luego le hicieran un informe de lo que habían visto, conversado con las 
víctimas, y de los daños que éstas habían sufrido. La solución fue exitosa y los jóvenes 
infractores se reincorporaron a la sociedad.  
 
En algunos países, pues, los procesos de justicia restaurativa se han iniciado bajo la 
inspiración de ideas religiosas; en otros, como Noruega, la religión nunca ha intervenido, 
desarrollándose bajo concepciones absolutamente seculares. 
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Se ha dicho que la justicia restaurativa es el producto de la conjunción de tres corrientes 
de pensamiento ideológicamente heterogéneas: la que mostró la fractura de las instituciones 
tradicionales de regulación y, consecuentemente, la imagen de una comunidad perdida que es 
necesario revivificar; la corriente que denunció los efectos devastadores del sistema penal en la 
vida del delincuente, y la que propició el desarrollo de mecanismos tendentes a exaltar los 
derechos del hombre y, consecuentemente, también los de las víctimas. La confluencia de estas 
tres corrientes explicaría la ambigüedad del modelo y las dificultades para determinar su 
verdadera naturaleza jurídica. No obstante, la idea por todos compartida es que el aparato 
institucional es insuficiente para afrontar los problemas, íntimamente unidos a la realidad 
sociocultural del infractor. 
 
Dentro de nuestros Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social, es necesario 
establecer una nueva manera de hacer justicia, pues el Sistema Tradicional, ha dado claras 
muestras de su inoperatividad; pues en la práctica la víctima jamás ve resarcidos los daños a ella 
irrogados, y el infractor en vez de recibir una debida rehabilitación, recibe clases de 
adiestramiento dentro de los Centros Penitenciarios, donde las violaciones a los Derechos 
Humanos es el pan nuestro de cada día. 
 
Frente a las descritas arbitrariedades y al calvario de llevar hasta el final un proceso 
judicial, tedioso, largo, corrupto, negligente; en el cual las partes procesales en vez de 
encontrarse revestidos de derechos y garantías procesales, son victimizados por la mala 
administración de justicia es necesario insertar la justicia restaurativa. 
 
Por ende, es prudente establecer un giro radical a la Función Judicial, teniendo como 
principio y fin, el bienestar de la persona, sin importar el rol procesal que ocupa, sea que se trate 
de la víctima o del victimario, los dos son seres humanos. 
 
Por lo manifestado, se debe incorporar al Ordenamiento Jurídico Nacional la Justicia 
Restaurativa dentro de los casos en los cuales el daño es susceptible de reparación. 
De ahí que, la presente investigación se encuentra encaminada a presentar argumentos 
bien fundamentados, para replantear la actual administración de justicia, dando paso al Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia Social. 
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CAPÍTULO I 
1. LA JUSTICIA REPARATIVA 
 
La justicia reparativa es un nuevo movimiento en el campo de la victimología y 
criminología. Al reconocer que el crimen causa daños a las personas y comunidades, se insiste 
en que la justicia repare esos daños y que a las partes se les permita participar en ese proceso. 
 
Los programas de justicia reparativa, por consiguiente, habilitan a la víctima, al 
infractor y a los miembros afectados de la comunidad para que estén directamente involucrados 
en dar una respuesta al crimen.  
 
En las legislaciones hermanas donde ya se ha ensayado la justicia reparativa, las partes 
procesales llegan a ser el centro del proceso de justicia penal, con profesionales que sirven como 
facilitadores de un sistema que apunta a la responsabilidad del infractor, la reparación a la 
víctima, y la total participación de esta, el infractor y la comunidad. 
 
El proceso restaurador involucra a todas las partes procesales; por eso, es una forma 
poderosa de afrontar no solo los daños materiales y físicos causados por el crimen, sino además 
los daños sociales, psicológicos, etc. irrogados.  
 
La justicia restaurativa es una teoría de justicia que enfatiza en la reparación del daño 
causado o presentado por una conducta delictiva. Se alcanza mejor a través de procesos 
cooperativos que incluyen a todos los interesados.  
 
La justicia restaurativa es diferente de la justicia penal contemporánea en muchas 
maneras.  
 
Primero, ve los actos criminales en forma más amplia, en vez de defender el crimen 
como simple transgresión de las leyes, reconoce que los infractores dañan a las víctimas, a la 
comunidad y a ellos mismos.  
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Segundo, involucra más partes en repuesta al crimen, en vez de dar papeles clave 
solamente al gobierno y al infractor, incluye también víctimas y a la comunidad.  
 
Finalmente, mide en forma diferente el éxito, en vez de medir cuanto castigo fue 




La justicia reparativa es una teoría, a la vez que un movimiento social de carácter 
internacional de reforma a la justicia penal, que plantea que el crimen o delito es 
fundamentalmente un daño en contra de una persona concreta y de las relaciones 
interpersonales, a diferencia de la justicia penal convencional de carácter retributiva, que plantea 
que el delito es una lesión de una norma jurídica, en donde la víctima principal es el Estado. 
 
En la justicia reparativa la víctima concreta juega un papel fundamental y puede 
beneficiarse de una forma de restitución o reparación a cargo del responsable o autor del delito 
pues la justicia restaurativa evita estigmatizar a la persona que ha cometido un delito. 
 
Howard Zehr (nacido en 1944), Profesor en la Universidad Menonita 
de Harrisonburg, (Virginia, Estados Unidos), es un pionero de este enfoque, sobre el que ha 
publicado diversos estudios.  
 
Según la Dra. María Auxiliadora de la Rosa Moreno (2005), Fiscal Delegada de 
Menores de la Fiscalía de Sevilla, la justicia reparativa, es: 
 
Una nueva idea de la justicia que, se abre paso ante el fracaso de la justicia retributiva 
tradicional. A este tipo de justicia se le denomina de diferentes maneras: justicia 
conciliadora, reparadora o restitutiva, pero existe consenso para denominarla, reparativa 
o restaurativa o restauradora, porque busca restablecer el vínculo social quebrado por el 
acto transgresor de la ley. 
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La justicia reparativa es un proceso donde las partes con riesgo en un delito específico, 
resuelven colectivamente el cómo tratar las consecuencias del delito y sus implicaciones para el 
futuro.  
  
Las Naciones Unidas la definen a la justicia reparativa como:  
 
Una respuesta evolucionada al crimen, que respeta la dignidad y la equidad de cada 
persona construye comprensión y promueve armonía social, a través de la sanación de 
víctimas, ofensores y comunidades.  
  
La justicia reparativa como respuesta y no como programa reúne los siguientes valores:  
 
 Sensibilidad  
 Apertura  
 Confianza  
 Esperanza  
 Sanación  
  
La justicia reparativa, reconoce que el crimen daña a las víctimas, a la comunidad y a 
los mismos delincuentes; por eso, mide cuantos daños son reparados o prevenidos.  
 
No cabe duda que el fenómeno de la justicia reparativa es uno de los que más han 
ocupado y preocupado en los últimos tiempos no solo a los estudiosos de las Ciencias Penales 
sino también a los de otras disciplinas como la psicología o las ciencias sociales. 
 
Desde los primeros balbuceos que supuso el desarrollo en 1974 en Ontario (Canadá) del 
pionero proyecto de conciliación víctima-ofensor, hasta nuestros días, las experiencias han sido 
diversas y dispares, al igual que los resultados obtenidos. Tras una primera implantación en 
Gran Bretaña, Holanda y Alemania, los programas de mediación se han ido extendiendo por la 
mayor parte del territorio europeo. Basta acudir al derecho comparado para comprobar cómo el 
avance de las nuevas formas de Justicia Penal parece ya imparable.  
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Entre ellas merece especial atención la búsqueda de vías alternativas para la solución de 
conflictos, dentro de las que la mediación juega un papel estelar. 
 
Como es bien sabido no puede hablarse de un único modelo de mediación penal, pues se 
entiende que existan tantos modelos como mediadores, pero como nota común hay que destacar 
la presencia de un tercero imparcial que pone en comunicación con confrontación o no a la 
víctima con el ofensor, y ello siempre de forma absolutamente voluntaria y libre, para que 
puedan llegar a un acuerdo o solución consensuada del conflicto que originó el delito.  
 
Mediante la implantación de estos programas de justicia reparativa, se logra entre las 
dos partes del conflicto, el ofensor y la víctima, la búsqueda de la justicia, cabe destacar que si 
bien la aplicación de estos sistemas de mediación despierta mayor escepticismo en el ámbito de 
la Justicia Penal de adultos, las especiales características y los fines específicos que se predican 
en el proceso penal del menor, lo convierten en el hábitat idóneo para el pleno desarrollo de 
estos sistemas.  
 
En nuestro país, es en el proceso de adolescentes infractores donde se ha llevado a cabo 
la introducción de los mecanismos apuntados.  
 
Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia: 
 
Art. 255.- Especialidad.- Establécese la Administración de Justicia Especializada de la 
Niñez y Adolescencia, integrada a la Función Judicial, para el conocimiento y resolución 
de los asuntos relacionados con la protección de los derechos y garantías de niños, niñas y 
adolescentes reglados en este Código. 
 
Art. 256.- Principios rectores.- La Administración de Justicia Especializada de la Niñez y 
Adolescencia guiará sus actuaciones y resoluciones con estricto apego a los principios, 
derechos, deberes y responsabilidades que se establecen en el presente Código. 
 
Su gestión se inspira, además, en los principios de humanidad en la aplicación del 
derecho, priorización de la equidad por sobre la ritualidad del enjuiciamiento, legalidad, 
independencia, gratuidad, moralidad, celeridad y eficiencia. 
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Art. 257.- Garantías del debido proceso.- En todo procedimiento judicial que se sustancie 
con arreglo al presente Código, las personas tendrán asegurada la inviolabilidad de la 
defensa, la contradicción, la impugnación, la inmediación, el derecho a ser oído y las 
demás garantías del debido proceso. 
 
Estos reflejan una nueva concepción del proceso penal, no cabe duda que la mediación 
además de carecer del valor estigmatizador que caracteriza a los procesos penales, la mediación 
supone una innegable virtualidad educativa y pedagógica, a través de ella se contribuye a la 
reeducación y reinserción social del menor.  
Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia: 
 
Art. 323.- Objeto.- Las medidas cautelares tienen por objeto asegurar la inmediación del 
adolescente inculpado con el proceso y su eventual responsabilidad civil o la de su 
representante. Estas medidas son de aplicación restrictiva. Se prohíbe imponer medidas 
cautelares no previstas en este Código. 
 
Art. 369.- Finalidad y descripción.- Las medidas socioeducativas son acciones dispuestas 
por autoridad judicial cuando ha sido declarada la responsabilidad del adolescente en un 
hecho tipificado como infracción penal. Su finalidad es lograr la integración social del 
adolescente y la reparación o compensación del daño causado. Las medidas 
socioeducativas que el Juez puede imponer son las siguientes: 
 
1. Amonestación.- Es una recriminación verbal, clara y directa del Juez al adolescente 
infractor y a sus progenitores o representantes, para que se comprenda la ilicitud de las 
acciones; 
 
2. Amonestación e imposición de reglas de conducta.- Es la recriminación descrita en el 
numeral anterior, acompañada de la imposición de obligaciones y restricciones de 
conducta, para que se comprenda la ilicitud de las acciones y se modifique el 
comportamiento de cada involucrado, a fin de conseguir la integración del adolescente a 
su entorno familiar y social; 
 
3. Orientación y apoyo familiar.- Consiste en la obligación del adolescente y sus 
progenitores o representantes, de participar en programas de orientación y apoyo familiar 
para conseguir la adaptación del adolescente a su entorno familiar y social; 
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4. Reparación del daño causado.- Esta medida consiste en la obligación del adolescente de 
restablecer el equilibrio patrimonial afectado con la infracción, mediante la reposición del 
bien, su restauración o el pago de una indemnización proporcional al perjuicio provocado; 
 
5. Servicios a la comunidad.- Son actividades concretas de beneficio comunitario que 
impone el Juez, para que el adolescente infractor las realice sin menoscabo de su 
integridad y dignidad ni afectación de sus obligaciones académicas o laborales, tomando 
en consideración sus aptitudes, habilidades y destrezas, y el beneficio socio-educativo que 
reportan; 
 
6. Libertad asistida.- Es un estado de libertad condicionada al cumplimiento de directrices 
y restricciones de conducta fijadas por el Juez, sujeta a orientación, asistencia, supervisión 
y evaluación; 
 
7. Internamiento domiciliario.- Consiste en una restricción parcial de la libertad por la que 
el adolescente infractor no puede abandonar su hogar, excepto para asistir al 
establecimiento de estudios o de trabajo; 
 
8. Internamiento de fin de semana.- Es una restricción parcial de la libertad en virtud de la 
cual el adolescente está obligado a concurrir los fines de semana al centro de 
internamiento para cumplir las actividades de su proceso de reeducación, lo que le permite 
mantener sus relaciones familiares y acudir normalmente al establecimiento de estudios o 
de trabajo; 
 
9. Internamiento con régimen de semi-libertad.- Consiste en la restricción parcial de la 
libertad por la que el adolescente infractor es internado en un centro de internamiento de 
adolescentes infractores, sin impedir su derecho a concurrir normalmente al 
establecimiento de estudio o de trabajo; y, 
 
10. Internamiento institucional.- Es la privación total de la libertad del adolescente 
infractor, que es internado en un centro de internamiento de adolescentes infractores. Esta 
medida se aplica únicamente a adolescentes infractores mayores a catorce años de edad y 
por infracciones que en la legislación penal ordinaria son sancionadas, con reclusión. A 
los adolescentes menores a catorce años, se les aplicará únicamente en los delitos de 
asesinato, homicidio, violación, plagio de personas y robo con resultado de muerte. 
 
Dentro de las ventajas que se desprenden es la de destacar, como numerosos estudios 
avalan que en el caso de delincuentes primarios, cuando se les pone una medida informal, fuera 
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del proceso, decrece sustancialmente la tasa de reincidencia, en relación con los resultados que 
se obtienen cuando se les aplica una sanción formal.  
 
En el panorama internacional se han diseñado diversas fórmulas para llevar a cabo esta 
forma de resolución de conflictos: 
 
La conciliación: implica el encuentro de ambas partes, infractor, y víctima, con un 
mediador profesional, que debe favorecer dicho encuentro. 
 
La reparación: supone la realización por parte del menor de una serie de actividades 
encaminadas a reparar el daño causado a las víctimas, previa entrevista de mediación de ambas 
partes. 
 
Servicio en beneficio de la comunidad: tiene lugar en aquellos casos en que la víctima 
no es conocida, o cuando los derechos lesionados son los de la sociedad. 
 
El fin de estos programas es humanizar el proceso de la justicia penal, aumentar la 
responsabilidad personal del adolescente infractor, aportar a las víctimas roles significativos y 
de restitución, crear medidas alternativas al encarcelamiento, disminuir el flujo de casos del 
servicio de libertad vigilada, aumentar en la comunidad la comprensión sobre los delitos y la 
justicia y proporcionar una oportunidad para la reconciliación. 
 
1.2. Evolución jurídica 
 
En origen la justicia se entendía como una reparación del daño causado, por la ofensa 
recibida por la víctima, y el estado regulaba esa reparación, un ejemplo de ello es la llamada 
“Ley del Talión”, nacida en contra de lo que actualmente se cree con un carácter muy 
progresista, puesto que ante los desmanes de las víctimas que movidos por deseos de venganza 
pretendían que no solo se le reparasen los daños sufridos sino llegar más allá, esta ley limitaba 
el abuso de la víctima que quería pasar a convertirse en victimario, sobrepasando los criterios 
lógicos que en la actualidad tenemos, por lo que “El ojo por ojo y diente por diente” 
demostraba lo avanzado del espíritu de su norma limitando el resarcimiento hasta el máximo de 
 11   
 
igualar el mal causado, pero empezaba a la vez el concepto de justicia reparativa, más basada en 
el castigo que en la reparación.  
 
Posteriormente el Estado va tomando nuevas iniciativas, de manera que se arroga la 
prerrogativa de sentirse más ofendido que nadie por lo que el crimen cometido pasa de ser una 
ofensa contra la víctima a ser una ofensa contra el Estado.  
 
Es muy difícil determinar exactamente el momento o el lugar en que se originó la 
justicia reparativa. Lo que sí es seguro, es que las formas tradicionales y autóctonas de justicia 
reparativa consideraban fundamentalmente que el delito era un daño que se hacía a las personas 
y que la justicia reparativa restablecía la armonía social ayudando a las víctimas, los 
delincuentes y la comunidad a cicatrizar las heridas.  
 
Son en los pueblos indígenas y aborígenes de ciertos países, como Australia, Nueva 
Zelanda, Estados Unidos y Canadá donde se habían venido practicando ciertos modos justicia 
reparativa, los cuales, se han ido adaptando al devenir de los tiempos dando lugar a ejemplos 
como los Tratados de Paz y Círculos de Sentencia, tomados de la esencia tradicional de estos 
pueblos nativos.  
 
Hacía el 1974, la primera Corte que ordenó una sentencia de justicia reparativa fue 
realizada en Kitchener, Ontario. Dos jóvenes, capturados tras una parranda vandálica que dejó 
22 propiedades dañadas, fueron sometidos a la justicia reparativa y gradualmente pudieron 
reparar el daño que habían causado.  
 
El éxito de este caso permitió el establecimiento del primer programa de justicia 
reparativa, en Kitchener, conocido como Programa de Reconciliación entre víctima y ofensores 
(Howard Zehr).  
 
En Elkhart, Indiana, el programa fue iniciado en pequeña escala en 1977 - 1978 por 
agentes de la libertad condicional que habían aprendido del modelo de Ontario. Para 1979 este 
programa se había convertido en la base de una organización no lucrativa llamada “el centro 
para Justicia Comunitaria”.  
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Programas similares están funcionando en Inglaterra, Alemania y otros lugares de 
Europa, por supuesto con muy diferente variedad de formas para hacerlo.  
 
La Asociación de Mediación víctima/ofensor de los Estados Unidos se formó hacer 
varios años para unir tales programas.  
 
En Canadá, la cadena: Interacción para la Resolución de conflictos trabaja de forma 
similar al FIRM (foro para iniciativas en Reparación y Mediación, en el Reino Unido).  
 
En Nueva Zelanda, se originó en 1989 lo que se conoce como Conferencia de Grupos 
Familiares, en la comunidad indígena Maorí, también introdujo este modelo en su sistema de 
Justicia Juvenil.  
 
Por lo que bien se puede asegurar que aunque la justicia reparativa tiene menos de 20 
años, su influencia se ha diseminado en todo el mundo a una velocidad extraordinaria. Podemos 
seguir el desarrollo internacional en dos categorías básicas:  
 
La innovación por países en el uso de la justicia reparativa, y la integración por países 
con ideas reparativas en su sistema de justicia.  
Innovación.-  
 
Podemos citar ejemplos de innovaciones reparativas: prácticas indígenas o de 
costumbres están siendo adaptadas para el uso en el sistema de justicia penal:  
 
Código Orgánico de la Función Judicial: 
 
Art. 344.- PRINCIPIOS DE LA JUSTICIA INTERCULTURAL.- La actuación y 
decisiones de los jueces y juezas, fiscales, defensores y otros servidores judiciales, policías 
y demás funcionarias y funcionarios públicos, observarán en los procesos los siguientes 
principios: 
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Literal e)     Interpretación intercultural.- En el caso de la comparecencia de personas o 
colectividades indígenas, al momento de su actuación y decisión judiciales, interpretarán 
interculturalmente los derechos controvertidos en el litigio. En consecuencia, se procurará 
tomar elementos culturales relacionados con las costumbres, prácticas ancestrales, 
normas, procedimientos del derecho propio de los pueblos, nacionalidades, comunas y 
comunidades indígenas, con el fin de aplicar los derechos establecidos en la Constitución y 
los instrumentos internacionales. 
 
Encuentros de víctima-infractor están tomando lugar dentro las prisiones en Europa y 
Norte América. En algunas instancias esto involucra reunión de las víctimas con sus agresores 
en una clase de “pos mediación de sentencia”, es aun utilizada de esta manera en Texas. En 
otras instancias las reuniones involucran a grupos de víctimas no relacionadas e infractores. 
Estos encuentros “substitutos” pueden ser utilizados porque de hecho la víctima o el infractor 
son desconocidos o no está disponible, o como un paso preparatorio hacia una reunión de la 
persona con la víctima o el infractor.  
 
 “Círculos de Ayuda” en Canadá trabajan con serios infractores sexuales 
(frecuentemente culpables de pedofilia
1
) lanzados a comunidades temerosas a la conclusión de 
sus sentencias. El programa aumenta la seguridad en el público mediante establecer un plan de 
reintegración con el infractor, por un monitoreo regular de su conducta, y mediante un proceso 
para asegurar que los recursos de la comunidad que son necesitados por el infractor estén 
disponibles. Asegura la seguridad del infractor mediante el ofrecimiento de un foro (forum
2
) 
para que los miembros de la comunidad expresen sus preocupaciones, por intervención por 
medio de entrevistas con los miembros de la comunidad cuando sea necesario, y por el trabajo 
con la policía y otras autoridades para proveer protección y servicio necesarios.  
 
Regímenes únicos en prisión se han desarrollado en Latinoamérica y en otras partes en 
los cuales los prisioneros son voluntarios en quedarse en las instalaciones administradas 
principalmente. Los regímenes establecen una moral espiritual o cultural particular que 
involucra la instrucción por medio de ejemplos y aprendizaje.  
                                                     
1
 Desde un punto de vista médico, la paidofilia o pedofilia es una parafilia que consiste en que la 
excitación o el placer sexual se obtienen, principalmente, a través de actividades o fantasías sexuales con 
niños de, generalmente, entre 8 y 12 años. 
2
 El Foro Romano era el foro de la ciudad de Roma, es decir, la zona central en torno a la que se 
desarrolló la antigua ciudad y en la que tenían lugar el comercio, los negocios, la prostitución, la 
religión y la administración de justicia. En él se situaba el hogar comunal.  
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Reuniones de víctima-infractor-comunidad están siendo realizadas en muchas fases del 
proceso de justicia.  
 
Están siendo ejecutadas por la policía entes del cargo, por probación (prueba) o libertad 
vigilada por oficiales y en ocasiones por oficiales de libertad provisional en Canadá. Esto se 
produce en adición a la rica tradición de la ONG que provee de las reuniones basadas en 
víctima-infractor-comunidad.  
 
Los procesos reparativos están siendo utilizados para mostrar y tomar en cuenta los 
conflictos entre ciudadanos y el gobierno. Los ejemplos de estos procesos incluyen a “La 
Comisión Verdad y Reconciliación” de Sudáfrica y la “Comisión Tratado de la Waitangi” de 




Hay también signos de que los acercamientos reparativos están uniéndose a la corriente 
principal de la justicia alrededor del mundo.  
 
La acción legislativa ha reducido las barreras legal o sistémica al uso de programas de 
restauración, ha creado incentivos legales para el uso de programas reparativos, ha creado 
programas reparativos guiados y estructurados, y ha protegido los derechos de los infractores y 
víctimas.  
 
Constitución de la República 2008: 
 
Art. 78.- Las víctimas de infracciones penales gozarán de protección especial, se les 
garantizará su no revictimización, particularmente en la obtención y valoración de las 
pruebas, y se las protegerá de cualquier amenaza u otras formas de intimidación. Se 
adoptarán mecanismos para una reparación integral que incluirá, sin dilaciones, el 
conocimiento de la verdad de los hechos y la restitución, indemnización, rehabilitación, 
garantía de no repetición y satisfacción del derecho violado. Se establecerá un sistema de 
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protección y asistencia a víctimas, testigos y 
participantes procesales. 
 
Los fondos y el personal para los programas están expandiéndose. Bélgica, por ejemplo, 
ha adoptado un “Plan Global” para combatir al desempleo y para cambiar ciertos aspectos de 
justicia penal.  
 
Las municipalidades reciben fondos para el programa de personal si ellos están de 
acuerdo en ayudar a llevar a cabo ciertas sanciones penales y medidas tales como la mediación 
basada en mantener el orden.  
 
El propósito del ejercicio es involucrar a profesionales de justicia penal y miembros de 
la comunidad en un proceso que lleve a cabo un plan para la implementación y expansión de 
acercamientos reparativos.  
 
El número de programas reparativos está creciendo. Hay más de 500 programas de 
mediación y de proyectos en Europa, y más de 300 en Estados Unidos. Un estudio de programas 
reparativos y de proyectos en Canadá ha resultado en más de 100 inscripciones.  
 
Los cuerpos intergubernamentales.- 
 
Están tomando nota de la justicia reparativa. En 1999 el Comité de Ministros del 
Consejo de Europa adoptó una recomendación sobre el uso de mediación en casos penales. El 
manual internacional de la Organización de las Naciones Unidas sobre Justicia para Víctimas 
anota que:  
 
El armazón para la justicia reparativa involucra al infractor, la víctima, y la comunidad 
entera en los esfuerzos para crear una aproximación balanceada que está dirigida a 
infractores y, al mismo tiempo centrado en la víctima. La compensación a la víctima ha 
llegado a ser un rasgo clave de justicia reparativa en muchos países desarrollados. 
 
En la actualidad las nuevas tendencias pretenden que a través de la Justicia Reparativa, 
se recupere el sentir anterior, de manera que lo que interesa principalmente son los daños 
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causados por los actos criminales, el perjuicio sufrido por las víctimas, pero no se queda ahí, 
sino que considera que los infractores además de dañar a las víctimas, y a la sociedad, se dañan 
a sí mismos, y de acuerdo a criterios de Política Criminal, considera en mayor medida los daños 
que han de repararse y la prevención realizada para hechos futuros, en vez de, el grado de 
condena que ha tenido para el causante.  
 
La teoría de la Justicia Reparativa apoya que en vez de satisfacer las demandas del 
Estado, hay que resarcir a la comunidad como expresión colectiva de la víctima. Esto hace que 
dentro de esta nueva forma de pensar, se pretenda que la comunidad como tal, al involucrarse en 
el proceso debe hacerlo asumiendo responsabilidades a todos los niveles, como conjunto de 
valores y creencias de lo que significa la justicia; implicándose en todos los órdenes de la vida 
mediante la mediación generalizada, a todos los niveles, incluido el penal.  
 
La comunidad de este modo va a recuperar el protagonismo que ha perdido por haber 
delegado en exceso la resolución de sus conflictos a los Tribunales de Garantías Penales, es la 
excesiva judicialización de la vida civil de la que tanto oímos hablar en la prensa, que además 
tiene que suponer para los estados que lo implanten un tremendo ahorro en gastos judiciales.  
 
El paso de la Justicia Retributiva a la Justicia Reparativa, supone un cambio de 
mentalidad en el legislador, así como un cambio cultural en el interior del propio sistema 
judicial.  
 
Con la Justicia Reparativa la comunidad asume un papel de participación en la 
construcción de la respuesta al delito y la pacificación de las relaciones sociales., y todo esto a 
través de una clave; la clave del éxito de este sistema se refiere, a que el ofensor conozca el 
daño que causó, ya que a veces la víctima solo quiere encontrarse con su agresor para aliviar su 
resentimiento hacia él mediante una pregunta. 
 
1.3. Características 
Tengamos presente que, en un marco de justicia reparativa, la comunidad y sus 
miembros asumen responsabilidades de dirigir el fundamento social, económico y los factores 
morales que contribuyen al conflicto y la violencia.  
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Pues la justicia reparativa es un conjunto de valores y creencias acerca de lo que 
significa la justicia y cómo llegar a ella.  
 
La justicia reparativa busca como objetivos primordiales:  
  
1. Invitar a la completa participación y al consenso.  
2. Sanar a la víctima. 
3. Buscar completa y directa responsabilidad del ofensor.  
4. Reunir lo que ha sido dividido. 
5. Fortalecer a la comunidad para prevenir daños mayores.  
6. Buscar el esfuerzo cooperativo de la comunidad y del Estado.  
7. Buscar la reintegración de la víctima y el ofensor en la comunidad.  
  
En la justicia reparativa el crimen es visto en primera instancia como un conflicto entre 
individuos que desemboca en ofensas a la víctima, a la comunidad y al mismo ofensor y en 
segunda instancia se comprende como una violación contra el Estado. 
 
De ahí que, la dirección del proceso debe ser hacia la creación de paz en la comunidad 
reconciliando a las partes y reparando los daños causados. Razón por la cual facilita la 
participación activa de los tres agentes: víctima, ofensor y comunidad con el objetivo de 
encontrar soluciones al conflicto.  
 
Los beneficios que afloran de la justicia reparativa son significativos. Para la víctima, 
por ejemplo, representa una oportunidad de obtener reparación, sentirse seguro y buscar el 
cierre de sus heridas. A los ofensores les permite indagar en las causas y efectos de su 
comportamiento y asumir la responsabilidad de manera significante.  
 
A la comunidad la habilita para comprender las causas subyacentes del crimen, para 
promover su bienestar y prevenir futuras acciones criminales.  
  
Por tanto, los beneficios concretos de la justicia reparativa son:  
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 Permite a la víctima negociar soluciones satisfactorias (recuperando la sensación 
de control al tener capacidad de participar en la decisión del modo de resolver la 
situación). Pone rostro e historia al infractor, va a ser escuchada, reparada y va a 
obtener respuesta a muchas preguntas (va a poder pasar página de la experiencia 
negativa-razones profundas del comportamiento delictivo, recuperando la 
tranquilidad personal con la oportunidad de encontrar respuestas a las incógnitas 
generadas por el delito). 
 
 La comunidad se involucra en el proceso, lo cual provee un ámbito de apoyo y 
promoción a la seguridad comunitaria. Será una sociedad más madura, crítica y 
reconciliada. Además la atención a las necesidades de la víctima y la comunidad 
contribuye a la mejora de la imagen social de la justicia como institución.  
 
 Los ofensores son confrontados respecto a la aceptación de su responsabilidad lo 
cual los convierte en agentes activos y comprometidos en sus obligaciones con la 
víctima y la comunidad (les permite reconocer el valor intrínseco de la persona y 
su capacidad para rectificar su propia conducta). Constituye un esfuerzo positivo 
su adhesión interna a las normas sociales y valores de convivencia. En 
conclusión, los infractores no sólo se responsabilizan de su conducta sino que van 
a poner rostro e historia a la otra persona (conociendo las necesidades y 
expectativas reales de la víctima para poder tomar las iniciativas apropiadas y 
respetar su voluntad) Por el hecho de participar en una mediación y reparar el 
daño van a poder ver reducida su sanción penal. 
 
 El sistema penal incorpora una herramienta útil para la individualización de las 
respuestas judiciales aumentando así su eficacia. Disminuye la reincidencia 
(prevención especial positiva). Aporta un valor añadido a la función reeducadora 
y resocializadora de la pena privativa de libertad favoreciendo el tratamiento. Los 
individuos que participan experimentan un sentimiento de inclusión y penetración 
en el proceso de Justicia Criminal. La práctica de la justicia reparativa es muy 
accesible y atractiva para las personas por su naturaleza flexible y menos formal. 
Puede entonces, inferirse que contribuye a agilizar el proceso y a descongestionar 
el aparato de Justicia Ordinaria.  
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  La justicia reparativa contribuye a la satisfacción de la víctima, haciéndola partícipe de 
todo el proceso y consiguiendo la reconciliación, lo cual sin duda es beneficioso para toda la 
comunidad en su conjunto.  
 
La respuesta penal por sí sola, en general no cicatriza heridas. Cuando el infractor sale 
de prisión, sale con más odio que con el que entró. La justicia reparativa permite que esto no sea 
así. Las partes procesales han podido dialogar y enfrentarse al problema. A través de los 
principios fundamentales que inspiran la justicia como son la reparación, se va a conseguir no 
solo que la víctima se sienta escuchada y participe de su propio conflicto, sino que también la va 
a servir para comprender la situación del infractor, siendo todo esto un paso importante para la 
curación de las “heridas”. 
 
Un límite fundamental de la justicia reparativa es que ésta se apoya en la cooperación de 
las partes procesales involucradas y por tanto, si el ofensor se niega a aceptar la responsabilidad 
del crimen y a cumplir con sus obligaciones con la comunidad y la víctima, no se puede hablar 
de justicia reparativa. 
 
La justicia reparativa toma diferentes formas, existiendo una variedad de programas y 
prácticas, pero todos estos sistemas y prácticas comparten principios comunes.  
 
Según este enfoque, las víctimas de un crimen deben tener la oportunidad de expresar 
libremente, y en un ambiente seguro y de respeto, el impacto que el delito ha tenido en sus 
vidas, recibir respuestas a las preguntas fundamentales que surgen de la experiencia de 
victimización, y participar en la decisión acerca de cómo el ofensor deberá reparar el mal 
causado. 
 
Las ventajas de la justicia reparativa son los siguientes: 
 
 Promueve la desjudicialización y, por tanto es menos onerosa para el Estado. 
 Procura que el sistema de justicia sea más efectivo, ocupándose de los casos más 
graves o más complejos. 
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 Disminuye la población carcelaria. 
 Disminuye la tasa de reincidencia. 
 
 
Los programas que se desarrollan en virtud de la justicia reparativa se caracterizan por 
cuatro valores clave: 
 Encuentro: Se crean oportunidades con el propósito de que víctimas, 
delincuentes y miembros de la comunidad (que deseen hacerlo) se reúnan a 
conversar acerca del delito y sus consecuencias. 
 
 Reparación: Se espera que los delincuentes tomen medidas a fin de reparar el 
daño que hayan causado. 
 
 Reintegración: Se intenta devolver a víctimas y delincuentes a la sociedad como 
miembros completos de la misma, capaces de contribuir a ésta. 
 
 Inclusión: Se ofrece la posibilidad de que las partes interesadas en un delito 
específico participen en su resolución. 
 
Según Van Ness y Strong, son valores centrales de la justicia restaurativa: 
 
El encuentro: consiste en el encuentro personal y directo entre la víctima, el autor u 
ofensor y/u otras personas que puedan servir de apoyo a las partes y que constituyen sus 
comunidades de cuidado o afecto. 
 
La reparación: Es la respuesta que la justicia reparativa da al delito. Puede consistir en 
restitución o devolución de la cosa, pago monetario, o trabajo en beneficio de la víctima o 
de la comunidad.  
 
La reparación debe ir primero en beneficio de la víctima concreta y real, y luego, 
dependiendo de las circunstancias, puede beneficiar a víctimas secundarias y a la 
comunidad. 
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La reintegración: Se refiere a la reintegración tanto de la víctima como del ofensor en la 
comunidad. Significa no sólo tolerar la presencia de la persona en el seno de la comunidad 
sino que, más aún, contribuir a su reingreso como una persona integral, cooperadora y 
productiva. 
 
La participación o inclusión: Consiste en regalar a las partes (víctimas, ofensores y 
eventualmente, la comunidad), la oportunidad para involucrarse de manera directa y 
completa en todas las etapas de encuentro, reparación y reintegración. 
 
Requiere de procesos que transformen la inclusión de las partes en algo relevante y 
valioso, y que aumenten las posibilidades de que dicha participación sea voluntaria. 
 
Una definición generalmente aceptada justicia reparativa es aquella proporcionada por 
Tony Marshall:  
 
La justicia reparativa es un proceso a través del cual las partes o personas que se han visto 
involucradas y/o que poseen un interés en un delito en particular, resuelven de manera 
colectiva la manera de lidiar con las consecuencias inmediatas de éste y sus repercusiones 
para el futuro. 
 
Razón por la cual, las prácticas y programas que reflejan los propósitos de la justicia reparativa: 
 
 Identificarán y darán pasos a fin de reparar el daño causado. 
 Involucrarán a todas las partes interesadas 
 Transformarán la relación tradicional entre las comunidades y sus gobiernos. 
 
Tres principios sientan las bases para la justicia restaurativa: 
 
 La justicia reparativa requiere que las partes involucradas trabajen juntas a fin de 
que se vuelva al estado original, antes de que se produzca el delito. 
 Las partes que se han visto más directamente involucrados o afectados por el 
delito, deben tener la posibilidad de participar de lleno en la respuesta. 
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 El rol del Gobierno consiste en preservar el justo orden público; la comunidad 
debe construir y mantener una justa paz. 
 
A través de la justicia reparativa se busca:  
  
 Invitar al consenso y participación.  
 Sanar lo que ha sido roto en virtud del delito. 
 Buscar completa y directa responsabilidad.  
 Reunir lo que ha sido dividido.  
 Fortalecer a la comunidad como tal, para prevenir daños mayores. 
 
1.4. Importancia 
Desde el Derecho Penal Antiguo se han dado muchas vueltas sobre cómo hay que 
responder al crimen.  
 
Los dioses y los ciudadanos se reunían en la Oresteia de Esquilo
3
, para decidir si hay 
otro modo de responder al crimen que no sea con otro crimen, puesto que también debía de ser 
                                                     
3 
Orestes era el único hijo del rey Agamenón de Micenas y de su esposa Clitemnestra. Sus hermanas eran 
Ifigenia, Electra y Crisotemis. Cuando su madre y su amante Egisto mataron a Agamenón, Electra se 
llevó al pequeño Orestes para ponerlo a salvo y enviarlo a Focis, donde creció en la corte del rey 
Estrofio, cuyo hijo Pilades se convirtió en su mejor amigo. Existe otra versión distinta, que asegura que 
Orestes llegó a Focis diez años antes, cuando su padre partió hacia Troya. Años después de la muerte de 
Agamenón, Orestes regresó a Micenas y vengó a su padre siguiendo las órdenes de Apolo. Algunos 
autores como Hornero, Esquilo, Sófocles y Eurípides dan distintas versiones de lo sucedido después. Se 
cree que después de consultar a Electra, Orestes mató a Clitemnestra y a Egisto, si bien algunos le dan la 
iniciativa a ella, y otros a él. Hay también distintas versiones sobre las consecuencias de este acto. 
Algunos creen que Orestes no fue castigado por lo que hizo, pero Esquilo muestra en su obra en tres 
actos La Orestiada cómo se debe enfrentar con las Erinias o Furias, diosas de la venganza que 
castigaban con especial saña los crímenes de familia. La Erinias le volvieron loco y le persiguieron por 
todos los lugares. Otras versiones aseguran que Electra y Orestes se enfrentaron a un juicio que acabó 
con su condena a muerte en Micenas después del asesinato. Orestes entonces capturó a Helena y 
Hermione, la esposa y la hija de su tío Menelao. Sólo la intervención de los dioses las salvó, mientras 
Orestes tuvo que exiliarse. Orestes, atormentado por las Erinias, visitó el Oráculo de Delfos dedicado a 
Apolo, instigador de la venganza. El dios dispuso que viajase a Atenas escoltado por Hermes y allí, en la 
corte del Areópago o «colina de Ares», debería someterse al juicio de los atenienses. Las Erinias 
ejercieron de acusación y Apolo de defensor. Atenea presidía el juicio que terminó con los votos 
divididos, por lo que la diosa se inclinó a su favor. Orestes fue exculpado y las Erinias aplacaron su ira 
con la promesa recibida de seguir siendo adoradas en Atenas. Desde entonces ya no se las conocería 
como Erinias, sino como Euménides o «benevolentes» gracias a su disposición. Según otra versión, antes 
o después del juicio en Atenas y según las órdenes de Apolo, Orestes fue enviado a Tauris para coger una 
estatua de Artemisa. El rey Toas lo hizo prisionero y lo llevó ante el santuario de la diosa para ofrecerlo 
en sacrificio. Su hermana Ifigenia era sacerdotisa en el santuario, pues allí había vivido desde que 
Agamenón la había querido sacrificar para que los vientos favoreciesen a los griegos en la Guerra de 
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tenida en cuenta la humanidad de los agresores, el propio Esquilo defiende que el perdón pueda 
ir combinado con reparación no como algo abstracto sino como medio de reintegrar al 
victimario a la sociedad. Algo similar sucede en la Historia de la Guerra del Peloponeso de 
Tucídides, cuando trata de demostrar que la venganza es irracional, puesto que se crea un 
círculo vicioso en el que la violencia se alimenta de venganza y la venganza de violencia.  
 
Entre los primeros partidarios de la Justicia Reparativa podríamos mencionar:  
 
 Prins y Tallack (1900) Weitekamp menciona además de a Christie y 
Braithwaite, a Abel y Marsh quienes en 1984 defendieron que la reparación tenía 
además de un efecto retributivo, otro efecto de tipo rehabilitatorio.  
 
 Barnett (1977) echaba por tierra constantemente el empleo del castigo, 
considerando que había quedado obsoleto, y proponiendo el empleo de la 
restitución.  
 
 Cantor (1976) propuso una justicia civil en forma de arbitraje.  
 
 Del Vecchio (1975) rechazó el principio kantiano de mal por mal pidiendo la 
abolición de las prisiones, a favor de la reparación del daño.  
 
 Pepinsky y Quinney (1991) apoyaron los programas de mediación, debido a que 
no eran una respuesta violenta contra actos violentos; se les criticó igualmente 
que el hecho de que creyeran en una Criminología pacificadora se centraba 
mucho en la persona pero no tenía en cuenta los aspectos estructurales.  
 
 Howard Zehr, influye mucho tanto en el ámbito anglosajón como fuera de él es 
director del Comité central menonita sobre justicia penal; escribió una obra 
                                                                                                                                                           
Troya. Los dos hermanos se reconocieron y ella engañó al rey diciéndole que todos debían purificarse en 
las aguas antes del ritual. sin que los habitantes de Tauris pudiesen contemplarlos, lo que les permitió 
escapar con la estatua. Pero hay otra versión en la que Orestes participa en la muerte de Neoptolomeo, 
hijo de Aquiles que había luchado en Troya y que estaba casado con Hermione, prima de Orestes cuyo 
padre, Menelao, se la había prometido en matrimonio en primer lugar. Los elementos más significativos 
en la historia de Orestes son los ciclos de muerte y venganza, que se remontan hasta su abuelo Atreo y su 
bisabuelo Pelops. 
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llamada “Cambiar de lentes” en la que desarrolla diferentes teorías partiendo del 
sistema japonés y de algunos experimentos realizados de reconciliación, 
concibiendo el delito como una ofensa contra la persona y no contra el Estado.  
 
 Martín Wrigt también apoya las teorías restaurativas basándose en que el 
infractor debe reparar a la víctima, y a la víctima se le ofrece ayuda y reparación 
a través de la mediación; establece algunos límites, sobre los delitos más graves, 
la desigualdad entre las partes, delitos intentados, reincidencia e incumplimiento 
de acuerdos anteriores. (Forma parte de un grupo llamado Estándares en Justicia 
Reparativa). Sus objetivos son: Reparación material, social y emocional de la 
víctima, reintegración del infractor en sociedad, y promocionar que la sociedad 
tenga recursos para el manejo de los problemas y para prevenir el delito. El grupo 
Estándares entiende que la Justicia Reparativa debe ser en la actualidad 
complementaria y paralela a la justicia penal tradicional, pero buscando la 
reducción del delito, la satisfacción social, el humanitarismo y la reparación de 
los lazos sociales.  
 
De lo manifestado se colige que la justicia reparativa es un movimiento surgido 
principalmente en los Estados Unidos de América y en Canadá en la década de los setenta del 
siglo XX, que enfatiza la ofensa a la víctima que supone el delito, de modo que se considera que 
la misma debe intervenir en la resolución del conflicto. Se le da importancia fundamentalmente 
a la conciliación autor-víctima, más que a la imposición de una pena, de allí su importancia y la 
necesidad de su inserción en nuestro Ordenamiento Jurídico.  
 
En la justicia reparativa se dice que el hecho delictivo se concibe como un quebramiento 
a la paz. De acuerdo con ello, la justicia reparativa opera para restablecer esa paz, trabajando 
por sanar a las víctimas, los ofensores y las comunidades que han sido lesionadas por un crimen, 
dándoseles la oportunidad de involucrarse activamente en ello, tan pronto como sea posible. 
 
La idea de la sanación de las heridas causadas por el hecho delictivo tiene un carácter 
esencial en la justicia reparativa, lo anterior tanto con respecto a las víctimas como a los 
victimarios.  
 
 25   
 
En la justificación de los principios básicos de la ONU para la utilización de programas 
de justicia reparativa en materia penal de 2002, se expresa claramente esta idea de la sanación 
de las heridas. Se dice:  
  
Consciente de que este enfoque da a las víctimas la oportunidad de obtener reparación, 
sentirse más seguras e intentar cerrar una etapa, permite a los delincuentes comprender 
mejor las causas y los efectos de su comportamiento y asumir una genuina 
responsabilidad, y posibilita a las comunidades comprender las causas profundas de la 
acción delictiva, promover el bienestar comunitario y prevenir la delincuencia.  
 
Debe resaltarse que en lo atinente a las víctimas con mucha frecuencia el hecho 
delictivo les causa heridas tan profundas, que no pueden continuar luego del mismo con su vida 
cotidiana, han perdido la paz interna, y su vida gira en torno al gran enojo que sienten, lo que en 
definitiva afecta también a las diversas personas que están en su entorno, por ejemplo sus 
familiares, amigos y compañeros de trabajo. Ello les impide seguir desarrollándose. No puede 
desconocerse que también los victimarios pueden ser afectados por el hecho delictivo, habiendo 
sido marcados por el mismo.  
 
La justicia reparativa trata de buscar precisamente la superación de esa situación, 
permitiendo la superación de las heridas producidas por el hecho delictivo. Para ello la forma 
tradicional de la mediación autor-víctima, permite el encuentro entre ambos, con la 
intervención de un experto en mediación, que previamente ha tenido una serie de entrevistas 
con la víctima y el victimario, procurando que el encuentro cara a cara entre autor y víctima se 
realice en condiciones de seguridad, evitando, por ejemplo, que lejos de superar las heridas, las 
mismas se vayan a agravar, evitándose, por ejemplo que se vaya a producir una segunda 
victimización. 
 
El procedimiento penal no facilita el diálogo entre autor-víctima, sino todo lo contrario, 
fomenta el enfrentamiento. 
 
Muchas veces para la víctima es muy importante poder expresarle al victimario el daño 
que le ha causado el hecho delictivo y para el mismo victimario es relevante tomar conciencia 
de dicho daño. Además tiene relevancia la humanización del otro. Por ello, ese cara a cara 
puede tener efectos positivos para la superación del hecho delictivo y poder continuar con la 
vida.  
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Debe resaltarse que la justicia reparativa es mucho más que una forma de solución de 
los conflictos producidos por un hecho delictivo, sino que ha sido utilizada con gran éxito para 
solucionar problemas que se presentan en el ámbito educativo, familiar, laboral y corporativo. 
Se habla así, por ejemplo, de círculos escolares, que “pueden ser utilizados por maestros y 
profesores para tratar asuntos de la clase o como un método de aprendizaje” ( Wachtel & Watchtel, 
2010, pág. 12), igualmente de círculos de violencia doméstica que “abordan el daño causado en 
el hogar” ( Wachtel & Watchtel, 2010, pág. 12).  
 
También las ideas de justicia reparativa han sido muy utilizadas para solucionar 
problemas en el sistema penitenciario, ello con respecto a las relaciones de convivencia entre 
las personas privadas de libertad.  
 
Se agrega la ello que la justicia reparativa no solamente tiene importancia como una 
forma de solución de conflictos durante el procedimiento penal, sino también durante la 
ejecución de la pena privativa de libertad.  
 
Con la justicia reparativa se hace referencia en general a una serie de principios en que 
se basa la misma, pero que los diversos programas existentes presentan importantes diferencias 
entre sí. Así en los últimos años se ha ampliado el marco en que opera la justicia reparativa, de 
modo que diversos programas involucran no solamente a la víctima y al autor, sino también a 
sus familiares y hasta a la comunidad. Se considera a la justicia reparativa como un nuevo 
paradigma, que se agrega al sistema penal y a la justicia rehabilitadora, propia de la ideología 
del tratamiento.  
 
Dentro de las ideas que han impulsado la justicia reparativa deben resaltarse:  
 
 El renacimiento en el interés por la protección de la víctima, en la década de los setenta 
del siglo XX;  
 
 Las ideas religiosas, en particular de los menonitas. Desde la perspectiva religiosa se ha 
tratado de justificar las ideas de justicia reparativa desde el punto de vista de la ética 
cristiana, lo mismo que de la judía. 
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 Los antecedentes de la diversión o diversificación en el Derecho Penal Juvenil. 
 
 La tradición norteamericana de la oportunidad en la persecución penal. 
 
 El escepticismo con respecto a la rehabilitación a través de la privación de libertad, ello 
con la crisis de la llamada ideología del tratamiento. 
 
 El reconocimiento del valor de las formas de solución del conflicto por los pueblos 
indígenas, no sólo en América, sino también en Australia, Nueva Zelanda y África. 
 
 La corriente criminológica que ha defendido, principalmente en Holanda y los países 
escandinavos el abolicionismo.  
 
Las diversas concepciones, arriba mencionadas, que han inspirado e impulsado la 
justicia reparativa, no son homogéneas. 
 
La justicia reparativa ha recibido influencia de diversas concepciones muy diversas, no 
siempre concordantes entre sí, desde concepciones religiosas hasta otras laicas, desde 
posiciones pragmáticas anglosajonas, hasta otras ligadas a la dogmática penal alemana, desde 
posiciones enmarcadas dentro de la criminología tradicional, pero que enfatizan la importancia 
de la victimología dentro de la criminología, hasta posiciones dentro de la criminología crítica, 
incluyendo el garantismo y el abolicionismo penal.  
 
Por ello mismo, mientras unos critican la justicia reparativa como una forma de 
quebranto a las garantías propias de un Estado Constitucional de Derechos, otros defienden la 
justicia reparativa como una forma de garantizar el principio de intervención mínima del Estado 
Constitucional de Derechos y de que el Estado cumpla con su función de estar al servicio de los 
seres humanos (víctimas, victimarios y el entorno social a su alrededor).  
 
La falta de homogeneidad se refleja también en los diversos programas de justicia 
reparativa, distinguiéndose además entre la mediación víctima-autor, las conferencias y los 
círculos, caracterizándose los dos últimos porque no sólo participan el autor y la víctima, sino 
se involucran otras personas, ya sea de la familia o de la comunidad.  
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Razón por la cual resulta evidente la significativa importancia que posee la justicia 
reparativa que tan empeñosamente ha podido sortear las dificultades de los Sistemas Penales 
caracterizados por un alto nivel de criminalización y penalización. 
 
De ahí que la importancia de la justicia reparativa resida precisamente en la abolición 
de ideologías que giran en torno a la deshumanización del delincuente y a la marginalidad de la 
víctima; que en definitiva, son los principalmente afectados. 
 
Por otro lado cabe resaltar que la justicia reparativa empata fielmente con los principios 
impulsados en el nuevo Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social; motivo por el cual 
debe insertarse dentro de éste. 
 
1.5. Áreas del derecho en las cuales puede ser incorporada 
 
La diversidad de prácticas y programas de justicia reparativa incluyen, entre otros, a los 
Programas de Reconciliación Víctima y Ofensor o VORP (Victim-Offender Reconciliation 
Programs), desarrollados principalmente en Estados Unidos y Canadá, la Mediación Penal 
desarrollada en Europa, las Conferencias del Grupo Familiar de Nueva Zelandia, las 
Conferencias Comunitarias en Australia, los Paneles Juveniles en Inglaterra y Estados Unidos, y 
los Círculos Comunitarios en Canadá. 
 
Algunos de los programas y resultados que, en general, se identifican con la justicia 
reparativa incluyen: 
 
 Mediación entre víctima y delincuente 
 Reuniones de restauración 
 Círculos 
 Asistencia a la víctima 
 Asistencia a ex-delincuentes 
 Restitución  
Servicio a la comunidad 
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La justicia reparativa es altamente recomendable para la justicia juvenil por las 
siguientes razones.  
 
 La ley resulta muy abstracta para los adolescentes, porque ser encausado 
judicialmente puede resultar estigmatizador, recordemos que la reparación tiene 
efectos educativos y resocializadores.  
 
 La reparación ayuda al joven a comprender las consecuencias de sus actos, 
dándole la oportunidad de restituirse el mismo como persona y porque trabajar 
sobre la base de su responsabilidad es clave para su educación como ciudadano, 
no importa tanto la sanción que se le imponga, como la forma de aplicarla, que le 
motive y sea un reto para querer cambiar. 
 
Además abre la posibilidad de terminar el procedimiento penal sin imponer una sanción 
desjudicializando la resolución del conflicto, aparece en los principales textos internacionales en 
materia de Justicia Juvenil con anterioridad incluso a su introducción en nuestro ordenamiento 
jurídico. Así las Reglas de Beijing en su apartado 11.1. En la Convención de los derechos del 
niño, de la Asamblea General de las Naciones Unidas de 20 de Noviembre del 89 artículo 40.3, 
en las Reglas Mínimas de Naciones Unidas sobre medidas no privativas de libertad, (Reglas de 
Tokio) artículo 5, que dice:  
 
Que cuando así proceda y sea compatible con el ordenamiento jurídico, la policía, la 
fiscalía u otros organismos que se ocupen de casos penales deberán estar facultados para 
retirar los cargos contra el delincuente si consideran que la protección de la sociedad, la 
prevención del delito o la promoción del respeto a la ley y los derechos de las víctimas no 
exigen llevar adelante el caso. 
 
Es aceptado que los siguientes tres métodos son sellos de calidad de la justicia 
reparativa. Cada uno requiere que el infractor admita la responsabilidad del delito. Cada uno 
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Mediación de víctima e infractor.-  
 
Este es un proceso que provee una oportunidad a la víctima interesada de reunirse con el 
infractor en un escenario seguro y estructurado, enfrentándose en una discusión del delito con la 
asistencia de un mediador. 
 
Los objetivos de la mediación de víctima y de infractor incluyen: permitir a la víctima 
reunirse con el infractor sobre la base de la propia voluntad, animando al infractor a comprender 
sobre el impacto del crimen y tomar responsabilidad del daño resultante, y proporcionando a la 
víctima y al infractor la oportunidad de desarrollar un plan para tratar el daño.  
 
Hay más de 300 programas de mediación de víctima e infractor en Norte América, y 
más de 500 en Europa. Las investigaciones en tales programas encontraron una más elevada 
satisfacción entre víctimas, una mayor probabilidad de que el infractor cumplirá con la 
obligación de reparación, y menos infractores cometiendo nuevos delitos, comparado con los 
que siguieron un proceso de corte normal.  
 
Conferencia de familia o grupo de comunidad.-  
  
Este proceso junta a la víctima, infractor, familia, amigos y partidarios importantes de 
ambos, para decidir cómo dirigir la consecuencia del crimen.  
 
Los objetivos de la conferencia incluyen: dar a la víctima una oportunidad de estar 
directamente involucrada en responder al delito, aumentado la conciencia del infractor del 
impacto de su conducta y darle una oportunidad de tomar responsabilidad por ello, 
comprometiendo el sistema de apoyo a infractores para hacer enmiendas y formar su conducta 
en el futuro y permitir al infractor y la víctima conectarse con el apoyo clave de la comunidad. 
 
La conferencia fue adaptada de las prácticas tradicionales de Maori en Nueva Zelanda, 
donde es operada fuera del departamento de servicio social, y fue modificada aún más en 
Australia para la policía.  
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En Norte América, Europa y en Sudáfrica, ha sido usada con infractores juveniles (la 
mayor parte de los casos juveniles en Nueva Zelanda son manejados por entrevistas) y con 
infractores adultos.  
 
Las investigaciones en tales programas, demuestran un muy alto grado de satisfacción 
para las víctimas y los infractores en los procesos y resultados.  
  
Tratado de Paz o Círculos de Sentencia.-  
  
Este es un proceso diseñado para desarrollar consenso entre miembros de la comunidad, 
víctimas, defensores de víctimas, infractores, jueces, fiscales, consejo de defensa, policía; sobre 
un plan de sentencia apropiado que satisfaga las inquietudes de todas las partes interesadas. 
 
Las metas de los círculos incluye: promover la curación de todas las partes afectadas, 
dando la oportunidad al infractor de enmendar, dando a las víctimas, infractores, miembros de 
familia y comunidad una voz y una responsabilidad compartida para hallar resoluciones 
constructivas, dirigiendo causas fundamentales de conducta criminal, y construyendo un sentido 
de comunidad alrededor de los valores compartidos de la comunidad.  
 
Los círculos fueron adaptados de ciertas prácticas tradicionales Nativas Americanas y 
están siendo utilizadas en todo Norte América.  
 
Por su versatilidad la justicia reparativa puede incursionar en otros ámbitos del Derecho 
que no sea estrictamente penal como: 
 
 El área laboral; 
 El área de la niñez y adolescencia; 
 El área de violencia intrafamiliar; 
 En el área educativa. 
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Y en general en los ámbitos donde los intereses en conflicto admitan diálogo, 
transacción y reparación, al amparo de una cultura de paz donde las partes sometidas al litigio 
tengan el ánimo de saldar sus obligaciones sin menoscabar los derechos del prójimo, en armonía 




































2. DERECHO DE LAS VÍCTIMAS 
Nuestra Ordenamiento Jurídico Penal, no garantiza que la víctima y su familia puedan, 
después de haber sufrido el suplicio de un proceso penal, obtener una adecuada tutela del 
Estado. Ya sea por el poco interés en rehabilitar a la víctima ya sea por el marcado garantismo 
que nuestra Constitución de la República 2008 y demás leyes que tienden a sobrecargar de 
derechos al imputado; dando cabida para que la víctima de un acto injusto, jamás vuelve a 
retomar su vida. 
 
Causa sorpresa y admiración constatar cómo la víctima, afectada por un acontecimiento 
traumático, antes del proceso penal, durante la tramitación del mismo y una vez concluido, 
queda huérfana de medios que le garanticen su reinserción en la sociedad. El estigma de haber 
sufrido un acto injusto, será la sombra que empañe todas sus relaciones interpersonales, 
limitándole así la posibilidad de tener una buena calidad de vida. 
 
Como sabemos quién germina la semilla del delito es un ser humano, concebido como 
un conjunto armónico que, fusiona la posesión de sus facultades: cognoscitivas, intelectivas y 
volitivas que, le otorgan por regla general, la libre determinación de sus actos, sin perjuicio de 
los estímulos provenientes de su estructura física, de su constitución psíquica y del medio social 
que le rodea y en cual se desarrolla y vive, quien a pesar de tener conciencia y voluntad provoca 
daño con su conducta antisocial a otro ser humano que sufre las consecuencias de una agresión 
aguda o crónica, intencionada o no, física o psicológica.  
 
La tramitación del proceso penal es un camino a cuestas, que se torna inminentemente 
agotador para quien sufrió el acto criminoso, el exponer – por ejemplo – el dolor que le provocó 
el infractor, el suplicio de describir su impotencia, el narrar la vergüenza sentida y tener los 
acosadores recuerdos durante un juicio penal que puede durar meses o años es una dura cruz 
difícil de cargar. 
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Si a ello, le sumamos los exámenes médico – legales, el reconocimiento del lugar de los 
hechos y la toma de versiones, notaremos que el proceso penal desgasta a la víctima y a su 
familia, impidiendo que esta reconstruya su autoestima mancillada. 
 
Claro está que una inadecuada defensa, una mala recepción de indicios y elementos de 
convicción y una carente custodia de la prueba tornaran más tortuoso el rol de la víctima dentro 
del proceso penal. 
 
En nuestro Ordenamiento Jurídico, no se establece de manera clara y puntual cuáles son 
los medios que garantizarán a la víctima su reinserción dentro de la sociedad, es más 
escasamente se establece garantías constitucionales durante la tramitación del proceso penal, 
pero bajo ningún término se capacita a la víctima para enfrentar su mañana. 
 
Todos estos avatares se deben a que la Victimo logia es una ciencia nueva que no 
empezó a consolidarse hasta la década de los años 70, por ello sus límites no están claros, ni su 
concepto, ni sus relaciones con otras ciencias (Neuman, 2001, pág. 43). 
 
Existen tres grupos de autores que sí tratan la problemática del concepto de Victimo 
logia y sus relaciones con la Criminología, negando, en consecuencia la autonomía de dicho 
término: 
 
 Elene considera que la Victimo logia es una rama de la Criminología que se ocupa de la 
víctima directa del crimen, y que comprende el conjunto de conocimientos biológicos, 
sociológicos y criminológicos concernientes a la víctima; 
 
 Holstein la define como parte de la Criminología que estudia a la víctima, no como 
efecto del delito, sino como una de sus causas, a veces principal, que influye en la 
producción del delito; y, 
 
 Ángel afirma que la Criminología actual debe ser entendida como aquella ciencia que 
estudia tanto al delincuente como a la víctima y sus relaciones; igualmente añade que la 
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Victimo logia forma parte de la Criminología, pero advierte que ello es algo 
provisional, y que podría cambiar de criterio, ya que tanto una como la otra están en 
proceso de desarrollo y de auge (Betta, 1974, pág. 36). 
 
De nuestra parte, compartimos ampliamente con Nagual, pues consideramos, que tanto 
el infractor como la víctima, a la larga o a la corta, son víctimas del acto criminoso. El infractor, 
es víctima innegable de la sociedad que le formó y le orilló a delinquir, sea por los motivos que 
fuera
4
 hizo de él un delincuente. De su parte quien sufre el acto criminoso, es víctima del 
infractor, en sí los dos sufren los efectos devastadores del delito. 
 
El surgimiento de la Victimo logia se debe, principalmente, a las razones del olvido 
científico de la víctima: Culota definió la Victimología como la disciplina que tiene por objeto 
el estudio de la víctima de un delito, su personalidad, características biológicas, psicológicas, 
morales y culturales, sus relaciones con el delincuente y el papel que ha desempeñado en la 
génesis del delito; y, por otro lado, al redescubrimiento y nuevo posicionamiento de la víctima 
en las ciencias sociales. 
 
Los orígenes del movimiento victimológico surgen tras la II Guerra Mundial donde se 
empieza a producir la aproximación científica hacia las víctimas; en esas fechas comienzan los 
estudiosos a interesarse desde el punto de vista científico por las víctimas. Entre los pioneros de 
la Victimología se encuentran H. Von Henting y B. Mendelshon (Grosman & Otros, 1992, pág. 
56). 
 
El primero se centró en las causas del delito y destacó la importancia de la relación del 
delincuente con la víctima y configuró el concepto de “pareja criminal” formada por el 
delincuente y la víctima. Su principal obra se titula “The Criminal and the Victim”, donde hace 
la primera clasificación de las víctimas, prestando atención a los menores, mujeres, ancianos, 
deficientes mentales, inmigrantes y a la actitud de la víctima frente al agresor. 
                                                     
4
 El tratadista Juan Jacobo Rousseau, en su teoría contractual manifestaba que: “el niño nace bueno, la 
sociedad lo deprava”. Freud estableció la existencia de delincuentes por sentimientos inconscientes de 
autopunición debido al complejo de culpa resultante de una apetencia edípica no resuelta. Existe una 
fuerza impelente similar, una rara labilidad traducible en una conducta victimal, por lo general no 
consciente, para ser víctima. Hay casos en que cuando esas inclinaciones se transforman en actos 
visibles y concretos vienen a coadyuvar y refuerzan, en distintos grados, la elección de la víctima (como 
si ésta se propusiese) y la actuación del delincuente. 
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Mendelshon, de quien se dice que fue el creador de la palabra Victimología, afirma y 
reafirma que “la victimología debe ocuparse de todo tipo de víctimas” y no sólo de las víctimas 
de los delitos, sino también de víctimas de catástrofes naturales.  
 
Al igual que Von Henting, también se fija en la “pareja criminal”, y realizó una 
clasificación de las víctimas que ha sido tenida en cuenta por muchos autores posteriores: 
víctima real, víctima por ignorancia, víctima provocadora, víctima violenta y víctima agresora 
(simuladora e imaginaria). 
 
Por otro lado, en 1948, Newman creó otra clasificación más moderna: Víctimas 
individuales, Víctimas familiares, Víctimas colectivas y Víctimas sociales. 
 
Otros autores como Ellenberger y Shultz ayudaron a la consolidación de la Victimología 
como ciencia, al igual que los movimientos feministas, las encuestas de victimización y los 
simposios internacionales de victimización (Lagarte, págs. 10 - 19). 
 
Con la confluencia de todos estos factores, la victimología ha alcanzado su madurez 
como disciplina científica, ocupándose fundamentalmente de las indemnizaciones a las 
víctimas, de los programas de ayuda y tratamiento a las mismas, de la intervención de la víctima 
en el hecho criminal, de la protección de las víctimas testigo y de la predisposición de la víctima 
para poder o no evitar el crimen. 
 
No obstante, se debe tener en cuenta que la victimología no pretende enfrentar los 
derechos de la víctima con los derechos del delincuente, sino establecer en sus justos términos el 
papel de las víctimas, reconociéndose los derechos que le corresponde, pero sin confrontarlos 
con los derechos del delincuente, que en todo caso deberán ser respetados. 
 
El Derecho Penal Ecuatoriano, ha enfocado su atención, tradicional y mayoritariamente, 
hacia el sujeto activo de la infracción penal: el delincuente. Tras un lento replanteamiento, que 
literalmente ha costado lágrimas y sangre, nuestro Moderno Derecho Penal se inicia “con la 
neutralización de la víctima” (Cancio Meliá, 2000, pág. 18), fenómeno que no es exclusivo de 
nuestro país, pues como deja de manifiesto Albín Eser, esta revolución, encontró su punto 
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“álgido” durante el debate de reforma penal alemán de los setenta especialmente en las 
discusiones del Proyecto Alternativo Alemán, en donde el principio de “resocialización del 
delincuente” fue dotado de la misma jerarquía que el principio de protección de bienes jurídicos 
como uno de los fines de la pena. 
 
Como consecuencia lógica, su contraparte en el proceso penal, la persona afectada por 
la conducta del delincuente, la víctima, vio mermado su papel y degradada su posición. 
 
Sin embargo, en los últimos treinta años, la Ciencia del Derecho penal ha vuelto su 
mirada hacía la víctima, en un proceso que ha cobrado notoriedad a tal magnitud que no se hace 
sino hablar del “redescubrimiento”, “renacimiento” de la víctima o, en el ámbito procesal, de 
“devolución” del conflicto a la víctima (Claus, 1992, pág. 5 y siguientes). 
 
Pues bien, más que un “redescubrimiento” o “renacimiento” de la víctima, estimamos 
que el actual fenómeno se puede identificar con mayor exactitud con una “desmarginalización” 
de la víctima pues como ha dejado en claro Cancio Meliá: “la atención al comportamiento de 
la víctima se ha venido produciendo hasta cierto punto de modo “encubierto”, o, valga la 
expresión, emboscado en instituciones dogmáticas no configuradas específicamente para el 
problema. 
 
Lo cierto es que nuestro renovado Sistema Procesal Penal, se encuentra incursionando 
en un novedoso proceso de desmarginalización de la víctima, creando medios legales de 




En la mayor parte de los países, cualquiera sea su carácter social y político, hay códigos 
penales que se ven influidos por el actuar del hombre. De otro modo no se pondrían límites 
a su capacidad, a las formas de su obrar y omitir actos; las excusas absolutorias de ese 
obrar; la emoción violenta, la legítima defensa, el laberinto, en fin, entre pena y 
culpabilidad; imputabilidad y su contrario y un largo etcétera. Se trata de calibrar y 
frecuentar las formas que pueden asumir las distintas conductas (Neuman, 2001, pág. 21). 
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Los criminólogos, a su vez, pretenden, no siempre con claridad, establecer las 
condiciones del estudio interdisciplinario a favor de nuevas técnicas y hallazgos científicos, 
concernientes al conocimiento del drama penal, sus actores, factores predisponentes de la 
sociedad post-industrial en sí, sin dejar de lado los datos estadísticos. 
 
Entre penalistas y criminólogos se suelen producir tempestuosas controversias, aunque 
mucho menores en nuestro país que las de hace dos o tres décadas. Mientras ello ocurre, para 
(Neuman, 2001)enriquecer el ámbito de estudio aparece la victimología con su proposición 
sobre la víctima. Intentar observar la esencia de la maraña delictual desde la óptica y perspectiva 
de la víctima, siempre, claro está, en relación con el victimario como una eterna danza y 
contradanza. 
 
En un inicio se definió a la Victimología como: “el estudio científico de las víctimas del 
delito” (Sociedad Internacional de Victimología, 1973). 
 
“Es el estudio científico de las víctimas de un delito o de una conducta antisocial, se 
extiende a todos los que resultan afectados por la conducta delictiva”. 
 
La víctima en el ámbito penal puede ser individual o colectiva y el daño resulta del 
hecho de la violación de bienes jurídicamente protegidos en la normativa penal: en especial la 
salud física y mental, pérdida patrimonial, ultrajes sexuales y a la libertad, dentro de los delitos 
convencionales. Todos los menoscabos, en fin, a que la somete la acción u omisión del 
victimario y que redunda de modo insoslayable en su existencia. A toda esa agresión a los 
derechos fundamentales de cualquier ciudadano habrá que agregar, según la ONU, “…los de su 
familia, dependientes, a quienes sufren al prevenir una victimización y a las víctimas provenientes del 
abuso de poder político” (Congreso de la ONU, 1955.). 
 
El primer tema de estudio que asumió la Victimología fue esa víctima individual y 
luego abarcó la colectiva para investigar qué papel jugaba en el delito. Ello demandó la 
investigación del fenómeno victimal, y todo el cúmulo de interpretaciones lleva a admitir que, 
por un lado, el juzgador no puede dejar a un lado el proceder de la víctima y, por el otro, la 
necesidad de una nueva actitud garantista de protección y ayuda moral y material a la víctima.  
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Y aún quedaría la prevención de su conducta, que es tanto como decir, en el mejor 
sentido, la prevención del delito. 
 
El marco conceptual de la Victimología se ve influido por otro mucho más amplio que 
alude a toda víctima social. Allí ingresa especialmente una aparente minoría la pobreza y la 
marginación social crecen a pasos agigantados al menos en Latinoamérica, circunstancia que 
necesariamente hará en el futuro evolucionar el campo nosológico de esta disciplina.  
 
Además, esta disciplina joven penetra en el campo de los Derechos Humanos, por 
ejemplo, cuando procura ayuda y acompañamiento de la mujer golpeada o el niño maltratado, 
que tienen su origen en formas de absoluta discriminación social y humana consentida en el 
mundo por los más diversos y recalcitrantes motivos determinados y glosados desde ámbitos 
metodológicos positivistas.  
 
De tal modo se ligan a la Victimología de hoy la ratificación de los Derechos Humanos 
para la no humillación de las personas, por un sistema de justicia que tenga en cuenta las 
necesidades de la víctima y las falencias de los compromisos de compensación legalmente 
asumidos en sede penal y civil; la erradicación de los procesos sociales que conducen a la 
victimización; la prevención de esa victimización y de conductas individuales de tipo victimal y, 
en todo momento, dar respuestas sociales válidas a toda víctima. Redes armónicas de 
instituciones e individuos para un mundo mejor que legitime a la democracia. 
 
Dentro del campo penal está implícito, entre muchas otras razones de estudio, el hecho 
cotidiano de que la víctima puede constituirse en el factor desencadenante del crimen o asumir, 




Es el sujeto pasivo del delito, en general, la persona que ha sufrido el daño a consecuencia 
de un hecho delictual. Por tal evento, deben participar en el proceso penal y tiene el 
derecho a ser oídos y protegidos ante cualquier probabilidad de riesgo (Neuman, 2001, 
pág. 21).  




Se puede calificar de víctimas a aquellas personas que individual o colectivamente han 
sufrido daños físicos o psíquicos, pérdida financiera, patrimonial o menoscabo en sus derechos 
fundamentales como persona, todo ello independientemente de que la justicia juzgue o no al 
delincuente o de la relación entre víctima y agresor. 
 
¿Quién es una víctima?  
 
Una víctima es un ser humano sufriente por un suceso traumático accidental o por el 
daño provocado por otro ser humano. 
 
Componente objetivo.-  
 
Una víctima es cualquier persona que haya sufrido directa o indirectamente (en el caso 
de sus familiares cercanos) un hecho traumático producido por un accidente, una catástrofe 
natural o una agresión humana, independientemente de que haya sido declarado formalmente 
como delito por parte de la Justicia. 
 
Componente subjetivo.-  
 
Una víctima es la persona que, en función del suceso traumático, experimenta una 
interferencia negativa en su vida cotidiana (reacciones emocionales graves, incapacidad de 
rehacer su vida, dificultades para establecer proyectos de futuro, etc.). Las víctimas son 
incómodas para la gente porque recuerdan la fragilidad del ser humano y exponen en toda su 
crudeza los límites de la crueldad humana. 
 
¿Qué es un suceso traumático?  
Un suceso que provoca un daño físico o psíquico grave y que está provocado 
intencionadamente por otro ser humano.  
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¿Qué es el trauma?  
 
La respuesta emocional negativa que produce en una persona un suceso de este tipo -
delito- y que interfiere negativamente en la vida cotidiana, en la capacidad de amar y en la 
capacidad de trabajar. 
 
Daño psicológico agudo: lesiones psíquicas. 
Daño psicológico crónico: secuelas emocionales 
 
A nuestro parecer, consideramos prudente que el Estado ecuatoriano a más de 
reconocerles el legítimo derecho de comparecer a juicio y ser oído, la víctima del delito, debe 
ante todo poseer el derecho legítimo de reclamar la reparación del daño sufrido. Satisfacción, 
que a nuestro modo de ver se traduce en su rehabilitación psicológica y de ser el caso física de 
la víctima y en la indemnización del daño sufrido. Pues ante todo el hecho criminoso, se 
imprime con un fuerte menoscabo económico.  
 
Lamentablemente, nuestro Derecho Procesal Penal, ha desatendido a la víctima y se ha 
centrado, básicamente, en la reparación colectiva o social del hecho criminoso, a través de 
mecanismos “reformatorios” para evitar la reproducción de otros crímenes, ubicándose en la 
cúspide la privación de la libertad, so pretexto de rehabilitar o reeducar al condenado. 
 
Sin embargo, cabe destacar que históricamente se suelen distinguir tres etapas bien 
diferenciadas respecto a la posición que ocupó la víctima frente al Derecho Penal:  
 
a) Una primera fase, que se ha denominado edad de oro de la víctima, se corresponde con 
el Derecho romano primitivo, el Derecho germánico y, en parte, el Derecho medieval. 
En épocas remotas, el ius puniendi se configura como un derecho privado de la víctima 
(o de su familia), que es la protagonista absoluta del conflicto penal: fija la sanción y la 
ejecuta sobre los bienes del infractor. El Derecho penal se concibe como una venganza 
privada, en la que no interviene la comunidad, ni para reglamentarla, ni para medir su 
proporcionalidad y adecuación. Pronto se ponen de manifiesto los inconvenientes de 
este sistema. La frecuente desproporción de la reacción de la víctima y las posibles 
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respuestas en cadena generan una mayor violencia y conflictividad social y hacen 
necesaria la intervención de la comunidad, como sujeto mediador en el conflicto, para 
buscar la proporcionalidad entre la ofensa y el castigo. Este es el sentido que tiene la 
primitiva Ley del Talión, reconocida en el Código de Hammurabi, el Código de Manu 
(India), en el Zend-Avesta persa y en la Ley de las XII Tablas, que exige 
proporcionalidad entre la venganza y la ofensa recibida. Se observa, pues, como la 
regulación penal surge, en su origen, con el sentido de proteger a quien inicialmente 
infringió la norma, es decir, al delincuente y no a la víctima, limitando la posibilidad de 
venganza privada. 
 
b) La segunda fase, denominada etapa de neutralización de la víctima, se produce con el 
advenimiento del Estado moderno. El Derecho penal se convierte en Derecho Público y 
el Estado asume el monopolio de legislar y administrar justicia en materia penal. Desde 
este momento, Estado y delincuente se convierten en los principales actores en la escena 
del delito y del procedimiento penal y la víctima queda relegada a un segundo plano. En 
efecto, en el sistema penal moderno:  
 
o El delito se define como un conflicto entre el infractor y la ley: lesión o puesta 
en peligro de bienes jurídicos protegidos por el Estado, porque son 
fundamentales para el desarrollo de la vida social. En este esquema la posición 
de la víctima se reduce a ser sujeto pasivo del delito, esto es, titular del bien 
jurídico protegido por el tipo penal.  
 
o La respuesta al delito es la pena, a la que la dogmática penal atribuye distintas 
funciones y finalidades: retribución simbólica del mal causado por el delito y la 
restauración de la justicia, la prevención general negativa, la prevención 
especial o la prevención general positiva. La idea de reparación real y efectiva 
del daño causado a la víctima no se contempla entre las posibles respuestas 
frente al delito o bien ocupa un papel meramente secundario.  
 
o El proceso penal se concibe como un instrumento para la imposición de la 
sanción estatal, en el que se define claramente el estatuto jurídico del inculpado 
con la finalidad de garantizar sus derechos fundamentales y, en especial, el 
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derecho a la defensa. Por el contrario, la posición de la víctima en el proceso 
queda desdibujada, desempeñando en la mayor parte de los casos una función 
meramente testifical, o bien, en el caso de que manifieste su voluntad de ser 
parte en el proceso, enfrentada al autor como a su adversario.  
 
o Y, por último, todo el sistema se dirige a la reinserción social del penado, sin 
tomar en consideración que, en algunas ocasiones, la víctima también puede 
necesitar ayuda (jurídica, psicológica y socio económica) para su 
resocialización y reinserción social.  
 
c) En el Derecho Penal contemporáneo, el sistema legal se concibe como un mecanismo 
institucionalizado de resolución de conflictos, que nace con el designio de 
salvaguardar la paz social y evitar venganzas privadas. Ello se consigue distanciando al 
infractor de la víctima y sustituyendo su conflicto real con el infractor por un conflicto 
simbólico entre el delincuente y el Estado. Este sistema tiene la indudable ventaja de 
garantizar una aplicación más objetiva y serena de la justicia, pero genera consecuencias 
negativas y perjudiciales para la víctima. Así, como han puesto de relieve los estudios 
de victimología, el sistema jurídico penal trae consigo un nuevo proceso de 
victimización: la victimización secundaria, que se produce en la relación que entabla la 
víctima, tras la comisión del delito (victimización primaria), con las instancias de 
control social (Policía, Jueces, etc.)... 
 
 De lo que se colige, que a pesar de que el Derecho Penal Mundial y particularmente 
Nacional, ha evolucionado considerable en numerosos aspectos, sobre todo con la incorporación 
del Debido Proceso, mucho queda por hacer, en especial en el campo de la Victimología, 
relegado por décadas a un segundo plano. En la actualidad, difícilmente la víctima participa en 
el proceso penal, la regla general radica en su ausencia, muy esporádicamente, ella ingresa al 
proceso penal y cuando lo hace, se entiende que subsidia o contribuye con la labor acusatoria 
del Agente Fiscal, su intervención, entonces es indirecta.   
 
 Por lo que hablar de su rehabilitación, es un ensueño, que bajo ningún punto de vista, 
por los parámetros legales vigentes se puede concretar, por la anteposición del daño colectivo 
frente al daño individual. De allí que hoy por hoy, victimólogos insistan en hablar de la doble 
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victimización,  la primera sufrida por el acaecimiento o perpetuación del delito y la segundo, tal 
vez la más dolorosa, la que debe afrontar la víctima al acudir ante la Administración de Justicia. 
 
 Así, como el delincuente posee derecho de ser rehabilitado y reinsertado dentro del seno 
de la sociedad, la víctima, posee la evidente necesidad de ser aliviada por el daño sufrido, para 
poder vencer el miedo. 
 
2.2. Evolución jurídica 
 
La Victimología no es solamente una ciencia interdisciplinaria en la investigación e 
intervención jurídica, psicológica y social de las personas que han sido víctimas; verlo tan solo 
desde ese punto de vista, estimamos sería dejar aparte el lado humano que la sustenta. 
 
La Victimología trata de curar las lesiones de las víctimas; restituirles la paz y la 
serenidad que nunca debieron haber perdido; reparar el daño moral y la dignidad por las 
humillaciones que recibieron en el alma; compensarles por las pérdidas sufridas en un camino 
que nunca eligieron como propio; y evitarles una futura victimización como consecuencia de la 
apatía de las personas deshumanizadas y de las legislaciones incapaces de proteger lo que 
destruyen.  
 
Es volver a construir a las personas destrozadas por la barbarie en lo que realmente son: 
seres humanos dotados de razón y conciencia. Por todo ello, la victimología, además de ser una 
disciplina realmente científica y eminentemente humanística, representa la oportunidad en 
reencontrarnos con nosotros mismos al tener la oportunidad de ayudar y servir a los demás, de 
verles recuperar la sonrisa y de sentir como se reconfortan con la calidez de un abrazo 
hermano.        
 
Evolución histórica de la Victimología.- 
 
Como bien sabemos, el derecho penal nació para limitar el poder punitivo del Estado, el 
cual era brutalmente ejercido por el monarca y el sacerdocio a lo largo de los siglos. Las fases 
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del desarrollo del derecho punitivo se transformaron debido a la proyección del poder político y 
social sobre la comunidad y a la necesidad de mantener el control sobre la colectividad, sea a 
través de la religión, el imaginario colectivo, la superstición, la represión o la coacción, real o 
imaginaria, que asume como sus blancos perfectos los cuerpos de los penados, los cuales son 
equiparables a la acuarela en blanco para un pintor.  
 
Así las cosas, el derecho penal nace para limitar y para restringir la potestad de castigo, 
cuya aflicción se transforma en arte y en necesidad de estudiar los efectos de la aplicación de las 
penas. De esto se ocupa la penología, la cual encuentra en Michael de Foucault uno de sus 
máximos exponentes.  
 
Dado lo cual, hemos acudido a la aflicción del penado, más hemos dado muy poca, o 
ninguna, importancia a los sufrimientos de la víctima del delito, del doliente, del pasivo o de los 
ofendidos.  
 
Durante décadas, el único protagonista de la “escena criminológica” ha sido el 
criminal, el mal llamado “sujeto activo del delito”, con sus condicionamientos biológicos, 
psicológicos y socioculturales. Su figura, atractiva, misteriosa y amenazante, genera 
sentimientos ambivalentes de rechazo - admiración, y frecuentemente morbo (Echeverría 
Solano, 2003, pág. 68 y 69)  
 
La criminología a lo largo de su historia, estaba centrada en el delincuente, en su 
búsqueda de explicación sobre la etiología del delito. La criminología, ya desde Lombroso, con 
la esperanza de encontrar las claves socio - antropológicas de la criminalidad ha buscado 
determinantes genéticos, psicopatológicos, morfo - biológicos y socioculturales de la conducta 
desviada, centrándose exclusivamente en la figura del infractor de la ley. 
 
“Los delincuentes históricos se han hecho célebres; sus víctimas han sido condenadas al 
anonimato” (Herrero Herrero, 2001, pág. 29). Por el contrario, la víctima del hecho delictivo, no 
inspira más que lástima. Son los débiles en la lucha por la supervivencia que poseen el rol de 
perdedor que no fascina a casi nadie.  
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En este espacio, suele generarse un desplazamiento culpabilizante, una extendida 
tendencia a degradar a las víctimas por parte de los espectadores del fenómeno criminal. 
Incluso, comenta Hamilton (1987) que cuanta menor responsabilidad tiene la persona ofendida 
(valga como ejemplo el de la muchacha apuñalada por la calle), menos simpatía despierta en la 
sociedad, la cual tiende a buscar de cualquier manera alguna razón que justifique el hecho (no 
debería estar en ese lugar a esa hora...). Las actitudes de la gente son aún más negativas hacia 
las víctimas de violación (Kilpatrick, 1992). 
 
A partir de la segunda mitad del siglo XX, hay un cambio paradigmático e importante 
en la criminología como ciencia, la frase célebre de Werfel pronunciada ya en 1920: “No el 
asesino, sino su víctima es culpable”, predecía su cambio. Quizá también se había agotado la 
búsqueda infructuosa de marcadores de la criminalidad en la figura individualizada del 
delincuente había la posibilidad de encontrar en la interacción con la víctima, la explicación de 
la crimino génesis. 
 
La criminología había llegado a su extinción en su búsqueda de explicación del delito en 
el sujeto individual, tanto a nivel biológico, social antropológico y psicológico. El olvido de la 
víctima por parte de la psiquiatría forense también ha sido absoluto (Hamilton, 1987). Pero 
surgen tres pilares básicos para que la criminología cambie de rumbo:  
 
 La criminología había llegado a su extinción en su búsqueda de explicación del delito en 
el sujeto individual, tanto en el ámbito biológico, social antropológico y psicológico.  
 
 Tras la II Guerra Mundial, la teoría sobre el estrés y el aislamiento del Síndrome de 
estrés postraumático, por la Asociación Psiquiátrica Americana. 
 
 Los movimientos victimológicos, asociaciones de mujeres maltratadas y los reclamos de 
indemnización o resarcimiento económico, que abre otro abanico nuevo aparte del 
original que planteaba el estado en el área penal, interesado más por la inimputabilidad 
del delincuente que por sus víctimas; ampliándose de este modo el campo de estudio 
victimológico dentro de la criminología hacia lo que en realidad debe ser su objetivo 
prioritario: la prevención del crimen, la disminución y tratamiento de sus víctimas. 
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Hay una definición integradora a decir de García de Pablos (1999) que la Victimología, 
es una ciencia empírica e interdisciplinaria, que se ocupa del estudio del crimen, de la persona 
del infractor, la víctima y el control social del comportamiento delictivo, y trata de suministrar 
una información válida, contrastada, sobre la génesis, dinámica y variables principales del 
crimen-contemplado este como problema individual y como problema social-, así como sobre 
los programas de prevención eficaz del mismo, las técnicas de intervención positiva en el 
hombre delincuente y los diversos modelos o sistemas de respuesta al delito.  
 
A diferencia de otras definiciones convencionales, es una respuesta integradora de la 
nueva imagen moderna de la Victimología, en plena sintonía con los conocimientos y 
tendencias actuales del saber empírico. Pero pretende respetar, los orígenes de esta disciplina y 
su vasta experiencia acumulada a lo largo de los años.  
 
Pero fundamentalmente amplia el ámbito de actuación de la criminología las 
investigaciones sobre la víctima del delito y el denominado, control social.  
 
De esta forma, hoy puede entenderse a la Victimología, como a la nueva criminología 
y definirla como: “la ciencia empírica e interdisciplinaria que se ocupa del crimen, del delincuente, de 
la víctima, de la política criminal y del control social del comportamiento desviado”  (Zedner, 2002, 
pág. 766).  
 
Pero existe consenso prácticamente general en señalar y homenajear a las figuras de 
Hans Von Hentig y al abogado Benjamin Mendelsohn como pioneros de la Victimología. 
Ambos, en esencia, vienen a señalar que la criminogénesis depende de una compleja relación 
entre víctima y victimario, figuras éstas que no ocupan posiciones antinórmicas sino que 
interaccionan, sus roles respectivos se superponen e incluso llegan a confundirse. En lo que 
Mendelsohn denomina la pareja penal, la víctima (que ya no es considerada como sujeto pasivo 
del delito) puede contribuir (con mayor o menor culpabilidad) a su propia victimización. 
 
Sin embargo, la Victimología, no se va a ocupar tan sólo de la comprensión del 
fenómeno criminal a través de esa superposición dual, sino que pretende un conocimiento lo 
más exacto posible de la criminalidad real; una especial consideración a los fenómenos 
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psíquicos y problemas socio - financieros generados por la victimización y una sensible mejora 
de los sistemas de apoyo y satisfacción.  
 
Recientemente se plantea un problema nuevo de gran importancia procesal: el bloqueo 
del recuerdo en el testigo -recuperable bajo hipnosis-provocado por el estado de ansiedad que 
produce el presenciar un crimen o ser víctima directa del mismo (Vingoe, 1991). 
 
Para la ONU (1985; Resolución 40/34) se ha de entender por víctimas las personas que 
individual o colectivamente hayan, sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, 
sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo substancial de sus derechos 
fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que violen la legislación penal 
vigente en los Estados miembros, incluida la que proscribe el abuso de poder.  
 
En la expresión víctima se incluye además, en su caso, a los familiares o personas a su 
cargo que tengan relación inmediata con la víctima directa y a las personas que hayan sufrido 
daños al intervenir para asistir a la víctima en peligro o para prevenir su victimización. 
 
Señala García Pablos (1988) que:  
 
El microscópico mundo de la pareja penal, origen de la Victimología debe ser superado y 
que el tradicional concepto de víctima muy restrictivo carece de operatividad.  
 
Por otra parte, también existen otras muchas víctimas sociales además de las que el 
delito genera, por lo que el definitivo deslinde entre criminología y victimología se encuentra en 
debate.  
 
La inclusión de todas aquellas en el campo de estudio, obligaría según Neuman (1984) a 
“reconocer el nacimiento de una nueva y autónoma ciencia de las víctimas en general con el acopio y la 
información, multidisciplinar pertinente”. 
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Esta nueva ciencia Victimológica, es en realidad la nueva criminología, que nos obliga 
desde el punto de vista pericial, a la atención de la pareja penal, o pareja victimal. No solo es la 
valoración corporal y psíquica del victimador sino más aun de la víctima y cuyo estudio 
competería a una rama que nos atrevemos a denominar “victimología forense”. 
 
La víctima hoy es un protagonista importante en el contexto de la política penal, 
ganándole espacios al criminal que en épocas no muy lejanas era el protagonista. 
 
Esta (la víctima) ya no es un mero objeto pasivo, neutro, accidental del acontecimiento 
delictivo, por eso es importante hacer una re definición del rol de la víctima en un Estado Social 
de Derecho.  
 
La Victimología no agota su cometido y pretensiones en el diseño de programas 
indemnizatorios de contenido económico y patrimonial, a favor del sujeto pasivo del delito, la 
Victimología está llamada a recuperar ante todo la dimensión ínter personal del crimen como 
conflicto humano devolviendo a la justicia la cara humana y de solidaridad que nunca ha debido 
perder.  
 
Es aquí donde los cuerpos de policía se convierten en un factor muy importante para 
minimizar la victimización secundaria, es decir, cuando la víctima entra en contacto con el 
sistema penal de un Estado, a través de un tratamiento digno y respetuoso no solamente del 
criminal como lo exigen las normas legales, sino con mayor razón a la víctima. 
 
La víctima no solo tiene la carga que le aflige su victimario, sino que, cuando se pone 
en contacto con el sistema jurídico penal, con el aparato regulador del Estado experimenta una 
segunda experiencia víctima que, con cierta frecuencia, resulta incluso más negativa que la 
primera, al incrementar el daño causado por el delito con otros de dimensión sicológica.  
 
En contacto con la administración de justicia o la policía, la víctima experimenta 
muchas veces el sentimiento de estar perdiendo el tiempo o mal gastando su dinero, otros sufren 
el peso de una excesiva burocracia o simplemente son ignorados, incluso en determinados 
delitos pueden ser tomados como provocadores del mismo, o sufrir la incredulidad de algunos 
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funcionarios estatales, es decir, es el propio Estado que victimiza a quien se dirige al mismo 
solicitando justicia y protección, la víctima se siente frustrada frente a una administración de 
justicia lenta, paquidérmica y difusa. 
 
La ponencia pretende entonces presentar a la comunidad nacional, la necesidad de 
proyectar algunos mecanismos, para que una institución del Estado como es la Policía, reduzca 
sus niveles de victimización secundaria y encamine sus esfuerzos a través de procesos de 
formación de sus miembros para mejorar esta situación que afecta notablemente a los 
ciudadanos en uno de los países más violentos del mundo. 
 
Retomando los puntos de vista antes expuestos, debemos tomar en consideración que la 
palabra Victimología fue acuñada en 1949 por el psiquiatra estadounidense Frederick Wertham, 
quien propugnaba por una “ciencia de la Victimología”, que estudiase la sociología de la 
víctima.  
 
Sin embargo, fue Hans Von Henting quien nos proporcionó una interesante obra 
intitulada “The Criminal and his Victim” (1948) la cual es considerada actualmente como el 
texto precursor del desarrollo de estudios en torno a las víctimas. Crítico de la criminología 
orientada al transgresor, Von Henting propuso un enfoque dinámico que cuestionaba la 
concepción de la víctima como actor pasivo, para lo cual se centró, de manera simultánea, en las 
características de la víctima que supuestamente precipitan su victimación y en la relación 
transgresor-víctima.  
 
Posteriormente, Mendelsohn intentó identificar las características personales que 
predisponían a ciertas personas a la victimización. Con base en las explicaciones de la 
causalidad de los accidentes, trató de cuantificar el grado de la contribución culpable de la 
víctima a la perpetración del delito. Posteriormente, los norteamericanos y los criminólogos de 
la corriente crítica fueron quienes impulsaron el estudio de la Victimología, a efectos de brindar 
un enfoque más dinámico a su ciencia, menos positivista y a la vez, más cargado de contenido 
humano, de compasión y de comprensión, sin perder la objetividad y la perspectiva que se debe 
conservar en el estudio de las patologías que interesan a las ciencias de la conducta humana 
criminal. 
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De acuerdo a Lucía Zedner:  
 
Hoy, las víctimas son objeto de un interés sin precedentes, como tema de la investigación 
criminológica y como foco de las políticas relacionadas con la justicia penal… la 
investigación en torno a las víctimas ha dejado sentir su influencia en todos los aspectos 
del pensamiento criminológico, alterando profundamente nuestras representaciones del 
delito al desvelar una inmensa gama de crímenes ocultos, dirigidos muchos de ellos contra 
los miembros más vulnerables de nuestra sociedad…las presiones políticas han 
contribuido a infundir relevancia al perfil de la víctima, lo que se traduce en un 
reconocimiento de sus necesidades y de la importancia que revisten los servicios 
especializados….se han expandido en un grado incalculable aspectos como la 
compensación, la provisión de servicios y la información, permitiendo así que los intereses 
de las víctimas ocupen un lugar destacado en las decisiones capitales del proceso de 
justicia penal… (Zedner, 2002, págs. 767,768). 
 
En este sentido, Lucía Zedner nos advierte que el lado oscuro de las cosas puede indicar 
que “…la víctima puede ser utilizada para justificar la punición y promover los intereses de las víctimas 
por sobre el agresor…” (Zedner, 2002, pág. 768). 
 
La victimología es un vocablo compuesto que, etimológicamente quiere decir tratado de 
las víctimas. Podemos definirla sucintamente como la ciencia que se ocupa del estudio de las 
víctimas y de las causas de su victimización, el Iter Victimae, la trayectoria que la conduce a 
convertirse, de forma activa o pasiva en la parte del proceso penal que resiente las 
consecuencias de la conducta del delincuente o sujeto activo del delito. 
 
Su estudio es sumamente reciente en nuestro país y podemos afirmar que dicha ciencia 
es de vanguardia, pues su tratamiento se reduce solamente al estudio de los textos extranjeros. 
La Victimología no es por sí misma una ciencia independiente: debe su existencia y su 
presencia en el universo de las ciencias penales a la Criminología, ciencia de trascendente 
importancia que se define, según César Herrero Herrero como “…ciencia empírica e 
interdisciplinar que tiene por objeto de análisis la personalidad del autor del comportamiento del delito, 
de la víctima y del control social de las conductas desviadas y criminosas…” (Herrero Herrero, 2001, 
pág. 31). 
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Como ciencia, cuenta con un método propio. Pues está orientada, al examen o estudio 
de las leyes explicativas de los fenómenos naturales y las relaciones existentes entre las distintas 
variables que de dichos fenómenos se derivan, con el fin inmediato de resolver situaciones 
problemáticas concretas de la vida real.  
 
El tratamiento de la conducta crimino - victimal es competencia de profesionales dada 
la delicadeza del entramado del sistema nervioso, del necesario conocimiento clínico del 
surgimiento de las patologías de la mente y del espíritu.  
 
Reviste una singular complejidad porque conjuga psicología, psiquiatría, parámetros 
de medición clínicos y una capacidad de observación e intuición que solamente el profesional 
forjado como tal puede desarrollar al momento de encontrarse en lo que Federico Echeverría 
Solano denomina los escenarios de investigación (criminología de campo) y sus respectivos 
niveles de interpretación, que implica niveles de interpretación conductual, personal y general 
(Ordaz Hernandez, 2005, págs. 127 - 137).  
 
Influencia de la Victimología como ciencia.- 
 
Generalmente sólo hablamos de los delitos y de quienes los cometen y de cómo pueden 
o deberían ser sancionados; pero poco o nada hemos avanzado en entender a cabalidad quién es 
la víctima, que consecuencias o traumas sufre. 
 
Cómo debíamos apoyarlo, atenderlo, o cómo debíamos reponer el daño sufrido, cómo 
debíamos tratarlo en los organismos de administración de justicia (Policía Nacional, Policía 
Judicial, Fiscalía, Defensoría Pública, Función Judicial y otros). 
 
La persona que ha sufrido y ha sido víctima de un delito, enfrenta un trauma de dolor y 
sufrimiento, pues generalmente el delito siempre implica violencia y maltrato, que puede 
provocar daños colaterales en aspectos físicos, psicológicos y comportamiento psicosocial que 
afecta a su entorno debido al quebrantamiento de las reglas y normas establecidas por las 
leyes.  Además del sufrimiento y la violencia, la víctima luego de ese momento, tendrá que 
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convivir, en algunos casos de modo muy cruel, con los daños colaterales de ese anónimo 
“quiebre de reglas”.   
 
También las familias, o grupos sociales que sufren o son víctimas de un delito, 
generalmente enfrentan traumas que se expresan particularmente, en la pérdida de confianza en 
el sistema de administración de justicia y ven cómo sus reglas de convivencia social son 
alteradas y trastocadas, viviendo con una constante sensación de inseguridad y riesgo que afecta 
al normal desarrollo de las relaciones sociales y crecimiento psicosocial de sus habitantes, que 
ven cómo se pierden las reglas de ética, valores morales y reglas jurídicas.  Existe inseguridad 
ciudadana y se violan los derechos de la propiedad privada, de las garantías individuales - 
sociales y de la convivencia pacífica. 
 
Cuando una víctima acude a los órganos de justicia – Policía Nacional, Policía Judicial, 
Ministerio Público, Poder Judicial y otros –, a efectos de sentar denuncia pese al dolor y daño 
sufrido, con una valiosa actitud de colaboración al esclarecimiento del delito y coadyuvar con 
las investigaciones; generalmente no recibe un trato y atención adecuada, no recibe una 
asistencia inmediata, no es informada debidamente sobre el proceso y pasos a seguir, no recibe 
un trato respetuoso y mucho menos equitativo, no cuenta con información efectiva sobre sus 
derechos y es maltratada por el sistema legal, produciéndose lo que doctrina de Victimología 
denomina “segunda victimización” (Gibbons C., 1969, pág. 45); experiencia que en muchos casos 
resulta incluso más perjudicial y traumante que el propio hecho delictivo, y termina provocando 
actitudes personales y colectivas de desconfianza y rechazo al sistema de justicia y sus 
operadores. 
  
La víctima nada puede decir con relación a su propio conflicto, ni siquiera en el modo 
que prefiere ser atendida, ser reparada en relación con su daño.   
 
El sistema de justicia y los operadores están muy preocupados y ocupados en la 
vigencia plena del estado de derecho y el de ejercer la justicia a favor de la sociedad; pero nadie 
pregunta nada respecto al dolor y trauma de la víctima, nadie se preocupa de ella; y, en muchos 
casos, para los operadores como la Policía Judicial y la Fiscalía, les resulta un “verdadero 
estorbo”, pues su pobreza de recursos presupuestarios es de tal magnitud, que ni por asomo 
pueden contar con recursos humanos especializados en atención a la víctima y mucho menos 
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contar con unidades, logística y ambientes adecuados para atenderlos; es así que no saben cómo 
enfrentar situaciones de crisis psicológica y física de las víctimas, y mucho menos poder brindar 
albergue, alimentación, cuidado, etc., a menores familiares y/o víctimas menores, adolescentes, 
indigentes, etc.  
 
Esta situación es patéticamente grave en nuestro país, cuando se advierte que gran parte 
de quienes cometen delitos – sobre todo los denominados “comunes” – son en su mayoría 
ciudadanos pobres; y, donde la mayoría de las víctimas, son también de estratos sociales de 
escasos recursos.  Esta situación pone en serios aprietos a los operadores de justicia que reciben 
en primera instancia denuncias de delitos y deben realizar verdaderos “malabarismos” para 
atender las necesidades “colaterales” de las víctimas. 
   
Es preciso tener en cuenta que gran parte de los delitos que se cometen (como el 
maltrato infantil, violencia familiar, abuso sexual, aborto, asesinatos y tantos otros), llevan en el 
fondo el estigma de un problema que requiere una atención compleja, integral y de mayor 
compromiso con la sociedad; que meramente perseguir y sancionar a los delincuentes.  La 
víctima debe y merece volver a ser la protagonista principal de las políticas y preocupaciones 
fundamentales del Fiscal. 
 
La inclusión de la Victimología como ciencia en nuestro quehacer jurídico es reciente, 
en general podemos asegurar que la reforma universal del Derecho Procesal Penal gestada a 
nivel mundial, desde hace algunas décadas, tuvo que esperar mucho tiempo antes de germinar 
en el Ecuador, sobre todo porque el Sistema Penal Inquisitivo, muy arraigado, tenía a su favor 
una fuerte cimiento costumbrista. 
 
Por lo que es tan solo a partir del 26 de septiembre del 2002, cuando el Ministerio 
Público -hoy Fiscalía General del Estado- decide liderar este proceso mediante la incorporación 
del Reglamento del programa de protección y asistencia a víctimas y testigos, en atención a las 
garantías y derechos tipificados en la Constitución Política de 1998 y robustecidos en la 
Constitución de la República 2008. 
 
Posteriormente desde el año 2003, mediante la Dirección Nacional de Policía Penal se 
comienza a establecer las directrices operativas del programa de protección y asistencia a 
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víctimas y testigos, que finalmente se cristaliza en la Jefatura de protección y asistencia a 
víctimas y testigos. 
 





Entre las características de la Victimología podemos anotar las siguientes: 
 
 Es una ciencia nueva, sobre todo si la comparamos con otras ramas de las 
Ciencias del Derecho, notaremos que la víctima, científicamente, es abordada a 
partir de la II Guerra Mundial, y en particular como respuesta de los judíos versus 
el holocausto hitleriano/germano, ayudados por la reparación positiva del pueblo 
alemán, a partir de 1945. El año 1973 se celebró en Jerusalén el Primer Simposio 
Internacional sobre Victimología, y allí encontraron eco los pocos trabajos que 
con anterioridad se habían publicado acerca de las víctimas de los delitos. Puede 
decirse que cuando oficialmente nace la Victimología, en el ámbito científico y 
mundial, fue en el año 1979, en el Tercer Simposio Internacional de 
Victimología, celebrado en Münster (Alemania), en el cual se funda la Sociedad 
Mundial de Victimología. 
 
 Entre los trabajos pioneros de la Victimología, destaca el de Hans Von Hentig, 
del año 1948. Según él, conviene tener en cuenta tres nociones fundamentales: 
Primera, la posibilidad de que una misma persona puede ser delincuente o 
criminal según las circunstancias, de manera que comience por el rol del criminal 
y siga con el de víctima, o al contrario. También cabe la posibilidad de ser al 
mismo tiempo delincuente y víctima. Esta figura dual se da con frecuencia 
actualmente en los jóvenes drogadictos que, para conseguir el dinero que 
necesitan para comprar droga, se ven compelidos a cometer delitos contra la 
propiedad. La segunda noción es la víctima latente que incluye a aquellas 
mujeres y aquellos hombres que tienen una predisposición a llegar a ser víctimas, 
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es decir, una cierta atracción hacia el criminal. Concretamente, escribe Von 
Hentig:  
 
El individuo débil, tanto entre los animales como entre las personas, es aquél que 
verosímilmente será víctima de un ataque. Algunos, como los niños, los ancianos, son 
débiles físicamente; otros, como las mujeres, pertenecen al sexo débil, otros son débiles de 
espíritu.  
La tercera noción básica se refiere a la relación de la víctima con el delincuente, 
relación que puede provocar una inversión de los roles de protagonismo. La 
víctima puede ser el sujeto, más o menos desencadenante del delito. 
 
 Es una ciencia interdisciplinaria, en ella convergen todas las ciencias del 
Derecho. Debido a que la víctima tiene su papel en todos los ámbitos del Derecho 
Penal desde la Parte General hasta la Parte Especial del Derecho material, 
pasando por la aplicación de las sanciones jurídico-penales en el proceso penal 
hasta la ejecución práctica de normas relativas a imputados y condenados. Es 
sintomático del predominio de cuestiones de procedimiento en el Derecho Penal. 
 
 Mendelshon entrevió a la victimología como una ciencia autónoma y bregó para 
que así se la considere. Sin embargo varios autores que se ocupan de esta 
disciplina, explican que se trata de una rama integrativa o auxiliar de la 
criminología, y encuentran que la postura del citado autor parece excesiva. 
 
 La Victimología es hija de la Criminología mucho más que del Derecho Penal. 
De esta afirmación se deducen consecuencias muy clarificadoras, ya que la 
ciencia y la praxis jurídico-penal difiere notablemente de la ciencia praxis 
criminológica. Difieren en los principios básicos, en los planteamientos de los 
problemas, y en la exagerada (aunque necesaria) división del trabajo científico 
para evitar la superficialidad. Basta recordar en Münster, el año 1979, la Sociedad 
Mundial de Victimología sus miembros fundadores discutieron si debían formar 
una sección dentro de la Sociedad Internacional de Criminología o constituir una 
Sociedad autónoma independiente. A nadie se le pasó por la cabeza la posibilidad 
de integrarse dentro de la Asociación Internacional de Derecho Penal. Otra 
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prueba de que la Victimología nació más cerca de la Criminología que del 
Derecho Penal nos la brinda el hecho de que la reparación, tal y como se concibe 
y practica en Derecho Penal, tiene mucho de castigo (cercano a la multa) para 
reprender y sancionar al delincuente; por eso, se dice “el que lo ha hecho que lo 
pague” (Beristan, 1994, pág. 240). En cambio, los victimólogos conciben la 




El proceso penal a lo largo de la historia ha experimentado profundas transformaciones. 
Pero siempre ha sido una pieza clave para la realización de la justicia, y para el conocimiento y 
progreso de la Victimología, como comenta Enrique Ruiz Vadillo, al pedir como “tarea del 
Derecho tratar desigualmente a los desiguales, para obtener una cierta igualdad”. 
 
En un principio el proceso se reducía a la mínima expresión; prácticamente no existía: el 
ofendido o su clan se tomaba la justicia (mejor dicho, la venganza) por su mano, lo más 
inmediata posible e ilimitada. Se consideraba que el proceso no hacía falta, pues no había nada 
que encausar o enjuiciar. Sobraba cualquier reflexión. Desde el punto de vista de la cultura 
primitiva aparecía como la cumbre de la inexorable justicia humana y divina, según 
Malinowski, M. Eliade. 
 
Con el paso del tiempo los hombres lamentan el abuso de la venganza sin ponderación 
racional previa, y deciden que conviene reflexionar sobre cómo y cuánto se responde a cada 
delito, que conviene equilibrar el “ojo por ojo y diente por diente”. Entonces empieza a surgir 
un proceso penal elemental: se reduce a programar racionalmente un combate inteligente, no 
meramente instintivo, contra el victimario, para causarle un daño parecido al daño que él causó 
al sujeto pasivo del delito. Noxae vindicta, escribió Ulpiano, venganza correspondiente al daño 
del crimen. 
 
En esa situación inicial (que puede perdurar muchos años y que puede rebrotar muchas 
veces), el proceso aparece como una relación de contrarios, de adversarios, para que los 
perjudicados venzan y sometan al delincuente, al enemigo, a través de un procedimiento 
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“debido”, según las normas legales que va estableciendo el poder. Se promueve y fomenta el 
talante competitivo entre las partes. Se denuncia al delincuente y el daño causado: la lesión del 
bien jurídico de la comunidad; se establece la cuantía de la deuda, de la lesión, que el 
delincuente ha producido al Estado y a la sociedad en general. El proceso está llevado 
exclusivamente por profesionales gubernamentales que “combaten” en nombre y en delegación 
de los ciudadanos; éstos ni pueden, ni deben, intervenir directamente.  
 
Actualmente este proceso tradicional está siendo fuertemente criticado por los 
partidarios de las ciencias victimológicas. Se propugna que el proceso penal de hoy vaya 
adquiriendo ciertos rasgos nuevos e innovadores, de acuerdo con las coordenadas 
victimológicas. Estas introducen cuñas radicales que convierten, o desean convertir, el proceso 
en un diálogo y una negociación normativa (pero, con apertura a la casuística), en unas “buenas 
relaciones” que no buscan combatir, ni vencer, ni causar daños, sino restaurar las lesiones del 
bien jurídico social; no es una confrontación del Estado frente al delincuente sino, ante todo, un 
encuentro del victimario con sus víctimas (y sólo en tercer y último lugar con la sociedad o la 
autoridad estatal); pretende responsabilizar, no castigar, al delincuente; se denuncia los daños 
causados, en el contexto moral, social, económico de las víctimas y del victimario; se deja la 
puerta abierta a un perdón controlado. 
 
Mirando al futuro, deseamos que el proceso penal pierda definitivamente su carácter 
vindicativo contra el delincuente y que adquiera un baño de justicia igualitaria, dialogal, 
regulada por el poder, cercana, del victimario con sus víctimas directas e indirectas, tendente a 
reparar a éstas y a repersonalizar a aquél, bajo el control o con la ayuda de una persona y/ o 
institución mediadora, próxima, a las dos partes. Mediante el proceso penal se intenta que el 
victimario repare a las personas concretas y difusas perjudicadas por su comportamiento lesivo.  
 
Dentro de las transformaciones procedimentales a lo largo de la historia, el factor 
victimológico —en germen o desarrollado— ha sido especialmente dinámico e influyente en el 
proceso penal. 
 
En sí la connotación jurídica de la victimología, reside en el progreso del proceso penal, 
es si se quiere el motor que mueve y genera cambios radicales. 
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La victimología ha conducido al tradicional proceso penal, hacia una equidad prudente 
de derechos y garantías constitucionales y legales, del judiciable y de la víctima.  
 
En nuestro Ecuador, donde tuvimos la oportunidad de observar la operatividad del 
Sistema Inquisitivo, en el cual el infractor era conducido a ultranza a una segura sanción, por la 
malsana persecución criminal, liderada por el juez penal, frente al Sistema Acusatorio, 
altamente garantista del Debido Proceso, pero parcializado hacia el infractor, y marginatorio de 
la víctima, es necesaria la incorporación la Victimología como punto de equilibrio.     
 
La Victimología es parte del Debido Proceso.- 
 
Por primera ocasión en nuestra historia constitucional, aparece una referencia directa a 
la víctima, en nuestra Carta Magna, donde se expresa que el Fiscal velará por la protección de 
las víctimas, testigos u otros participantes en el juicio penal, aparece entonces la necesidad de 
precisar el concepto de víctima y desarrolla en la legislación normas secundarias que permitan 
la aplicación del precepto constitucional para que no quede como otras disposiciones, como un 
importante postulado que no se aplica. 
 
De esta manera se deja atrás al Derecho Penal Clásico, al cual, solo interesa el infractor, 
en el Positivismo Criminológico, ya que la víctima es un simple objeto pasivo, estático que en 
nada aporta en la explicación de la etiología del delito. 
 
Más con la incorporación del Debido Proceso al Sistema Penal, la justicia penal actual 
dirige todos sus acciones hacia el binomio víctima - delincuente. 
 
Recordemos que el Debido Proceso Penal, se encuentra tipificado en la Constitución, 
entre los derechos que el Estado otorga a toda persona para acceder con suma confianza a la 
justicia, sin temor de que esta se degenere. Adicionalmente, el mismo cuerpo legal, enuncia las 
garantías básicas que han de observarse para asegurar la correcta tramitación del proceso penal.  
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Es importante destacar que las normas contenidas en la Constitución son la piedra 
angular que protege el respeto a la dignidad del ser humano, tanto del victimario, cuanto de la 
víctima.  
 
Cabe hacer hincapié que con el respeto y tolerancia en el cumplimiento de las normas 
del debido proceso, se dará trato homogéneo a iguales lo que equivale a justicia sin 
discriminación de ninguna índole, sea cual fuere su posición: víctima - victimario.  
 
Por lo que debemos estar vigilantes en involucrarnos para que se dé la vigencia en su 
totalidad del debido proceso. En donde las normas del debido proceso sea un escudo protector 
del débil frente a los atropellados y abusos desenfrenados por parte de la administración de 
justicia. 
 
El respeto, la vigencia y la praxis de las normas del debido proceso y el cumplimiento 
de las garantías constitucionales son los elementos esenciales imprescindibles de un Estado 
tutelar cuya directriz es la democracia y el respeto de los Derechos Humanos, de todos. 
 
El debido proceso es eminentemente constitucional pues determina las directrices y el 
camino correcto por donde debe encausarse de manera legal todo proceso penal, garantizando a 
las partes procesales el uso y goce de sus derechos connaturales. 
 
Se considera que las normas del debido proceso son las garantías constitucionales que 
protegen los derechos del individuo, en lo referente al proceso. También podría decir que son 
garantías constitucionales protectoras de los débiles frente al abuso desmedido de los fuertes. 
Las normas del debido proceso son los principios rectores, ya que se constituyen la columna 
vertebral de un sistema. “Toda persona que propone un proceso lo hace con el propósito de que se 
aplique una norma de derecho, o que se aplique una consecuencia que se encuentre propuesta en una 
norma jurídica” (Sánchez Zuraty, 2003, pág. 35). 
 
Cabe subrayar que nuestro engranaje jurídico, bien intencionado, mírese por donde se le 
mire, no ha terminado de cuajar, peor aún de calar hondo en las Instituciones Estatales que 
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lideran la administración de justicia nacional, lastimosamente, podemos asegurar que la praxis 
del Debido Proceso, es solo un ensueño. 
  
De su lado, la política criminal en su intención de prevenir el fenómeno delictivo, actúa 
solo sobre el potencial infractor dejando de lado simbiosis interactiva entre autor y víctima, 
soslayando entonces el diseño de programas y policías encaminadas a proteger a personas 
individuales y colectivos con grave riesgo e inclusive propensión a convertirse en Víctimas del 
Delito. 
 
Idéntico comentario podría hacerse respecto de la Criminología tradicional que ha 
teorizado básicamente sobre criminalidad y criminalización es decir teorías sobre el delito, la 
delincuencia, el delincuente y actualmente sobre la reacción social frente a estos fenómenos, 
justo es reconocer que la Criminología Moderna si ha hecho eco de la víctima. 
 
Felizmente y aunque en nuestras latitudes no ha sido siquiera motivo de estudio en el 
ámbito académico, en otros países aparece ya a partir de la Segunda Conflagración Mundial 
auto afirmándose esta novísima ciencia la Victimología. Es entonces cuando la figura de la 
víctima adquiere un protagonismo creciente, es así como el sistema legal, el Derecho Penal en 
particular, la Criminología, la Política Criminal, la Psicología Social dedican sus mejores 
esfuerzos científicos por la víctima, investigadores recientes suministran importante 
información sobre la víctima no solamente en tanto sujeto pasivo del delito sino sobre todo en 
una dimensión diferente a la concepción tradicional, es decir el sujeto y su propensión a 
convertirse en víctima, los daños que sufre la víctima y medidas para su reparación, programas 
de prevención, influencias sociales en el proceso de victimización, comportamiento de la 
víctima - denunciante como agente de control social penal, terapia para víctimas, etc.  
 
Cabe resaltar principalmente la atención que se vuelca en cuanto a la formulación de 
programa de asistencia y de compensación de víctimas en especial de aquellos delitos que 
causan mayor alarma y reacción social como las víctimas de tortura, hoy es frecuente y debería 
serlo en nuestro país la aplicación de técnicas estadísticas como encuestas sobre victimización 
que analizan a la víctima como su centro de estudio e informan de la realidad criminal 
permitiendo, entre otras cosas descubrir la cifra negra, de la delincuencia y contribuyendo a la 
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planeación de una auténtica política criminal ausente todavía de nuestra realidad y justicia 
penal. 
 
De otro lados nos dicen los datos empíricos- que es necesario controlar o neutralizar a la 
víctima desconcertada e insegura por la ineficacia del sistema judicial para que al delito no se 
responda con otro delito (víctima-justiciera) o no se socialice o mediatice el interés de la víctima 
por parte de grupos que en situaciones victimogenas análogas pretendan capitalizar la 
ineficiencia del Estado desencadenando reacciones indicativas que lo único que hacen es 
aumentar la inseguridad social. 
 
La Victimología y el Derecho de Defensa.- 
 
El derecho a la defensa puede manifestarse de diversas maneras. Una de ellas dice 
relación con la facultad inalienable de cada persona a impetrar, sin claudicaciones, el 
reconocimiento efectivo de los derechos que el Ordenamiento Jurídico le reconoce, 
mediante actuaciones, las que el interesado puede ejecutar por sí mismo. Así ocurre, 
por ejemplo, con la presentación de una denuncia por la comisión de un delito; con la 
presentación de una solicitud en el ámbito administrativo, para el reconocimiento de 
derechos provisionales; con el reclamo directo que presenta el trabajador despedido 
ante la autoridad respectiva; o bien, la petición para que se le designe un abogado a 
fin de que asuma su patrocinio y representación. (Ferrajoli, 1990 , pág. 34) 
 
En todos estos casos es la víctima quien debe desarrollar la actividad necesaria a fin de 
promover el cumplimiento de las garantías que el sistema le reconoce (Neuman, 2001, pág. 43). 
 
El derecho a la defensa que de manera directa puede intentar la víctima, se encuentra 
íntimamente vinculado con los derechos de la defensa del sospechoso del acto criminoso.  
 
De allí que debemos tener presente que no solo el sospechoso tiene derecho a una 
defensa bien encaminada, la víctima de un acto injusto también cuenta dentro de su haber con 
este importantísimo derecho constitucional. 
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No es lo mismo el derecho a la defensa que los derechos de la defensa. Uno y otro se 
encuentran íntimamente vinculados, puesto que nada se sacaría en limpio en favor de un 
auténtico proceso legal, que hubiese un amplio y fácil acceso para que el afectado pudiese 
contratar a un abogado si éste, en último término, careciera de las herramientas necesarias para 
hacer efectivo los derechos de su cliente. Es ésta una segunda manifestación del derecho de 
defensa que se vincula de manera directa con la labor que desempeñan los abogados.  
 
La tarea del abogado se manifiesta fundamentalmente abogando, esto es defendiendo al 
representado, desde distintos puntos de vista, ya sea ante el juez o la administración o bien, 
negociando o aconsejando.  
 
Cabe resaltar la elevada función, única que tiene rango constitucional en nuestro país, 
que lleva a cabo el abogado quien, además de lo que hemos dicho, es un verdadero depositario 
para ejercer la tutela de los derechos de sus connacionales, un intérprete sabio de la ley que, más 
que el equilibrio formal, busca la justicia.  
 
En una palabra, un auténtico defensor del Estado de Derecho en sus múltiples facetas. 
Para llevar a cabo tan alto cometido se hace indispensable, en primer término, la existencia de 
una justicia independiente.  
 
El derecho de la defensa sólo cabe cuando existen tribunales independientes e 
imparciales donde es posible lograr la protección efectiva del sospechoso; donde se respeta el 
principio de igualdad, de manera que los medios y herramientas de que se vale acusación y 
defensa sean equivalentes; donde cualquier ciudadano tenga libremente la posibilidad de elegir a 
un abogado; donde todo acusado por un supuesto delito sea presumido inocente, hasta que no se 
demuestre su efectiva culpabilidad a través de un procedimiento público, y en el cual haya 
contado con todas las garantías necesarias para su defensa.  
 
Donde la carga de la prueba pese sobre la acusación y no sea invertida; donde la culpa 
personal deba probarse en cada situación y no sea presumida; donde no haya responsables 
colectivos, sino personales, donde las leyes no puedan violar principios esenciales, como la 
irretroactividad de la ley penal, legalidad, y el derecho de defensa; donde la víctima cuente con 
medios que le permitan reclamar de manera efectiva y oportuna en contra de los actos abusivos 
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de la autoridad, disponiendo de recursos directos ante los tribunales; donde ningún acusado 
puede ser obligado a declararse culpable; donde la detención provisional antes del juicio, esa 
decretada sólo excepcionalmente; donde ninguna víctima ni ningún testigo pueda ser objeto de 
coacciones físicas o psicológicas; y cuando los elementos de prueba obtenidos por medios 
irregulares no puedan ser utilizados en contra del acusado, para sólo nombrar los más 
importantes.  
 
Por lo que debemos hacer hincapié en el hecho cierto que tanto víctima como victimario 
son seres humanos y como tales se encuentran rodeados de un cúmulo de derechos y garantías 
constitucionales y legales que les permiten acercarse ante la Administración de Justicia a clamar 
justicia. Razón por la cual, tanto el uno como el otro deben hacer uso de su legítimo derecho de 
defensa, mismo que debe ser tutelado y protegido a ultranza por nuestro Estado Constitucional 




La división del proceso penal parece obligada si se consideran los derechos de los 
sujetos pasivos del crimen y de las otras víctimas desde la perspectiva de la moderna ciencia 
victimológica. En concreto, a la víctima (incluyendo en esta palabra también los sujetos 
pasivos) del delito debe reconocérsele derecho a intervenir cuando se determine la respuesta 
concreta al delito objeto del juicio. 
 
Nuestra cuestión merece ser estudiada a la luz de la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder.  
 
La Asamblea General de las Naciones Unidas, en su Resolución 40/34, de 29 de 
noviembre de 1985, adoptó y aprobó esa Declaración que había recomendado el Séptimo 
Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, 
celebrado en Milán del 26 de agosto al 6 de septiembre del mismo año. Esta Declaración 
significa un paso de gigante en favor de las víctimas, a pesar de sus limitaciones e incluso de su 
orientación general menos acorde de lo deseable con la doctrina actual. Es de lamentar el tono 
dominante de esta Declaración, casi exclusivamente asistencial respecto a la víctima. Sólo en 
cierto sentido le reconoce su papel de sujeto activo. 
 65   
 
La casi totalidad de las Disposiciones de la Declaración formulan postulaciones 
meramente pasivas: que las víctimas sean tratadas con compasión y respeto, que se les repare 
del daño sufrido, que se les preste asistencia apropiada, que se minimicen las molestias causadas 
a ellas, que se garantice su seguridad, que se les conceda indemnizaciones, que sean resarcidas 
equitativamente (devolución de sus bienes, etc.), que se les preste asistencia material, médica, 
psicológica y social, que el personal de policía, etc., sea receptivo a sus necesidades, que se les 
garantice su ayuda, atención a los daños que han sufrido, que se les proporcione remedios como 
asistencia y apoyo social, médico, etc. (Naciones Unidas, 1988).  
 
Los comentaristas de esta Declaración generalmente se dejan llevar por este talante 
principal y casi exclusivo de pasividad; y no piden con suficiente claridad que se considere a las 
víctimas como sujetos activos, sobre todo (pero no únicamente) en el proceso penal. 
 
Aquí y ahora nos interesan las importantes (aunque escasas) disposiciones de la 
Declaración que reconocen la misión activa de las víctimas. En concreto, cuando habla del 
derecho al acceso a los mecanismos de la justicia, de adecuación de los procedimientos 
judiciales y administrativos a las necesidades de las víctimas, de informarles de su papel en la 
marcha de las actuaciones, de facilitar la conciliación. 
 
Parece oportuno reflexionar sobre estas frases que leídas objetivamente, pueden 
permitirnos o exigirnos llegar más adelante que lo que quiso decir el legislador, quizás fueron 
formuladas pensando sólo en la asistencia a las víctimas como mero sujeto pasivo, pero pueden 
admitir preferentemente una segunda lectura alternativa desde una perspectiva científica más 
moderna de las víctimas como sujeto activo que nos permita exigir, como uno de sus derechos, 
el derecho a intervenir eficazmente en el proceso penal, directa y positivamente. 
 
Paralelamente a la doctrina internacional, en Ecuador se están reconociendo cada día 
más los derechos de la víctima, aunque todavía menos de lo deseado y lo justo. Uno de los 
derechos de la víctima, como hemos indicado, es el derecho a intervenir mucho más 
activamente en el proceso. 
 
Esto puede explicar por qué la Victimología encuentra tan poca acogida entre la policía, 
la judicatura y las instituciones penitenciarias. 
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2.5. Crítica al monopolio estatal 
 
Al referirnos a las víctimas en general, abordamos un tema tan antiguo como la 
humanidad.  
 
En los albores de la civilización humana, como expone el profesor Drapkin, la víctima 
del delito fue siempre el protagonista máximo del drama penal. Las leyes taliónicas y la 
compensación, sea mediante dinero u otra clase de bienes, fueron mecanismos mediante los 
cuales el hombre fue progresando lentamente desde el sistema de venganza privada al de la 
justicia pública. En esta forma primigenia de justicia privada, todo daño era personal y no 
afectaba a la comunidad. Las reacciones frente a toda injuria quedaban sujetas a la discreción 
del ofendido o de sus parientes. 
 
La venganza privada no fue concebida como institución legal, simplemente existía en la 
naturaleza o condición humana. Más adelante se planteó la cuestión de limitar el libre ejercicio 
del derecho a la venganza para evitar sus excesos. Es así como se produjo la primera 
intervención de los primitivos legisladores para defender a los delincuentes, surgiendo las leyes 
del talión, adoptadas por todas las legislaciones del mundo antiguo. 
 
La segunda medida incorporada para reducir los perniciosos efectos de la venganza 
privada absoluta fue la compensación o composición; así, las Doce Tablas romanas mantienen 
el principio taliónico, pero agregan a no ser que la víctima lo determine de otra manera de 
acuerdo con el malhechor. 
 
Más adelante se impuso la compensación obligatoria como una nueva y mayor 
limitación al derecho de la víctima, al tiempo que ésta comienza a ser un participante 
responsable en el proceso judicial. Progresivamente, a medida que el Estado fue haciéndose 
cargo de la administración de justicia, el delincuente pasó a ocupar el papel principal relegando 
a la víctima a un rol subalterno hasta llegar casi a ser totalmente olvidada; a ello contribuye la 
concepción del Derecho Penal como derecho público, heredada del derecho romano y que 
destaca con excesiva unilateralidad el ataque contra la república, considerando que el crimen 
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atenta contra el Estado y olvidando algo elemental como es que el delito atenta directa y 
primeramente a las personas individuales y a los grupos sociales.  
 
Paralelamente a este fenómeno se puede observar una creciente preocupación por la 
protección de los derechos de los delincuentes. 
 
En la moderna victimología no faltan posturas extremas que defienden la institución de 
la mediación, compensación o conciliación entre las partes, la privatización del derecho penal 
ante el fracaso de las instituciones estatales en la defensa de las víctimas del delito, restando 
importancia al cumplimiento de la norma jurídico-penal, o bien, en sentido opuesto, que buscan 
una ampliación del control social penal, concediendo extraordinaria importancia a la necesidad 
de la pena, a la vigencia de las normas y al reforzamiento de los mandatos o prohibiciones que 
contienen las leyes penales, persiguiendo en realidad un objetivo distinto: la instrumentalización 
del derecho penal con fines socio-políticos. 
 
Sin embargo, las opiniones actuales predominantes se muestran partidarias de establecer 
y desarrollar tanto los derechos de los delincuentes como los de las víctimas y lograr la 
coexistencia de ambos bloques de derechos sin que los unos resulten excluyentes de los otros, 
sino incardinados todos en un sistema de garantías acorde con las declaraciones de los derechos 
humanos y las instituciones democráticas, así como compaginar la función retributiva y 
reeducadora del sistema penal en la reparación de los perjuicios sufridos por las víctimas, y la 
participación de éstas en el procedimiento penal. 
  
Estigmas sociales y jurídicos de la víctima.- 
 
Al ser la víctima la persona directamente ofendida por el delito, por lo general, 
representa la principal fuente de información con respecto a las circunstancia del hecho. En este 
sentido, y siempre que exista la posibilidad, es importante que la víctima colabore con el Fiscal 
y los órganos policiales (Policía Judicial) mientras transcurre la fase de investigación 
(Indagación Previa e Instrucción Fiscal), aportando datos verdaderos que sirvan para el 
esclarecimiento de los hechos. 
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En contra posición el Estado debería reconocer a su favor “facilidades procesales”, que 
le permitan alcanzar el resarcimiento del daño recibido de manera injusta, sin embargo, el 
Estado y en fin la colectividad, construyen a su alrededor un sin número de estigmas, que a 
continuación analizamos: 
 
Frente al delito, conducta reprochable, la sociedad reacciona con aturdimiento, pues 
ante todo el delito es la conducta humana que atenta contra la institución socialmente tutelada. 
 
Este aturdimiento, hace que la sociedad en general, busque a ultranza la semilla del 
delito, para “aniquilarla”, en esa búsqueda incansable, la colectividad ha llegado a “incriminar a 
la víctima”, construyendo estigmas sociales en su contra, así tenemos: 
 
La víctima induce al crimen.-  
 
Varios sociólogos y criminalistas han llegado a manifestar que de la víctima es quien 
por sus actitudes estimula al crimen, sobretodo, cuando se trata de delitos sexuales. Así 
sostienen, por ejemplo, que la mujer, víctima de violación, con su forma desinhibida de vestirse 
“provoca” al antisocial, alimentando su apetencia sexual, por tal razón, ella es la culpable del 
crimen. En otras palabras se justifica, irracionalmente, una conducta de por sí reprochable. 
 
Este estigma social, que era propio de los delitos sexuales, se está ampliando a un sin fin 
de tipologías penales, especialmente a los que atentan contra la propiedad privada, sobre todo al 
hurto y al robo. Manifestando, que las víctimas de hurto o robo, son tales, por su falta de 
cuidado sobre sus pertenencias. Solapando la arbitrariedad, con la desatención de la víctima. 
 
Entonces, cabe preguntarse si la víctima es culpable del delito ¿qué reclama?, la 
sociedad, al estigmatizar a la víctima como agente activo del delito, desdibuja la responsabilidad 
penal del verdadero culpable (violador, ladrón, etc.) y tiende a “disculpar” conductas delictivas 
aparentemente justificables y por ende entendibles.  
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La carga criminal, en tal evento es compartida, en el mejor de los casos, pues tanto 
delincuente como víctima, son culpables del delito, son recíprocamente actores del crimen y por 
ende deben compartir la sanción; y en el peor de los casos, la carga criminal tiende a 
balancearse desfavorablemente hacia la víctima, encontrando en ella la semilla del delito, razón 
por la cual la punición le correspondería en absoluto a ella.  
 
Estigmas jurídicos que recaen sobre la víctima.- 
 
La víctima tiene todo el derecho de actuar directamente dentro del proceso penal. Es 
decir, puede nombrar un abogado que represente sus intereses, presentar acusación particular o 
querella, según sea el caso, promover pruebas, entre otras actuaciones judiciales. Sin embargo, 
este derecho universal, constitucional y legal, se ve lamentablemente, empañado por estigmas 
jurídicos que recaen sobre las víctimas: 
 
Doble victimización.-  
 
La principal limitación que debe afrontar la víctima del delito en el campo jurídico, es 
sin duda, la imposibilidad de ingresar como parte activa al proceso penal, debido a las 
inconsistencias normativas pre-procesales y procesales del quehacer jurídico procesal penal, 
vigente.  
 
Para empezar nuestro Código de Procedimiento Penal, prevé como ya lo analizamos 
caminos muy precarios para que la víctima ingrese al proceso penal, accesos jurídicos que entre 
más avanza el trámite de la causa más turbios y dificultosos se tornan para la víctima.  
 
Aun cuando el Código de Procedimiento Penal, establece la necesidad de la 
presentación de la denuncia para dar inicio al juicio penal, la incorporación de la víctima en el 
proceso no basta con la “simple presentación de la misma”. 
 
Para que la víctima forme parte del proceso, a más de presentar la denuncia debe 
interponer acusación particular, y para ello, requiere contratar los servicios profesionales de un 
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Abogado Patrocinador, lo que le significa gastos económicos, pérdida de tiempo, desgaste 
emocional, etc.  
 
Ya dentro del proceso, la víctima es inhumanamente tratada, pues se ve en la penosa 
tarea de revivir el acto criminoso, sometido a tediosas declaraciones e indagaciones, objeto de 
presión fiscal y judicial, sin recibir nada a cambio. Arriesgando hasta la vida mismo, sin contar 
con protección ni para sí peor aún para su familia. 
 
Entonces el dolor es doble, porque la víctima no solo sufrió el delito, con sus consabidas 
consecuencias físicas, psicológicas y económicas, debe continuar sufriendo en la tramitación del 
juicio penal, invirtiendo tiempo y dinero, que nunca podrá recuperar. 
 
La doble victimización se impregna del primer dolor emocional, físico y económico, 
que recibe ésta en el acto del delito; y el segundo, tal vez el más doloroso, al afrontar la 
tramitación del juicio penal, al ser “objeto” de información y no sujeto de derechos y garantías, 
con el agravante de que, una vez finalizado el proceso penal, los resultados se limitarán en gran 
medida a la punibilidad del delincuente pero NO al resarcimiento de los daños sufridos. ¿Qué 
provecho obtiene, pues la víctima con el encarcelamiento del delincuente? Únicamente 
alimentar odio y venganza del condenado, nada más. 
 
La víctima debe sobrellevar los gastos procesales.-  
 
Otro estigma jurídico muy arraigado en la praxis del Derecho Procesal Penal Nacional, 
radica en el convencimiento infundado, sin ningún asidero legal, que la víctima debe remunerar 
al Fiscal, Operarios Judiciales, Peritos, Agentes Policías, y demás actores de indagación e 
investigación.  
 
Es lamentable, que en la práctica la justicia sea un lujo a la cual muy pocas personas 
pueden acceder, pues para sobrellevar una causa penal se requiere de un fue inversión 
económica, y una fuerte zozobra.  
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No sorprende, la alta corrupción enquistada en la Administración de Justicia, la misma 
que se abre de par en par, para la gestación de cualquier arbitrariedad. Así, sin importar el tipo 
de delito, el daño causado y la calidad de la víctima la justicia, cual meretriz, coquetea con el 
delincuente y con la víctima, dejándose finalmente poseer por el mejor postor. 
 
La sanción no corresponde al daño sufrido.-  
 
Evidentemente, la sanción que aflora del delito, bajo ningún término corresponde al 
daño recibido por la víctima. No porque la sanción personal (prisión - reclusión) sea muy leve, y 
se requiera de una reforma drástica que multiplique los años de privación de la libertad o se 
requiera de la pena capital. Su inoperatividad radica en el NO resarcimiento de los daños 
ocasionados a la víctima, como ya lo dijimos en líneas anteriores, de qué le sirve a la víctima 
que el autor del delito se encuentre encarcelado, desperdiciando su vida, aprendiendo nuevas 
mañas, de nada, porque con el encarcelamiento del condenado, el muerto no resucita. 
 
En lo que tiene que ver con la pena pecuniaria, traducida en la cancelación de la 
correspondiente multa, está en sí, es demasiado baja, casi irrisoria, de la cual, la víctima no 
participa. 
 
Entonces de qué sirve edificar un proceso penal largo, tedioso, desgastador, 
económicamente caro, corrupto, cuando a favor de la víctima no existe nada. 
    
Huellas psicologías imperecederas del acto criminoso.- 
 
La víctima tiene una importancia crucial puesto que es la protagonista del hecho 
criminal, presencia el crimen en primera persona, sobre ella recae el acto criminal y se 
representan el “modus operando” y la firma del delincuente.  
 
Ella puede aportar mucha información de primera mano acerca de su agresor y de las 
circunstancias del delito.  
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El estudio y análisis de la víctima nos da información de cómo su asesino se relaciona 
con sus víctimas, lo que nos proporciona una huella psicológica importante para realizar el 
perfil del delincuente.  
 
En un crimen hay dos protagonistas, el delincuente y su víctima, entre ellos hay una 
relación, el asesino usa a la víctima para narrar su historia, para satisfacer sus fantasías 
personales pero también para dejar constancia de su relación con el mundo. Y es en esta 
relación donde se refleja más su personalidad. 
 
La víctima, particularmente en ciertos delitos, alcanza un estado emocional que le 
impide, con frecuencia, hacer una presentación lógica de los hechos que dieron a luz al crimen y 
en reiteradas oportunidades, cuando es interrogada por la Policía Técnica Judicial o cuando el 
Fiscal realiza averiguaciones, su estado de nervios le hace poner en tela de duda su versión 
inicial porque está llena de incoherencias y es poco consistente. Tristemente, el delito deja 
huellas imperecederas en la víctima, secuelas casi imborrables que serán parte de su experiencia 
de vida. 
 
El delito es un suceso traumático que estimula un daño físico y/o psíquico grave y que 
está provocado intencionadamente por otro ser humano. Ejemplos: atentados terroristas, 
agresiones sexuales, maltrato o abuso sexual en la infancia, violencia de pareja, etc. 
 
El suceso traumático, es la respuesta emocional negativa que produce en una persona un 
suceso de este tipo y que interfiere negativamente en la vida cotidiana, en la capacidad de amar 
y en la capacidad de trabajar, desencadenando, básicamente dos tipos de daño: 
 
Para poseer un mejor conocimiento de lo manifestado a continuación presentamos los 
tipos de víctimas y la clase de daño que recae en cada una de ellas: 
Víctimas directas.- 
 
Lo que genera habitualmente daño psicológico suele ser la amenaza a la propia vida, 
una lesión física grave y la percepción del daño como intencionado.  
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El daño psicológico generado suele ser mayor si las consecuencias del hecho delictivo 
son múltiples, como ocurre, por ejemplo, en el caso de un secuestro finalizado con el pago de un 
cuantioso rescate por parte de la familia de la víctima o en el superviviente de un accidente que 
ya no puede volver a ejercer su profesión. 
 
Víctimas indirectas.-  
 
El acontecimiento traumático puede compararse a una piedra arrojada en un estanque. 
Así, origina ondas que no sólo afectan a las víctimas propiamente dichas, sino también a 
aquellos que están cerca de ellas. Se trata de un efecto onda y de un efecto contagio. La onda 
expansiva de un suceso traumático actúa en círculos concéntricos.  
 
En el primer círculo se encuentran las víctimas directas. El segundo círculo está 
constituido por los familiares, que tienen que afrontar el dolor de sus seres queridos y 
readaptarse a la nueva situación. Y puede haber un tercer círculo, correspondiente a los 
compañeros de trabajo, a los vecinos o, en general, a los miembros de la comunidad, que pueden 
quedar afectados por el temor y la indefensión ante acontecimientos futuros. El efecto contagio 
está relacionado con la convivencia con la víctima.  
 
Un contacto cercano y prolongado con una persona que ha sufrido un trauma grave 
puede actuar como un estresor crónico en el familiar, hasta el punto de  que puede ser 
responsable de un deterioro físico y psíquico. La afectación de las personas que están en 
estrecho contacto con la víctima y que pueden experimentar trastornos emocionales y ser 
víctimas secundarias del trauma se denomina traumatización secundaria. 
 
Victimización secundaria.-  
 
La victimización primaria deriva directamente del hecho traumático; la secundaria, de la 
relación posterior establecida entre la víctima y el sistema jurídico-penal (policía o sistema 
judicial) o un sistema de ayudas (indemnización económica, asistencia psicológica, apoyo 
psico-educativo a los hijos, etc.) defectuoso. Es decir, el maltrato institucional puede contribuir 
a agravar el daño psicológico de la víctima o a cronificar las secuelas psicopatológicas. Un 
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aspecto fundamental en la victimización secundaria es la dilación existente en el sistema de 
justicia actual, así como la falta de información concreta sobre la situación procesal, que no 
tiene por qué resultar incompatible con el secreto de la Indagación Previa.  
 
La incertidumbre de un proceso penal (Instrucción Fiscal, Etapa Intermedia, Etapa de 
Juicio y Etapa de Impugnación) que nunca parece concluir, así como la reacción de la parte 
denunciada, que puede injuriar a la víctima o incluso amenazarla, contribuyen a agravar la 
situación emocional de la víctima.  
 
La revictimización institucional presenta caracteres especialmente nocivos por varias razones:  
 
 Porque provoca un daño emocional suplementario a personas cuyo nivel de autoestima 
es especialmente limitado como consecuencia del impacto generado por el hecho 
delictivo.  
 
 Porque proviene de la actuación de poderes públicos diseñados para conferir amparo a 
las personas cuyo proyecto vital ha sido afectado por la conducta lesiva de otra persona. 
Se genera, por tanto, un efecto especialmente patógeno: las estructuras creadas para 
tutelar a las víctimas provocan una sensación de vacío y falta de aliento que alimenta la 
sensación de dolor.  
 
 Porque se daña a las personas que de forma casi exclusiva promueven la actuación del 
sistema institucional de justicia. Se quiebra, con ello, el sentido simbólico sobre el que 
se asienta su condición de garante de la cohesión social.  
  
Victimización terciaria.-  
 
Es el conjunto de valores de la penalización sobre quien la soporta personalmente o 
sobre terceros. Por ejemplo, el problema de los hijos de mujeres encarceladas que conviven con 
sus madres en prisión o el de las mujeres cuyos maridos están cumpliendo condena en prisión. 
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Es determinante que la victimología se encuentre enriquecida con posturas de la 
psicología general, como la del psicoanálisis, la cual puede de una forma trascendente encontrar 
comprensiones sobre los estados delictivos y la participación de sus integrantes, tanto activos 
como pasivos. Para esto hemos requerido de los postulados teóricos psicoanalíticos y de la 
observación de una realidad contemporánea y coyuntural que agobia y agoniza al ser humano; 
los miedos del hombre de llegar a ser víctima y de los que ya lo son, comprometen un estudio 
concienzudo de los actos que tiene el hombre para defenderse y en gran medida ayudar a 
resinificar el ser víctima de sí misma. 
 
Es por esto que el enfoque psicoanalítico es su prédica de consiente -inconsciente e 
introspección nos pueden ayudar a cultivar el camino que necesitamos para comprender a la 
víctima dentro de un sistema legal. 
 
Existen posicionamientos del psicoanálisis interesantes sobre el duelo y la melancolía, 
los cuales nos podrían ayudar a comprender un poco mejor cómo son esos estados en los que 
entra una madre a la cual le han secuestrado o asesinado a un hijo. O la fobia que puede sufrir 
un niño hacia la figura paterna ya que éste lo único que hace es castigarle y maltratarle, 
produciendo así en el niño represión y miedo ante cualquier hombre adulto que, de una u otra 
forma, se acerque a él. 
 
También pensamos que la guerra que vivimos puede ser vista desde el foco 
psicoanalítico en ese malestar de la cultura que involucra la existencia de diferencias; 
deficiencias que las expresamos con instintos de agresión y destrucción. Una guerra en donde lo 
único que hacemos es proyectar las carencias y necesidades que poseemos de forma indubitable. 
El eros se escapa cada vez más y más de nuestras manos; los pacificadores debemos tener la 
verdadera intención de que nuestros instintos vuelvan a ennoblecerse en tiempo no muy lejano. 
 
Es así que este trabajo que recoge una realidad vista en las calles y pueblos de nuestro 
país debe darnos la oportunidad de comprender y resignificar el estado de víctima para que esta 








3. DERECHO DEL ACUSADO 
 
Esta corriente se relaciona directamente con la peligrosa expansión del poder punitivo, 
que ha sido denominada por muchos estudiosos como Derecho Penal del enemigo o Derecho 
Penal de riesgo
5
, cuyos fundamentos pueden ser expresados en normas penales que se aplican 
antes de una lesión concreta de un bien jurídico protegido, esto con la finalidad de evitar un 
peligro eventual o abstracto; así como en el uso por parte del Estado, de todos los medios 
necesarios para la represión extrema, en ocasiones sin observancia de las garantías de los 
derechos fundamentales, para sancionar a aquel que se considera “enemigo” del sistema.  
 
Esta reducción de garantías procesales para mejorar la persecución del hecho delictivo, 
es una de las medidas más aventuradas mediante la cual se expresa la no limitación del poder 
sancionador –ius puniendi-, lo cual es aberrante en un Estado Constitucional de Derechos y 
Justicia como el nuestro, esto desde el punto de vista fáctico, que decir desde el punto de vista 
jurídico, en donde se vulneran desde instrumentos internacionales hasta los principios generales 
del Derecho. 
 
Es menester además puntualizar que la introducción de nuevos tipos penales y nuevas 
sanciones en el Código Penal y en leyes especiales, es otro de los mecanismos de expansión 
punitiva, eso sí, debe quedar claro que no nos oponemos a que se introduzcan nuevas conductas 
que antes no eran reguladas y afectan a bienes jurídicos fundamentales que, por ejemplo, con el 
avance de la ciencia y tecnología evidencian un perfeccionamiento en el modus operandi de los 
delincuentes y generan como resultado una lesión de mayor impacto en los derechos de los 
demás; cuestionando entonces, únicamente la tipificación y represión más severa de acciones u 
omisiones, cuando esto se sustenta y pretende legitimar en necesidades políticas individualistas 
y no en beneficio del pretendido bien común. 
                                                     
5
 El Derecho Penal del enemigo es la expresión acuñada por Günther Jakobs en 1985, para referirse a 
las normas que sancionaban penalmente conductas, sin que se hubiere afectado el bien jurídico, pues ni 
siquiera se trataba del inicio de la ejecución. Estas normas no castigan al autor por el hecho delictivo 
cometido. Castigan al autor por el hecho de considerarlo peligroso. 
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El concepto de Derecho Penal del enemigo fue introducido por Günther Jakobs a partir 
de la primera fase de un congreso celebrado en Frankfurt en 1985, en base a la tendencia en 
Alemania de “criminalizar en el estadio previo a la lesión del bien jurídico”. La propuesta de 
Jakobs se basa en la separación del Derecho Penal de los ciudadanos (personas) y el Derecho 
Penal del enemigo, destinado a las “no personas”, es decir, a aquellos que han abandonado al 
Derecho en forma permanente y no ofrecen garantía de comportamiento personal. Esta tesis 
para 1985 no trasciende, pero en 1999 la reacción es diversa en el congreso de Berlín. Es 
imprescindible indicarse que aunque se crea que fue Günther Jakobs el creador de esta teoría, 
fue él quien desarrolla su concepto, puesto que el tratamiento del llamado “enemigo” nace 
desde las épocas históricas más remotas, en especial en los regímenes totalitarios. 
 
En conclusión, esta corriente del Derecho Penal está compuesta por tipos penales en los 
cuales no es necesaria la lesión al bien jurídico, diferencia radical a la finalidad y propósito del 
Derecho Penal “común”; que se justifica y sustenta en la sola “peligrosidad” del autor, 
manifestada en un acto dirigido a la supuesta realización de un hecho futuro, con el añadido de 




La palabra derecho proviene del término latino “directum”, que significa lo que está 
conforme a la regla. El derecho se inspira en postulados de justicia y constituyo el orden 
normativo e institucional que regula la conducta humana en sociedad. La base del Derecho son 
las relaciones sociales, las cuales determinan su contenido y carácter, dicho de otra forma el 
Derecho es un conjunto de normas que permiten resolver conflictos en el seno de una sociedad 
(Román López, 2009, pág. 41). 
 
No existe, al respecto de la definición del Derecho Penal, una concepción única, pues 
esta dependerá no solamente del momento histórico en que se desarrolle o de la escuela a la que 
pertenezca el autor que la exponga, sino también a las ideas propias de éste, porque lo habrá que 
reconocer tantas definiciones como autores que las plantean. 
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El Derecho Penal es una rama del derecho en general, utilizada para controlar y planear 
la vida en común y para la preservación de la tranquilidad jurídica que el hombre necesita 
para realizarse (Sánchez Tello, pág. 49). 
 
Según Jiménez de Asúa nombrado por Manuel Osorioel Derecho Penal es un  
 
…conjunto de normas y disposiciones jurídicas que regulan el ejercicio del poder 
sancionador y preventivo del Estado, estableciendo el concepto del delito como 
presupuesto de la acción estatal, así como la responsabilidad del sujeto activo, y asociando 
a la infracción de la norma una pena finalista o una medida aseguradora. 
 
Así como estas definiciones podemos encontrar como la de Carrancá y Trujillo, para 
quien el Derecho Penal objetivamente considerado es un conjunto de leyes mediante las cuales 
el Estado define los delitos, determina las penas imponibles a los delincuentes y regula la 
aplicación concreta de las mismas a los casos de incriminación.  
 
También Beristaín define al Derecho Criminal como la ciencia que estudia el sistema de 
normas jurídicas reguladoras del poder (iuspuniendi nacional e internacional), que determinan 
las penas debidas a las acciones delictivas, las medidas de corrección y seguridad aplicables a 
los delincuentes y algunas indemnizaciones correspondientes a las víctimas; pretende el 
restablecimiento, desarrollo del orden jurídico, la defensa la sociedad y la repersonalización de 
los autores de aquellas acciones; en una palabra, la realización de algunos derechos humanos 
más válidos. 
 
Por lo que cabe puntualizar que el Derecho Penal del Enemigo es una tendencia distinta 
y/o contrapuesta al Derecho Penal ordinario, garantista, liberal, de la persona o del ciudadano; 
ya que no considera al ciudadano delincuente como tal, sino como enemigo no ciudadano, es 
decir, sin derecho a la categoría como persona.  
 
En consecuencia esta tendencia Derecho Penal del Enemigo, “…no pretende dar a la 
persona que delinque la oportunidad de enmienda, de resarcir el daño que ocasionó con su acción”  
(Ibáñez, 1999, pág. 23). 
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Esta tendencia asume que las personas que delinquen no respetan las normas penales y 
por lo tanto, se les debe excluir del Derecho Penal ordinario, teniendo como consecuencia el no 
tener el derecho a los principios garantistas penales. Lo cual NO empata con nuestro nuevo 
paradigma constitucional, altamente garantista. 
 
Para Jakobs, el enemigo es aquel individuo que pretende destruir el Ordenamiento 
Jurídico. Sin embargo, en las palabras de Zaffaroni, es imposible la incorporación del término 
“enemigo” en el Derecho Penal, salvo que se pretenda el aniquilamiento del Estado de Derecho 
-en nuestro caso del Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social- y su remplazo por la 
versión absolutista y totalitaria del mismo. La admisión jurídica del concepto de enemigo en el 
derecho (que no sea estrictamente de guerra), según el autor, siempre ha sido lógica e 
históricamente el germen o primer síntoma de la destrucción autoritaria del Estado de Derecho. 
 
Gracia citado por Román López, sostiene que el Derecho Penal del enemigo no tiene 
cabida en un Estado de Derecho, en el cual se ha de tratar a todo hombre como persona 
responsable, y no puede ser lícito ningún ordenamiento que establezca reglas y procedimientos 
de negación objetiva de la dignidad del ser humano en ningún caso. 
 
El Derecho Penal del enemigo, se nutre del Derecho Penal simbólico
6
.A ello hay que 
añadir que la cuestión no es sólo el debilitamiento de la confianza en el Estado porque se agote 
en la promesa para calmar a la población, sino que también sirve para fundar a la intimidación 
como un “valor” y como una facultad delegada políticamente al Estado, lo cual es inhumano, 
indigno y antiético, vale decir, permite limitar los derechos humanos a cambio de nada, por lo 
que lo verdaderamente simbólico, no es sólo la promesa sino el canje falso, sobretodo porque el 
Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social está para proteger a las personas, sus 
derechos y garantías proclamadas en el nuevo paradigma constitucional, no para amenazarlas.  
 
                                                     
6 Es frecuente en la literatura jurídico-penal contraponer a los efectos instrumentales los efectos 
simbólicos de la pena. De este modo, los efectos instrumentales, vinculados al fin o la función de 
protección de bienes jurídicos, tendrían capacidad para modificar la realidad social por la vía de 
prevenir la realización de comportamientos indeseados. Los efectos simbólicos, por su parte, estarían 
conectados al fin o la función de transmitir a la sociedad ciertos mensajes o contenidos valorativos, y su 
capacidad de influencia quedaría confinada a las mentes o las conciencias, en las que producirían 
emociones o, cuando más, representaciones mentales. 
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En cambio el Derecho Penal Correccional basa su accionar en la exigencia de disciplina. 
Por disciplina se ha entendido la observancia de ordenamientos de conductas susceptibles de 
sanción en caso de violación -como ocurre con toda normatividad jurídica-. La potestad 
disciplinaria o sancionadora es ostensible en todos los campos penales. Algunas doctrinas han 
denominado correccional, o externa, a la potestad disciplinaria que se aplica los ciudadanos que 
han infringido el Ordenamiento Jurídico. 
 
O sea que, genéricamente, se debe hablar de un Derecho correccional, sancionador, o 
punitivo, cuando se aplica a las infracciones penales por los órganos jurisdiccionales. 
 
El Derecho Correccional es una disciplina del orden jurídico que absorbe o recubre 
como género cuatro especies, a saber: el derecho penal delictivo (reato), el derecho 
contravencional, el derecho disciplinario y el derecho de punición por indignidad política 
(impeachment), y que por lo tanto son comunes y aplicables siempre a todas estas modalidades 
específicas del derecho punible. 
 
Conocedores que el Derecho Correccional nace del Derecho Penal del Enemigo, es 
prudente abordar su eje doctrinario para entenderlo a cabalidad: 
 
Raúl Eugenio Zaffaroni: “El Enemigo en el Derecho Penal”.- 
 
Zaffaroni, en su lectura “El enemigo en el Derecho Penal”, nos propone una 
introducción a manera de hipótesis que prácticamente son sus posiciones acerca de lo que es el 
Derecho Penal del Enemigo, así:  
 
A lo largo de la lectura, puede verse la comprobación de las hipótesis de Zaffaroni, 
mostrándonos que siempre ha existido un enemigo, que fue elegido de acuerdo a criterios de los 
que estaban en el poder. Así, se menciona al poder punitivo del mercantilismo, la inquisición, el 
industrialismo, y el post-industrialismo, llegando así a mencionar al viejo autoritarismo que 
tiene que ver incluso con ideologías imperantes en el siglo XX), y el nuevo autoritarismo, que 
viene a ser puro populacho de ideas penales sin fundamento. Siempre se reprimió y controló de 
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modo diferente a los iguales y a los extraños, a los amigos y a los enemigos. La discriminación 
en el ejercicio del poder punitivo es una constante derivada de su selectividad estructural.  
 
Ha habido y hay grados de selectividad punitiva y que todo parece indicar que cuanto 
más abierta, igualitaria y tolerante es una sociedad, las diferencias de trato represivo entre 
iguales y extraños o enemigos se atenúan, como sucede en los países de la Unión Europea. 
 
La historia del ejercicio real del poder punitivo demuestra que quienes ejercieron el 
poder fueron los que siempre individualizaron al enemigo, haciéndolo como mejor convino o 
fue funcional -o creyeron que lo era- a sus intereses en cada caso, y aplicaron esa etiqueta a 
quienes lo enfrentaban o molestaban, real, imaginaria o potencialmente. Hasta hoy subsisten las 
versiones del hostisalienigena y del hostisjudicatus (extranjeros o indeseables peligrosos) que 
vienen desde Roma, pero adecuadas a la realidad moderna, a quienes se les aplica un trato 
diferenciado. 
 
El uso que han hecho de este tratamiento diferenciado dependió siempre de las 
circunstancias políticas y económicas concretas, siendo algunas veces moderado y otras, 
absolutamente brutal, pero los ejes troncales que se desprenden de la primitiva concepción 
romana son perfectamente reconocibles a lo largo de toda la historia real del ejercicio del poder 
punitivo en el mundo. 
 
El poder punitivo siempre discriminó a seres humanos y les deparó un trato punitivo que 
no correspondía a la condición de personas, dado que sólo los consideraba como entes 
peligrosos o dañinos. Es que se trata de seres humanos a los que se señala como enemigos de la 
sociedad y, por ende, se les niega el derecho a que sus infracciones sean sancionadas dentro de 
los límites del Derecho Penal. 
 
Dado que en la realidad el poder punitivo -Derecho Penal del Enemigo- opera tratando a 
algunos seres humanos como si no fuesen personas y que la legislación lo autoriza, la doctrina 
consecuente con el principio del Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social debe tratar 
de limitar y reducir o, al menos, acotar el fenómeno, para que no desaparezca el Estado de 
Derecho.  
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Debemos ser conscientes y tener la esperanza de que éste -Derecho Penal del Enemigo-, 
es solo un periodo más del Derecho Penal, que lamentablemente se torna bastante degradante, y 
ante ello, se tendrá que analizar y saber discernir de acuerdo a la nueva Constitución de la 
República del Ecuador 2008, qué es lo correcto en el nuevo paradigma constitucional.  
Finalmente, Zaffaroni manifiesta:  
 
…los que realmente tendrán que ver alternativas a esta contramarcha del Derecho Penal 
serán los jueces, los legisladores y ejecutivo, pero, está claramente dicho que si ellos no se 
ponen fuertes, y empiezan a aplicar lo que es verdaderamente la justicia, hacer 
jurisprudencia, y razonar lo que son las leyes, esta contramarcha no parará, y el mundo 
puede estarse despidiendo del Estado Organizado y de Derecho, para o convertirnos en 
súbditos de un Imperio en busca de poder, o hacer respetar claramente las bases de 
principios del Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social y Democrático. 
 
José Ignacio Núñez Leiva: “Un análisis abstracto del derecho penal del enemigo a partir 
del constitucionalismo garantista y dignatario”.- 
 
Según el doctrinario que nos ocupa: José Ignacio Núñez Leiva, el concepto del Derecho 
Penal del Enemigo cristaliza la criminalización desproporcionada y oportunista, en muchos 
abiertamente pensada para no tener aplicación práctica, que se aparta de los fines tradicionales 
de la pena empleando a la sanción penal como un medio para transmitir a la población señales 
que den cuenta de la existencia de una autoridad estatal fuerte y decidida a reaccionar con 
firmeza en contra de aquellos actos reprobados por la mayoría. 
 
En este sentido, el adjetivo “enemigo” asociado a este tipo de normas penales se 
identifica con la intencionalidad comunicativa insertada en la norma por el propio legislador 
interesado en demostrar firmeza mediante la criminalización como única política criminal.  
 
En el Derecho Penal del Enemigo la fuerza comunicativa de la norma se basa en la 
construcción de una categórica frontera que separa a los autores de las conductas criminalizadas 
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y el resto de la sociedad. Propuesta teórica y normativa que durante el último tiempo ha cobrado 




La compleja rúbrica Derecho Penal del Enemigo se construye a partir de una previa 
distinción estipulativa: la existencia de algunos sujetos que deben ser considerados como 
ciudadanos y la de otros que han de ser estimados y tratados como enemigos.  
 
A partir de ella, propone la configuración y vigencia de secciones del Derecho Penal 
inspiradas en paradigmas diversos.  
 
Una de ellas, el Derecho Penal del Ciudadano, define y sanciona delitos, o infracciones 
de normas, que llevan a cabo los ciudadanos de un modo incidental y que normalmente son la 
simple expresión de un abuso por los mismos de las relaciones sociales en que participan desde 
su status de ciudadanos, es decir, en su condición de sujetos vinculados al Derecho.  
 
La otra, el Derecho Penal del Enemigo, configura y castiga actos de aquellos que 
habrían sido cometidos por individuos que en su actitud, en su vida económica o mediante su 
incorporación a una organización, se han apartado del Derecho presumiblemente de un modo 
duradero y no sólo de manera incidental, y por ello, no garantizan la mínima seguridad 
cognitiva de un comportamiento personal y demostrarían este déficit por medio de su 
comportamiento. 
 
La aplicación práctica de esta tendencia, a veces, se distingue mediante las elocuentes 
denominaciones de algunas leyes: “Leyes de combate contra el terrorismo”, “Leyes de lucha 
contra el tráfico de drogas”. En otros casos, es el propio contenido de las normas lo que 
muestra su filiación al Derecho Penal del Enemigo.  
 
                                                     
7
 Sobre el particular Portilla Contreras expresa que lo novedoso no está constituido por la proliferación 
de prácticas de este tipo, sino por la aparición de un sustento doctrinal que las apoya. 
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Lamentables ejemplos de ello son: la denominada Patriot Actde los Estados Unidos de 
América, de 26 de octubre de 2001 y la Anti Terrorism, crime and security Bill, de Inglaterra, 
de 14 de diciembre de 2001.  
 
En virtud de la primera, se autorizan acciones y medidas tales como la intervención y 
escucha de comunicaciones telefónicas y electrónicas, registros domiciliarios secretos, la 
derogación del secreto que envuelve la relación abogado-cliente, la imposición de censura, el 
juzgamiento de sospechosos en forma secreta, la facultad presidencial de definir que una 
persona sea juzgada por tribunales militares, la privación del derecho del acusado a elegir un 
abogado, la posibilidad de que la presunción de inocencia sea desvirtuada por pruebas que 
tengan “un peso razonable”, el ocultamiento de pruebas de cargo de la defensa por razones de 
seguridad nacional, la improcedencia de impugnación de las sentencias condenatorias ante 




Según este importante tratadista, el Derecho Penal del Enemigo es el conjunto de 
normas penales sui géneris aplicables para un tipo de delincuente, inicialmente para autores de 
delitos económicos, pero últimamente a quien comete hechos terroristas, de narcotráfico, o es 
autor de delitos de delincuencia organizada. Serían reglas diferentes a las del derecho penal 
normal o aplicables al ciudadano “normal”, infractor de otros ilícitos, el cual sí contaría con los 
derechos y garantías reconocidas por el derecho penal moderno consignadas en las 
constituciones y convenios internacionales. Se trataría de dos derechos penales distintos y con 
distintas finalidades o funciones, comprendidos en un mismo ordenamiento o bien en leyes 
especiales.  
 
El enemigo, se dice, sería una “no persona”, por lo tanto no puede ser tratado como tal. 
Se podría, advierte, llegar a los extremos de autorizar torturas para lograr la confesión o 
delación de cómplices. Los términos y derechos quedarían suspendidos a conveniencia de la 
autoridad. 
 
La similitud entre el delincuente y un enemigo plantea entre otras dudas las siguientes: 
¿quién establece esa característica de enemigo?; ¿no importa la existencia de una lesión a un 
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bien jurídico?; ¿cuáles serían los límites de ese derecho penal del enemigo?; ¿es compatible con 
el Estado de derecho y la democracia, con los pactos internacionales suscritos por algunos 
Estados?; ¿Cómo se neutralizaría a esos enemigos?  
 
Al respecto Muñoz Conde sintetiza la problemática manifestando que el derecho penal 
del enemigo responde a un modelo funcional en el cual el valor prioritario es la estabilidad del 
sistema. Para ello el instrumento deberá ser útil y eficiente.  
 
Se corre, sin embargo, el riesgo de volver a situaciones dictatoriales ya pasadas como en 
la Alemania nazi. Contra un enemigo se vale todo, imperará el poder del más fuerte. Será la 
preeminencia de la razón de Estado. 
 
Como atinadamente anota Muñoz Conde, hay brotes de ese derecho en todas las 
legislaciones modernas, sobre todo aquellas destinadas a combatir el terrorismo y el 
narcotráfico, pero el riesgo enorme, ya real en algunas, es el de extender esas disposiciones 
hacia otras situaciones como la inmigración.  
 
El atentado en Nueva York en 2001 y recientemente, el de la estación de Atocha en 
España ha permitido justificar acciones excepcionales del derecho penal moderno, 
independientemente de que Estados Unidos no ha firmado la mayoría de los convenios 
internacionales. Italia, España e Inglaterra apoyan medidas de ese tipo en su lucha antiterrorista. 
 
Muñoz Conde hace énfasis en la confrontación entre los principios de libertad y 
seguridad. El autor reflexiona en el difícil equilibrio entre ambos, mismo que siempre trata de 
lograr el derecho penal.  
 
Nunca será posible, dice, conseguir una total seguridad y no conviene terminar con la 
libertad ni aún con la mínima de la que gozan los procesados. 
 
La revisión de la filosofía de los tres doctrinarios, nos lleva al urgente cuestionamiento 
de la existencia del Derecho Penal del Enemigo dentro de nuestro Sistema Jurídico Nacional y a 
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su crítica desde el punto de vista constitucional, frente a un nuevo Estado Constitucional de 
Derechos y Justicia Social, lo cual advierte la tendencia en Ecuador, por receptar dicho 
concepto.  
A la luz de apetencia politiqueras ufanadas de falsas victorias electorales. Más aun, nos 
muestra la peligrosidad de aceptar de manera abierta la tolerancia a regímenes de excepción, 
bajo la bandera de alcanzar la ansiada seguridad jurídica. 
 
Inclusive hoy, en la Asamblea Nacional, se sigue permitiendo la vigencia de tipos 
penales que desarmonizan con el nuevo Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social, 
por puras apetencias políticas.  
 
De esta manera se abraza irracionalmente el Derecho Penal del Enemigo. Errando el 
camino hacia el buen vivir, cuya esencia es el respeto a ultranza de los derechos humanos, 
constitucionales y legales de todos los ecuatorianos sea cual fuere su rol procesal. 
 
Además el nuevo garantismo constitucional, obliga al Estado ecuatoriano a realizar una 
profunda revisión de los tipos penales, su eficacia y eficiencia, frente a una sociedad que exige 
justicia, pero con justicia, es decir mediante caminos enmarcados dentro del Debido Proceso. 
 
3.2. MEvolución jurídica 
 
Como es de conocimiento el Derecho Penal del Enemigo es introducido por Jakobs en 
la década de los ochenta, pero no es como algunos equivocadamente señalan a Jakobs como el 
precursor de esta tendencia, sino como afirma Román que fueron otros, y mucho antes, los 
precursores (filosóficos) de esta argumentación que postula que la relación con un “enemigo” 
no se determina por el Derecho sino mediante la coacción.  
 
Así de ejemplo se tiene a Rosseau y Fichte. Para el primero cualquier delincuente o 
malhechor que ataque el “Derecho Social” deja de ser “miembro” del Estado; en estos casos, la 
pena contra ese malhechor supone que se halla en guerra contra el Estado. De manera similar 
Fichte sostiene que:  
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…quien abandona el contrato ciudadano en un punto en el que en el contrato se contaba 
con su prudencia, sea de modo voluntario o por imprevisión, en sentido estricto pierde 
todos sus derechos como ciudadano y como ser humano, y pasa a un estado de ausencia 
completa de derechos. 
 
Frente a esta radical postura, de la cual Jakobs discrepa por su generalidad, ya que éste 
considera que:  
…en principio, un ordenamiento jurídico debe mantener dentro del Derecho también al 
criminal, y ellos por una doble razón: por un lado, el delincuente tiene derecho a volver a 
arreglarse con la sociedad, y para ello debe mantener su estatus como persona, como 
ciudadano. Por otro lado, el delincuente tiene el deber de proceder a la reparación de 
daño que ha ocasionado con su acción delictuosa, el delincuente no puede despedirse 
arbitrariamente de la sociedad a través de su hecho. 
 
En Berlín en 1999 se celebró un Coloquio en el cual Günther Jakobs y Manuel Cancio 
Meliá, expresaron sus puntos de vista contrapuestos. Jakobs inicia advirtiendo que los términos 
“derecho penal del enemigo” y “derecho penal del ciudadano” son dos polos opuestos de un 
solo mundo, dos tendencias en un solo contexto jurídico penal, mismas que pueden trasladarse. 
Basándose en las tesis contractualistas puras de Rousseau, Fichte y en la del “status” de 
Hobbes, culmina con Kant afirmando “no se trata como persona a quien me 
amenaza...constantemente, quien no se deja obligar a entrar en un estado ciudadano”. 
 
Así, todo delincuente es un enemigo, para Hobbes lo es al menos el traidor a la patria. 
El derecho penal del ciudadano sería aplicable a quien no delinque de modo persistente, el 
derecho penal del enemigo se dirigiría contra quien se desvía por principio, el primero deja 
persistente el status de persona, el segundo lo excluye. El derecho a la seguridad es prioritario al 
regular el derecho penal del enemigo, siendo “derecho” especial, coacción física que puede 
llegar a la guerra. Al regular este derecho el Estado, puntualiza, puede limitarse en las 
privaciones y términos de la exclusión de derechos al sujeto. 
 
Jakobs, de manera congruente con su postura respecto a la finalidad del derecho penal 
como garantizador de expectativas conforme a roles y de la prevención general positiva, 
sostiene dos polos o tendencias de sus regulaciones.  
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Uno al tratar con el ciudadano, en la que espera hasta que éste exterioriza su hecho para 
reaccionar con la pena, confirmando así la estructura normativa de la sociedad y por el otro, el 
trato con el enemigo, a quien debe interceptar en el estadio previo y combatir por su 
peligrosidad. La polaridad aparece tanto en el derecho penal sustantivo como en el procesal.  
 
Se acentuarán los rasgos ya existentes en el derecho adjetivo del ciudadano como la 
prisión preventiva, con otras tales como la incomunicación, las intervenciones de las 
telecomunicaciones, intervención de investigadores encubiertos, etc. Las medidas aplicables 
están dentro del derecho, pero los imputados, dice Jakobs, son excluidos de su derecho.  
 
Las regulaciones más extremas se dirigen a la eliminación de riesgos terroristas, aquí la 
incomunicación, el asesinato o la muerte de inocentes (daño colateral) serán parte del 
procedimiento de guerra en que el Estado en donde se cometieron hechos como el atentado del 
11 de septiembre de 2001, con la ayuda de otros, intenta destruir la fuente de peligros futuros.  
 
Se autoriza una imposición anticipada de pena ya que como claramente resume el autor, 
en el derecho penal del enemigo la función manifiesta de la pena es la eliminación de un 
peligro, en oposición al derecho penal del ciudadano en donde lo es la contradicción.  
 
Advierte que “un derecho penal del enemigo claramente delimitado es menos peligroso, desde 
la perspectiva del Estado de Derecho, que entremezclar todo el derecho penal con fragmentos de 
regulaciones propias del derecho penal del enemigo”. 
 
Günther Jakobs, expone la teoría funcionalista radical, que sostiene o sostenía la 
prevención general positiva como fin de la pena, importando más el equilibrio del sistema vía 
reafirmación de la validez de la norma.  
 
Es fuertemente rebatido por sus colegas, sin embargo su obra se lleva en muchos países 
como libro de texto y se aplica en algunas legislaciones, como el caso de Colombia. 
 
La política criminal contemporánea de combate a la delincuencia, defendida por la 
mayoría de los legisladores clama por medidas rigurosas, agravación de las penas, disminución 
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de beneficios, limitación de garantías sustantivas y procesales, en fin, endurecimiento en contra 
del presunto delincuente, encontrando eco en un gran sector de la población, convencida de que 
es el único remedio contra la inseguridad.  
 
Se olvida que la administración de justicia penal adolece de graves y complejas fallas 
que ocasionan que frecuentemente puedan ser indiciados personas inocentes o utilizarse el 
sistema penal como medida de ataque contra enemigos políticos.  
 
La persona contra quien se inicia una sospecha como autor de un delito, por ese sólo 
hecho se ve inmersa en un campo que efectivamente es “del enemigo”. 
 
En México, el aumento de la pena de prisión en “hasta 70 años”, es la demostración 
fehaciente del fracaso del fin de la prevención, general o especial, positiva o negativa. Es la 
exclusión definitiva de la sociedad, de hecho la muerte civil del enemigo.  
 
Todo lo cual nos lleva a manifestar que el Derecho Penal del Enemigo, ampliamente 
practicado en distintas legislaciones del mundo ha arrojado como resultado la barbarie de 
condenar al inocente después de haber sobrellevado un camino tortuoso de estigmatización 




Según el propio Jakobs, gestor de la rúbrica “Derecho Penal del Enemigo”, este se 
caracterizaría por los siguientes rasgos:  
 
 Un amplio adelantamiento de la punibilidad caracterizado porque la visión 
retrospectiva del sistema punitivo ha sido remplazada por una lógica prospectiva, 
por un aumento de la magnitud de las penas en contraste con el Derecho Penal 
“de ciudadanos” -desproporcionalidad en las penas-, por la disminución e incluso 
supresión de las garantías procesales individuales (esto último incluso hace 
hablar a algunos de un Derecho Procesal Penal de Enemigo), y por el surgimiento 
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de un segmento especial del Derecho Penitenciario, destinado a ser aplicado en 
contra de los destinatarios del Derecho Penal del Enemigo. 
 
 Presenta una desproporcionalidad de las penas, ésta tiene una doble 
manifestación: por un lado la punibilidad de actos preparatorios no iría 
acompañada de ninguna reducción de la pena con respecto a la fijada para los 
hechos consumados o intentados en relación con los cuales se valora como 
peligroso del hecho preparatorio realizado en el ámbito previo.  
 
 Por otro lado, la circunstancia específica de pertenencia del autor a una 
organización es tomada en cuenta para establecer agravaciones considerables y, 
en principio desproporcionadas de las penas correspondientes a los hechos 
delictivos que realicen los individuos en el ejercicio de su actividad habitual o 
profesional de la organización.  
 
 Se basa en numerosas leyes denominadas leyes de lucha o combate: representa el 
paso de una legislación penal a una legislación de combate.  
 
 Realiza una restricción de garantías y derechos procesales de los imputados: se 
pone en cuestión la presunción de inocencia, por ser opuesta o contraria a la 
veracidad en el procedimiento, se introducen medidas amplias de intervención de 
las comunicaciones, de investigación secreta o clandestina, de incomunicación. 
 
 Se reducen considerablemente las exigencias de licitud y admisibilidad de la 
prueba. 
 
 Se amplían los plazos de detención policial para el cumplimiento de los fines 
investigadores, así como la prisión preventiva. 
 
 En ámbito teórico se reivindica incluso la licitud de la tortura.  
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 A nivel penitenciario se presenta regulaciones propias restrictivas de derechos: 
las que endurecen las condiciones de clasificación de los internos, las que limitan 
los llamados beneficios penitenciarios o las que amplían los requisitos de la 
libertad condicional.  
 
 Es un derecho penal de autor: el derecho penal del enemigo es incompatible con 
el principio del hecho. 
 
 El principio del hecho se entiende como aquel principio genuinamente liberal de 
acuerdo con el cual debe quedar excluida la responsabilidad jurídico-penal por 
meros pensamientos, es decir como rechazo de un Derecho Penal orientado con 
base en la “actitud interna del autor”.  
 
 Precisamente el Derecho Penal del enemigo es un derecho penal de autor, porque 
se dirige en forma directa y específica a los enemigos (no personas) 
eliminándolos porque representa un peligro muy grave y serio para la sociedad. 
 
 Por medio del Derecho penal de autor se etiqueta al ciudadano como enemigo y 
luego se le va a liquidar por su calidad de enemigo aunque no fuese responsable 
ya de ningún acto.  
 
 Se aparta de los fines ordinarios del Derecho Penal, es decir, de la reafirmación 
del ordenamiento jurídico o de la norma infringida conforme a la ideología de la 
llamada actualmente prevención general positiva, de la prevención especial 
rehabilitadora o de reinserción social.  
 
 Se trataría de una legislación de lucha o de guerra contra el enemigo cuyo único 
fin sería su exclusión o eliminación. 
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 El derecho penal del enemigo consiste en sancionar la conducta de un sujeto 
peligroso en una etapa muy anterior a un hecho delictivo, sin esperar a una lesión 
posterior tardía.  
 
 Se sanciona la conducta y la peligrosidad del sujeto y no sus actos. 
 
 Con el Derecho Penal del enemigo se trata de combatir a individuos que en su 
actitud, por ejemplo, en el caso de delitos sexuales, en su vida económica, por 
ejemplo en el caso de la criminalidad económica o mediante su incorporación a 
una organización, por ejemplo en el caso del terrorismo o en la criminalidad 
organizada, se han apartado probablemente de manera duradera, al menos 
decidido, del Derecho, es decir no ofrecen la garantía cognitiva mínima que sería 
necesaria para su tratamiento como personas.  
 
 La reacción del ordenamiento jurídico frente a esta criminalidad se caracteriza 
porque no se trata en primera instancia de la compensación de un daño a la 
vigencia de la norma, sino de la eliminación de un peligro. La privación o 
negación de la condición de persona a determinados individuos y con ello la 
atribución a ellos de la condición de enemigos, constituye pues el paradigma y el 
centro de gravedad del Derecho Penal del enemigo como un ordenamiento 
punitivo diferente, excepcional y autónomo con respecto al Derecho Penal 




La principal importancia del Derecho Penal del Enemigo es la seguridad cognitiva. En 
él no se trata ya como sucede en el Derecho Penal general de la conservación o mantenimiento 
del orden, sino de la producción en el entorno de las condiciones soportables por medio de los 
cuales sean eliminados todos aquellos que no ofrecen la garantía cognitiva mínima que es 
necesaria para poder ser tratados como personas. 
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El Derecho Penal del Enemigo es la regulación de la exclusión de los enemigos, la cual 
se justifica en tanto en cuanto éstos son actualmente no personas. 
 
El Derecho Penal del Enemigo optimiza la protección de bienes jurídicos, el Estado no 
dialoga con ciudadanos para mantener la vigencia de la norma, sino que combate a sus 
enemigos, es decir combate peligros, de ahí que la pena se dirige hacia el aseguramiento frente a 
hechos futuros, no a la sanción de hechos cometidos. 
 
En el Derecho Penal del Enemigo se renuncia a las garantías procesales y materiales del 
Derecho Penal de la normalidad. Estos principios o reglas propios del Derecho Penal del 
Enemigo vendrían impuestos por el significado de las circunstancias fácticas que caracterizan la 
actividad y la posición del enemigo frente a la sociedad y se configurarían como instrumentos 
adecuados al fin de la prevención del peligro que representa al enemigo, el cual solo puede 
alcanzar mediante su vencimiento o eliminación en la guerra desatada entre él y el Estado y 
mediante su exclusión. 
 
Nos encontramos con un Derecho Penal incluso de la anticipación a los hechos 
criminales, como una propuesta de protección penal, que va a conllevar un discurso de aumento 
de penas, la transformación de la legislación penal en un arma de lucha contra el enemigo, al 
que hay que enfrentar socavándole sus garantías procesales, desconociéndole hasta el derecho al 
reclamo mediante instituciones como las del amparo de libertad.  
 
El recorte de garantías y beneficios de excarcelación se trasladan al propio derecho 
procesal penal, con la creación de institutos como la prisión preventiva no excarcelable ni 
sustituible frente a cierto tipo de delitos como los de criminalidad organizada, terrorismo, 
delincuencia macroeconómica, tráfico de drogas ilegales, pornografía infantil, etc., en estos 
casos se pretende encontrar su legitimación a partir de la necesidad de la eliminación de un 
peligro potencial o futuro, la punibilidad se adelanta y la pena se dirige hacia el aseguramiento 
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3.4. Principio pro homine 
 
El principio pro homine, incorporado en múltiples tratados internacionales, es un 
criterio hermenéutico que coincide con el rasgo fundamental de los derechos humanos, por 
virtud del cual, se debe magnificar el iteres del ser humano, lo que implica acudir a la norma 
más amplia o a la interpretación extensiva de la disposición legal  cuanto le favorezca, inclusive 
tomando como fuente de derechos la norma internacional; y, correlativamente, interpretar de 
manera restrictiva las normas legales cuando reducen el ejercicio de derechos.  
 
El principio pro homine tiene varias formas de aplicación, entre las que se destacan: en 
primer lugar, en los casos en los cuales está en juego la aplicación de varias normas relativas a 
derechos humanos, debe aplicarse aquella que contenga protecciones mejores o más favorables 
para el individuo. En segundo lugar, en casos en los cuales se está en presencia de una sucesión 
de normas, debe entenderse que la norma posterior no deroga la anterior si está consagra 
protecciones mejores o mayores que deben conservarse para las personas. En tercer lugar, 
cuando se trate de la aplicación de una norma, debe siempre interpretarse en la forma que mejor 
tutele a la persona.  
 
En cuanto a los derechos fundamentales podemos decir que Luis Ferrajoli sostiene que 
los derechos fundamentales son: “todos aquellos derechos subjetivos que corresponden 
universalmente a todos los seres humanos en cuanto dotados del status de personas, de ciudadanos o de 
personas con capacidad de obrar”. El propio autor aclara que por derecho subjetivo debe 
entenderse “cualquier expectativa positiva (de prestaciones) o negativa (de no sufrir lesiones) adscrita 
a un sujeto por una norma jurídica”, mientras que por status debemos entender “la condición de un 
sujeto, prevista asimismo por una norma jurídica positiva, como presupuesto de su idoneidad para ser 
titular de situaciones jurídicas y/o autor de los actos que son ejercicio de éstas”.  
 
Por lo que, debemos entender que los derechos fundamentales se encuentran adscritos 
en el Ordenamiento Jurídico con la finalidad de beneficiar a todas las personas. En este sentido, 
el principio pro homine debe entenderse como la aplicación preferente de la norma más 
favorable a la persona humana en el que establece un orden de supremacía normativo e 
interpretativo, pues se debe acudir a la norma o la interpretación más amplia, e inversamente, a 
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la norma más restringida cuando se trata de establecer de manera permanente el ejercicio de los 
derechos. 
 
Al constituirse parte de los derechos humanos, el principio pro homine, también es parte 
de los principios innovadoramente incorporados a la Constitución de la República del Ecuador 
2008, que bajo la bandera del Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social, y en virtud 
de la incorporación del Neoconstitucionalismo, es de obligatorio e inmediato acatamiento. Sin 
embargo, por desconocimiento la Administración de Justicia Constitucional y Ordinaria, dentro 
de sus fallos no expresa motivación alguna en tal sentido, lo cual permite aseverar que el mismo 
no está siendo aplicado.  
 
Lo que correlativamente da cabida a la indefensión y a la inseguridad jurídica, aspectos 
que son incompatibles con el nuevo Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social. Razón 
por la cual, el presente trabajo investigativo tiene la finalidad de emitir criterios bien fundados 
tendientes a reformar la norma constitucional y demás leyes anexas para que el principio pro 
homine se cumpla a cabalidad. 
 
El principio pro homine entra dentro de la categoría de los Derechos Humanos, ya que 
estos son prerrogativas o potestades que se han otorgado a todo sujeto que tenga la condición de 
persona física, a fin de que se desarrolle plenamente en sociedad en su desarrollo vital. 
 
El principio pro homine implica que la interpretación jurídica siempre debe buscar el 
mayor beneficio para el hombre, es decir, que debe acudirse a la norma más amplia o a la 
interpretación extensiva cuando se trata de derechos protegidos y, por el contrario, a la norma o 
a la interpretación más restringida, cuando se trata de establecer límites a su ejercicio. 
 
Se trata también de un principio universal, pues, se contempla en el Art. 29 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos
8
 en la que especifica:  
                                                     
8
 La Convención Americana sobre Derechos Humanos (también llamada Pacto de San José de Costa 
Rica o CADH) fue suscrita, tras la Conferencia Especializada Interamericana de Derechos Humanos, el 
22 de noviembre de 1969 en la ciudad de San José en Costa Rica y entró en vigencia el 18 de julio de 
1978. Es una de las bases del sistema interamericano de promoción y protección de los derechos 
humanos. Los Estados partes en esta Convención se “…comprometen a respetar los derechos y 
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Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de: 
Permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio de 
los derechos y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor medida que 
la prevista en ella; 
 
Limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de 
acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra 
convención en que sea parte uno de dichos Estados; 
 
Excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de la 
forma democrática representativa de gobierno; y, 
 
Excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de Derechos y 
Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma naturaleza. 
 
Así también el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
9
 establece lo 
siguiente:  
 
Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido de conceder 
derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender actividades o realizar 
actos encaminados a la destrucción de cualquiera de los derechos y libertades reconocidos 
en el Pacto o a su limitación en mayor medida que la prevista en él. 
 
…No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos humanos 
fundamentales reconocidos o vigentes en un Estado Parte en virtud de leyes, convenciones, 
                                                                                                                                                           
libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a todas las personas que estén 
sujetas a su jurisdicción, sin discriminación alguna”. Si el ejercicio de tales derechos y libertades no 
estuviese ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados partes están 
obligados a adoptar medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacerlos 
efectivos. Además, establece la obligación, para los Estados partes, del desarrollo progresivo de los 
derechos económicos, sociales y culturales contenidos en la Carta de la Organización de los Estados 
Americanos, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados. 
9
 El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (ICCPR, por su sigla en inglés) es un tratado 
multilateral general que reconoce Derechos civiles y políticos y establece mecanismos para su protección 
y garantía. Fue adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante la Resolución 
2200A (XXI), de 16 de diciembre de 1966. Entró en vigor el 23 de marzo de 1976. Fue adoptado al 
mismo tiempo que el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y se hace 
referencia a ambos con el nombre de Pactos Internacionales de Derechos Humanos o Pactos de Nueva 
York. A su vez, éstos, junto con la Declaración Universal de los Derechos Humanos, comprenden lo que 
algunos han llamado Carta Internacional de Derechos Humanos. 
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reglamentos o costumbres, sin pretexto de que el presente Pacto no los reconoce o los 
reconoce en menor grado. 
 
Por lo tanto, la aplicación del principio pro homine, en el análisis de los derechos 
humanos, es un elemento esencial e indispensable que se debe utilizar de manera obligatoria e 
imperativa en la interpretación de las normas jurídicas que se relacionen con la protección de los 
derechos de las personas a efecto de que se consiga su adecuada y garantizada protección. 
 
Por lo que cabe resaltar que siendo el principio pro homine parte del Derecho Universal, 
es parte de nuestra normativa nacional, debido a lo establecido en el Art. 424, inciso segundo  
de la Constitución de la República 2008:  
 
La Constitución y los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por el 
Estado que reconozcan derechos más favorables a los contenidos en la Constitución, 
prevalecerán sobre cualquier otra norma jurídica o acto del poder público. 
 
Por lo que se entiende que el principio pro homine, al contener un cúmulo de derechos y 
garantías que favorecen ampliamente a la persona, prevalece sobre cualquier norma jurídica, 
inclusive sobre acto del poder público, se puede decir que está sobre el mandato constitucional y 
que se trata de un principio supra nacional, que tutela y protege a la persona en todas las 
instancias. 
 
Nuestra Constitución de la República 2008, al respecto manifiesta:  
 
Art. 11.-“El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios:  
 
…Numeral 3.- Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los 
instrumentos internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación 
por y ante cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de oficio o a 
petición de parte. Para el ejercicio de los derechos y las garantías constitucionales no se 
exigirán condiciones o requisitos que no estén establecidos en la Constitución o la ley. Los 
derechos serán plenamente justiciables. No podrá alegarse falta de norma jurídica para 
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justificar su violación o desconocimiento, para desechar la acción por esos hechos ni para 
negar su reconocimiento. 
 
…Numeral 4.- Ninguna norma jurídica podrá restringir el contenido de los derechos ni de 
las garantías constitucionales. 
 
La definición de este principio como lo sostiene la doctrina es un criterio hermenéutico 
que informa todo el derecho internacional de los Derechos Humanos, en virtud del cual se debe 
acudir a la norma más amplia o a la interpretación más extensiva, cuando se trata de reconocer 
derechos protegidos, e inversamente, a la norma o interpretación más restringida cuando se trata 
de establecer restricciones permanentes al ejercicio de los derechos o su suspensión 
extraordinaria.  
 
Por lo tanto, la aplicación del principio, en el análisis de los derechos humanos, es un 
elemento esencial e indispensable que se debe utilizar de manera obligatoria e imperativa en la 
interpretación de las normas jurídicas que se relacionen con la protección de los derechos de las 
personas a efecto de que se consiga su adecuada y garantizada protección. 
 
Esto representa, que los valores, principios, derechos y garantías que surgen del 
principio pro homine, se deben materializar en la aplicación de este, cuando sea procedente la 
interpretación más favorable.  
 
Esto, también representa que los funcionarios judiciales y/o administrativos al aplicar 
este principio, se rigen por dos deberes, el primero, el interpretativo y el segundo la aplicación 
de la norma favorable.  
 
Ahora bien, cuando un derecho fundamental está reconocido en las dos fuentes 
supremas, a saber la Constitución de la República del 2008 y los Tratados Internacionales de 
Derechos Humanos, la elección de la autoridad para determinar cuál norma o fundamento será 
el aplicable, siempre deberá atender a criterios que favorezcan a la persona y según dicho 
criterio interpretativo, en caso de que exista diferencia alguna entre el alcance y la protección 
reconocida en las normas de estas distintas fuentes debe prevalecer aquella que representa una 
mayor protección para el hombre o bien que represente una menor restricción.  
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En estas condiciones y en una pura lógica jurídica, el catálogo de los derechos humanos 
no se encuentra limitado por la parte dogmática y sus alcances de nuestra Constitución sino 
también incluye a todos aquellos que a pesar de no ser reconocidos de manera interna, estén 
reconocidos de manera convencional. 
 
Es necesario destacar que la aplicación de este principio no es única y exclusiva en 
materia penal, esto es, en favor del inculpado y de la víctima directa e indirecta, puesto que de la 
interpretación de sus fundamentos no se hace distinción alguna en materia, por lo que la 
aplicación de este principio se debe de hacer en todas las materias inclusive la mercantil y 
administrativa, puesto que los derechos humanos no están restringidos a la materia criminal. 
 
Toda vez que la primera arista, la de la norma más amplia, supone la existencia de un 
escenario en donde, teniendo diversas normas aplicables a un caso, hay que escoger aquella que 
sea más favorable a la persona, independientemente del lugar que ocupe en la jerarquía 
normativa.  
Sobre la interpretación más extensiva, esta se aplica cuando existe una norma que 
cuenta con varias interpretaciones, luego el intérprete tiene que escoger aquella más protectora 
para la persona.  
 
En cuanto a la interpretación restrictiva de las limitaciones de derechos, ella es 
importante en situaciones de normalidad, pero adquiere relevancia en circunstancias 
extraordinarias, como los estados de excepción, ya que le impone a los Estados la obligación de 
estricta observancia de las posibilidades interpretativas que interfieran en la menor medida, el 
goce y ejercicio de los derechos y libertades. 
 
Así como la Constitución de la República 2008, dispone que en caso de duda se deba 
estar a favor del reo en aplicación de la norma (in dubio pro reo), la aplicación del principio del 
pro homine, se viabiliza en la interpretación de la norma legal. 
 
Cabe recordar que al abordar el principio pro homine y su cúmulo de valores, 
principios, reglas, derechos y garantías, se preceptúa como el más prioritario de ellos, el de 
respetar y hacer respetar los derechos humanos.  
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Siendo el primerísimo derecho: la inviolabilidad de la vida, contemplado en el Art. 66 
de la Constitución de la República: “Se reconoce y garantizará a las personas: numeral 1ro. El 
derecho a la inviolabilidad de la vida. No habrá pena de muerte”. 
 
El principio pro homine que implica que la interpretación jurídica siempre debe buscar 
el mayor beneficio para el hombre, es decir, que debe acudirse a la norma más amplia o a la 
interpretación extensiva cuando se trata de derechos protegidos y, por el contrario, a la norma o 
a la interpretación más restringida, cuando se trata de establecer límites a su ejercicio, se 
contempla en los artículos 29 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 5 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Como dichos tratados forman parte del 
Ordenamiento Jurídico Nacional, conforme al artículo 424 del mandato constitucional, es claro 
que el citado principio debe aplicarse en forma obligatoria, pues su naturaleza jurídica es supra 
nacional. 
 
De ahí que, las constituciones incluyan en sus normas principios tuteladores a los 
derechos que reconocen a favor de las personas, a las que se suman los derechos reconocidos 
por los tratados y convenios internacionales sobre derechos humanos, de tal suerte que dichos 
derechos humanos gozan de doble cualificación: la de su origen como derechos subjetivos de 
libertad y la de su estructura objetiva de normas jurídicas con contenido ético que tiene validez 
para todos los ámbitos del derecho. 
 
Estos principios que viabilizan los derechos de las personas son los que junto a las 
normas de organización y competencia conforman el garantismo de jerarquía suprema, de tal 
suerte que tales principios pasan a estar dotados de garantías jurisdiccionales y de fuerza 
vinculante, son los que sirven de parámetro para la interpretación de las leyes y se aplican en 
forma directa e inmediata. 
 
La Constitución de la República 2008, en su Art. 84 manifiesta:  
 
La Asamblea Nacional y todo órgano con potestad normativa tendrá la obligación de 
adecuar, formal y materialmente, las leyes y demás normas jurídicas a los derechos 
previstos en la Constitución y los tratados internacionales, y los que sean necesarios para 
garantizar la dignidad del ser humano o de las comunidades, pueblos y nacionalidades. En 
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ningún caso, la reforma de la Constitución, las leyes, otras normas jurídicas ni los actos 
del poder público atentarán contra los derechos que reconoce la Constitución. 
 
Por lo que se puede colegir que, los derechos fundamentales rigen hoy en la práctica, en 
atención al principio universal del pro homine, como principios supremos del Ordenamiento 
Jurídico Nacional, en su conjunto, no solo en su relación del individuo con el poder público y 
afectan por ello a la relación recíproca de los actores jurídicos particulares, limitan su autonomía 
privada; rigen también no solo como normas de defensa de la libertad, sino al mismo tiempo, 
como mandatos de actuación y de deberes de protección para el Estado. 
 
Es claro que, por el accionar del principio pro homine, los derechos cumplan la función 
de ordenar el sistema jurídico en su conjunto. Esto significa que los derechos crean 
objetivamente un orden de valores que va más allá de ser pretensiones subjetivas frente al 
Estado o el poder. No tienen peso solo por su significación jurídico-individual, sino que son de 
igual trascendencia para la totalidad jurídico-constitucional de la comunidad social y política en 
la que tienen vigencia. 
 
Esta concepción rompe el esquema liberal del Estado en el que tienen su aparición los 
derechos, por eso el Art. 84 de la Constitución de la República señala que los derechos como 
normas constitucionales desempeñan una función objetiva de validez de las normas 















4. CONCEPCIONES CONSTITUCIONALES DEL SISTEMA JUDICIAL 
La Constitución de la República puede postularse como “norma de normas”, que rige 
el actual Ordenamiento Jurídico, mismo que se reconoce como un todo dinamizado por los 
poderes constituidos, dentro del marco trazado y con sujeción a los principios y valores 
superiores.  
 
No podría la Constitución orientar el proceso normativo y el conjunto de decisiones que 
se derivan de su propia existencia, si sus preceptos no fuesen acatados por todas las autoridades 
y las personas a la luz de los principios procesales que rigen el Sistema Procesal.  
 
En el actual Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social encontramos 
principios, garantías y derechos, a saber: 
 
Los principios son reglas o normas del Derecho Universal, que deben ser respetadas por 
los operadores de justicia de manera irrestricta. 
 
Según Lenin Arroyo (1998) son: 
 
Las garantías constitucionales son medios procesales que se reconocen en la Constitución 
Política del Estado y en la Ley Orgánica de Control Constitucional, para que en la 
práctica se hagan valer los derechos constitucionales de los ciudadanos ecuatorianos con 
la finalidad de oponer a injustificadas violaciones. 
 
A decir de Gregorio Badén (1998): 
 
Las garantías son mecanismos jurídicos para proteger o asegurar el compromiso de que se 
cumplan por encima de cualquier otra disposición, los derechos constitucionales de las 
personas. 
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Por su parte Guillermo Cabanellas (1986) considera: 
 
Un conjunto de declaraciones, medios y recursos con que los textos constitucionales 
aseguran a todos los individuos o ciudadanos del disfrute y ejercicio de los derechos 
públicos y privados fundamentales que se les reconoce. 
 
De este modo, podemos decir que los principios que rigen el Sistema Procesal 
Ecuatoriano, son las reglas que la Constitución y la Ley pone a disposición de las partes 
procesales para que puedan defender sus derechos, reclamar cuando corren peligro de ser 
conculcados o indebidamente restringidos; y, por último obtener la reparación cuando son 
violados. 
 
Los principios que rigen el Sistema Procesal Ecuatoriano, son los mecanismos del 
derecho universal cuyo objetivo principal es proteger los Derechos Humanos, Constitucionales y 
Legales de las partes procesales y a la vez velar por el respeto del Principio de Supremacía de la 
Constitución de la República. 
 
Como determina su nombre los principios que rigen el Sistema Procesal Ecuatoriano se 
constituyen en la base primaria de la Norma Constitucional, el camino o sendero a seguir, para 
que se viabilicen los derechos y garantías constitucionales conferidas en general a los 
ciudadanos ecuatorianos y en particular a las partes procesales, esta puntualmente determinado 
por la Constitución de la República y las leyes anexas como la Ley Orgánica de Garantías 
Constitucionales y Control Constitucional, el Código de Procedimiento Civil, el Código de 
Procedimiento Penal, etc.  
 
Bien se puede establecer que se trata de reglas directrices de cumplimiento del Debido 
Proceso, del garantismo tuitivo y de la alta tutela de la Constitución de la República del 
Ecuador. 
 
De tal manera que se debe tener presente que, una de las ideas más importantes de la 
teoría del derecho, tanto en el mundo anglosajón como en el continental, es que los 
ordenamientos jurídicos no están compuestos solamente por normas, entendidas como reglas, 
sino también de principios.  
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Por lo anterior, se debe hacer una distinción entre reglas y principios, para con ello estar 




 Establecen supuestos de hecho y consecuencias jurídicas.  
 La colisión con otras reglas se resuelve, mediante la premisa de  
 la norma posterior y la norma especial.  
 Se establecen dentro del marco de lo fáctico y realizable.  
 No requiere de mayor esfuerzo argumentativo.  
 Suelen poseer un alto grado de precisión.  




 Contienen mandatos de optimización, “toda persona tiene derecho a la 
seguridad social”.  
 Colisiona con otros principios y bienes jurídicos tutelados constitucionalmente.  
 Se caracteriza por niveles elevados de imprecisión terminológica.  
 Son interpretados sistemáticamente.  
 Los principios, desde el punto de vista doctrinal, deben cumplir con el siguiente 
roll primordial:  
 
1. Sirven de base y fundamento de todo el ordenamiento jurídico.  
2. Actúan como directriz hermenéutica para la aplicación de las reglas jurídicas.  
3. En caso de falta de norma concreta y específica, se emplean como fuente 
integradora del derecho.  
  
En estos términos, es indiscutible que los principios cumplen con una triple función, que 
es: fundamento, interpretación e integración del orden jurídico.  
 
La Constitución de la República del Ecuador busca armonizar las relaciones y garantizar 
sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos de los ciudadanos ecuatorianos en un 
marco de profundo respeto a esta norma suprema.  
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El Ecuador ha dejado de ser el Estado Social de Derechos para transformarse en 
Constitucional de Derechos y de Justicia, razón por la cual obliga a ultranza a los operadores de 
justicia a respetar y acatar los principios del Sistema Procesal Ecuatoriano.  
Por lo mismo los principios del Sistema Procesal Ecuatoriano deben respetarse en 
cualquier trámite, ante cualquier autoridad que pretenda procesar y que al final dicte una 
resolución fundamentada y haga cumplir lo resuelto.  
 
Las garantías de los principios del Sistema Procesal Ecuatoriano pueden violarse por 
inadecuada administración de justicia o porque teniendo toda la estructura el juez no garantiza la 
tutela jurisdiccional por negligencia o corrupción.  
 
El Estado debe asegurar el conjunto mínimo de garantías procesales sin lo cual el 
proceso judicial no será equilibrado, razonable ni confiable, garantías estas que permiten la 
efectividad de la justicia, que aseguran el derecho material de los ciudadanos frente a los 
órganos de Administración de Justicia.  
 
Las partes procesales para acceder a la justicia, deben someterse a una serie de formas 
que les impone la ley, las cuales deben estar en estricta concordancia con los principios del 
Sistema Procesal Ecuatoriano establecidos en la Constitución de la República, que buscan hacer 
efectivo el goce de los derechos previstos en la norma suprema.  
 
En la Constitución de la República del Ecuador se encuentran incorporados los 
principios del Sistema Procesal para limitar el poder el Estado -hoy Constitucional de Derechos 
y Justicia Social-; estructuralmente es la unión de dos fuentes de constitucionalismo: de tal 
forma que la aplicación de la ley debe estar en total armonía con la Constitución y todos los 
poderes públicos sometidos también a los preceptos de la Carta Política; esta delimitación del 
radio de acción del poder estatal vía constitucional, evita el despotismo y marca la diferencia del 
estado totalitario donde reina la arbitrariedad; pues inaugura un nuevo estado, donde los 
principios del Sistema Procesal deben ser acatados. 
 
Los principios del Sistema Procesal que forman parte de la Constitución, sirven para 
hacer efectivas los derechos y las garantías que constan en los artículos 76 y 77 de la 
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Constitución de la República, aun así, el Estado ante la posibilidad de que sus instituciones o los 
servidores púbicos lesionen estos principios, otorga otros argumentos a favor del ciudadano 
como la posibilidad de acudir a los órganos jurisdiccionales en busca de un amparo directo, 
eficaz y oportuno de sus derechos por actos u omisiones de cualquier autoridad. Para ello ha 
establecido la acción de protección, por ejemplo. 
 
La importancia de los principios del Sistema Procesal redicen en su naturaleza jurídica, 
altamente constitucional; tanto más cuando constatamos que la Constitución contiene preceptos 
que directa o indirectamente regulan y establecen el sistema cognitivo, por lo que debe estar 
conformada por valores, principios, derechos, garantías y normas que regulan los poderes del 
Estado ya que al Derecho Procesal no se puede interpretar de una manera fraccionada o aislada 
sino como un ordenamiento sistemático. 
 
 Dentro de nuestra Administración de Justicia, los principios del Sistema Procesal 
poseen gran incidencia debido a que: 
 
Orientan la actividad de los operadores judiciales y de quienes intervienen en el proceso 
al aplicar los dispositivos de la Constitución de la República, la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional, el Código de Procedimiento Civil, el Código de 
Procedimiento Penal, entre otras normas. 
 
Reconocen valores, reglas, normas, derechos, atributos y garantías a las personas que 
directa o indirectamente se ven involucrados en un proceso civil. 
 
Orientan la aplicación o interpretación de la Constitución, los Tratados Internacionales 
de Derechos Humanos y la ley, tanto sustantiva como adjetiva civil, al confrontarse un caso 
concreto.  
 
Inspiran a la Asamblea Nacional para que las nuevas leyes que se den en el futuro se 
adecúen a lo previsto en la Constitución de la República y los Tratados Internacionales de 
Derechos Humanos.   
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 La teoría tradicional del derecho considera que en el Sistema Procesal se pueden 
encontrar dos tipos de principios procesales. Unos de directa aplicación y otros programáticos.  
 
 Se entiende que los primeros, de directa aplicación, al tener formas de reglas (hipótesis 
de hecho y obligación), pueden ser aplicados, mediante un proceso incluyente, por quien juzga. 
Es decir que la norma se adecúa al caso específico.  
 
 En cambio, los principios programáticos, son aquellos que establecen objetivos a 
alcanzarse, tales como los derechos sociales, solo podían ser aplicados si es que existe 
desarrollo normativo. Es decir que su direccionamiento depende de la evolución normativa del 
Ordenamiento Jurídico Nacional.  
 
 Esta teoría tenía sentido en el Estado Legal de Derecho, puesto que las autoridades 
judiciales estaban sometidas exclusivamente a la ley. Sin embargo, en la actualidad, el 
neoconstitucionalismo, imperante en nuestra norma constitucional, establece que todos y cada 
uno de los principios del Sistema Procesal son aplicables.  
 
 La distinción entre principios programáticos y directamente aplicables, es irrelevante, 
no cabe jerarquización alguna, todos deben concretarse en la práctica. Por supuesto que esta 
afirmación implica que las personas están sometidas además de la ley a la Constitución y que 
requiere una dosis de creatividad de la persona que aplica al imaginar y crear la hipótesis de 
hecho y la obligación que emana de los principios constitucionales en el caso que se aplica.  
 
 Por tal motivo, los sujetos destinatarios de los derechos ya no son exclusivamente las 
autoridades judiciales. Esto también cambia la teoría tradicional del derecho. Los principios 
constitucionales están destinados a vincular y limitar a cualquier persona que se encuentre en 
situación de poder. 
 
 Sobre todo, porque en la actualidad dentro del nuevo paradigma constitucional ninguna 
norma jurídica puede restringir el contenido de los derechos ni de las garantías constitucionales 
tuteladas por los principios procesales. Lo que significa que hoy más que nunca los principios 
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del Sistema Procesal poseen real prestación y aplicabilidad, lo cual sugiere un cambio en el 
Ordenamiento Jurídico. 
 
4.1. Principios procesales incorporados al sistema judicial 
 
De acuerdo con la Constitución de la República 2008: 
 
Art. 169.- El sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. Las normas 
procesales consagrarán los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, 
inmediación, celeridad y economía procesal, y harán efectivas las garantías del debido 




De acuerdo a Marco Antonio Maldonado Castro (2008): 
 
Implica la eliminación o supresión de determinadas exigencias de las partes o de ciertas 
actuaciones de los operadores procesales que tornan engorroso al proceso a fin de hacerlo 
más sencillo, siempre que no se transgredan los principios del debido proceso y no se 
afecte con ello la validez del proceso.  
 
Por lo que se puede concluir que los trámites judiciales y no judiciales establecidos por 
la autoridad pública deben ser sencillos, debiendo eliminarse toda complejidad innecesaria; es 
decir, los requisitos exigidos deben ser racionales y proporcionales a los fines que se persigue 
cumplir. Pues de nada sirve establecer solemnidades ociosas e injustificadas. 
 
La simplificación de los procesos judiciales también está fundamentada en la necesaria 
modernización de todos los componentes del Estado, máxime si este se configura como 
Constitucional de Derechos y Justicia Social. El uso del internet y las nuevas tecnologías, la 
globalización de la economía, las telecomunicaciones y el constante flujo de inversión entre los 
diferentes países, son aspectos que también están relacionados con la administración de 
justicia.   
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El nuevo panorama mundial exige que la justicia sea un área prioritaria dentro de los 
planes de todos los gobiernos y su modernización va de la mano de la exigencia de la viabilidad 
de la ponderación 
 
Este nuevo esquema necesariamente obliga a los gobiernos a destinar mayores recursos 
económicos al sistema de administración de justicia y asimismo, propicia la utilización de 
herramientas tecnológicas y de información que faciliten la labor del administrador de justicia. 
 
Por otro lado, el mejoramiento de la Administración de Justicia también está 
fundamentado en afianzar el contenido de los numerosos convenios internacionales de derechos 
humanos y cuya implementación y aplicación práctica, ha quedado rezagada dentro del ámbito 
jurídico.  
 
En este sentido, resulta oportuno lo señalado en la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre que en el artículo 67, señala que toda persona puede acceder a 
los tribunales para hacer valer sus derechos y que se debe disponer de un procedimiento sencillo 




La uniformidad del proceso responde también al mandato constitucional, ya que prevé 
que las leyes procesales tenderán a consagrar la uniformidad del proceso, es decir el proceso 
representa un todo, una sola unidad a través de la cual se resolverán los asuntos contenciosos. 
 
A decir de Marco Antonio Maldonado Castro (2008): 
 
La simplificación significa que toda la actividad procesal debe ser realizada en forma 
organizada y regular, de modo que a cada diligencia le corresponde un procedimiento 
especial y único, según su naturaleza y objetivo, con las excepciones establecidas por la 
ley.  
 




Los sujetos del procedimiento y/o partes procesales deben hacer prevalecer el 
cumplimiento de la finalidad del acto procedimental, sobre aquellos formalismos cuya 
realización no incida en su validez, no determinen aspectos importantes en la decisión final, no 
disminuyan las garantías del procedimiento, ni causen indefensión. 
 
En todos los supuestos de aplicación de este principio, la finalidad del procedimiento 
debe ser privilegiada sobre las formalidades no esenciales, de hecho, deberá ajustarse al marco 
normativo aplicable y su validez, de tal suerte que la eficacia es una garantía de la finalidad del 




Este principio tiene gran acogida en la doctrina, es definido por Isidoro Eisner (1994) como:  
 
El principio en virtud del cual se procura asegurar que el Juez o el Tribunal se halle en 
permanente e íntima vinculación personal con los sujetos elementos que intervienen en el 
proceso, recibiendo directamente alegaciones de las partes y las aportaciones probatorias, 
a fin de que pueda conocer en toda su significación el material de la causa desde el 
principio de ella, quien a su término a de pronunciar la sentencia que la resuelva. 
 
El principio de inmediación exige la relación directa del juez con las partes y los 
elementos de prueba que él debe valorar para formar su convicción. Cuando existe un 
intermediario, como ocurre en el proceso judicial, la convicción del juez se forma bajo influjos 
de comunicación preparada por un tercero (auxiliar judicial, amanuense y/o funcionario 
judicial), lo que puede traducirse en aumento del margen de error en el entendimiento.  
 
La inmediación, sin embargo, no es un principio exclusivo del proceso oral, es 
susceptible de ser combinada en cualquier tipo de proceso, sea escrito, oral o mixto. Se patentiza 
toda vez que el juez arguye su conocimiento a través de la observación directa, y en algunas 
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veces participante, de los hechos aunque les sean presentados por escrito. Aunque reviste una 
caracterizada importancia en el sistema oral. 
 
La importancia de la inmediación en el sistema oral se entiende cuando las partes 
aportan sus alegaciones de hecho y sus ofrecimientos de prueba deben producirse directamente, 
frente y ante el juez, de esta manera se procura la identificación física del juez, su presencia, 
hasta el punto de considerarse viciada una tramitación si el juez no la presencia directamente. 
 
Engel Klein señala (1927): 
 
Que la oralidad es la compañera necesaria de la inmediación en el procedimiento. En 
tanto en cuanto el procedimiento sea inmediato, la oralidad no precisa de otra 
fundamentación. La clave del proceso se halla en la exposición del caso litigioso, en la 
reconstrucción del supuesto fáctico y en la prueba, ésta asegura el proceso, facilita las 
aclaraciones y suministra los mejores puntos de vista y las mejores impresiones sobre 
las personas del juicio.  
 
La inmediación revierte algunas características típicas del principio, como lo son; la 
presencia física del juez, la recepción de alegatos y pruebas durante la audiencia, el juez que 
falla es quien ha presenciado la audiencia, entre otras no menos importantes. 
 
Este contacto directo de partes, testigos y peritos con el juez es el que da lugar a toda 
serie de reacciones judiciales a que Engel Klein (1927) aludía acertadamente. 
Tanto más si tenemos presente que Aristóteles Romberg Arístide (1974), según: 
 
La audiencia es el medio donde la inmediación despliega toda su efectividad, en relación a 
los juicios orales, pues la audiencia pública utilizada en el sistema escrito no pasa de ser 
un lapso para realización de actos singulares del proceso, los cuales deben reducirse a un 
acta escrita. En el proceso oral las pruebas deben practicarse en el debate, salvo 
excepciones, por lo que la parte promovente despliega en la audiencia sus alegatos y 
pruebas mientras que la otra parte controla.   
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 Razón por la cual, en el vigente Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social, la 
inmediación destella toda su luz, pues garantiza que los actos judiciales van a contar con la 




Dentro de nuestra Constitución de la República, la celeridad procesal es uno más de los 
principios del Sistema Procesal, que busca optimizar el servicio de Administración de Justicia. 
 
El principio constitucional de celeridad es importante porque constituye la espina dorsal 
donde descansa el debido proceso y todas las garantías constitucionales que de él emanan; pues 
tengamos presente que una justicia que tarda es injusta.  
 
La celeridad procesal en el quehacer jurídico nacional está representado por las normas 
que impiden la prolongación de los plazos, términos y eliminan los trámites procesales 
superfluos u onerosos. 
 
La celeridad procesal y la actividad probatoria no desconoce la posibilidad de que el 
juez se equivoque en la aplicación de la ley, a tal punto que condene al inocente o absuelva al 
culpable o quebrante los principios de legalidad sustantiva o adjetiva consagrados en la 
legislación y la doctrina universal, sin que se cuente con algún remedio para corregir aquellos 
errores judiciales. 
 
Este es el gran dilema, tenemos que escoger entre la celeridad y el acierto judicial. Lo 
correcto es el acierto judicial, aun cuando vaya en desmedro de la celeridad del procedimiento, 
pues de nada sirve un proceso rápido sí es errado o injusto. Es preferible que la tramitación del 
proceso demore un poco más, si la pausa garantiza el acierto en la administración de justicia. 
 
De tal suerte que, el principio de celeridad procesal obliga a las administraciones 
públicas a cumplir sus objetivos y fines de satisfacción de los intereses públicos, a través de los 
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diversos mecanismos, de la forma más expedita, rápida y acertada posible para evitar retardos 
indebidos.  
 
Este principio le impone exigencias, responsabilidades y deberes permanentes a todos 
los entes públicos que no pueden declinar de forma transitoria o singular. 
El Art. 1 de la Constitución de la República de 2008, dice:  
 
El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático, 
soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en 
forma de república y se gobierna de manera descentralizada. La soberanía radica en el 
pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y se ejerce a través de los órganos 
del poder público y de las formas de participación directa previstas en la Constitución. Los 
recursos naturales no renovables del territorio del Estado pertenecen a su patrimonio 
inalienable, irrenunciable e imprescriptible. 
 
Más adelante el Art. 169 del Mandato Constitucional establece: 
 
El sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. Las normas procesales 
consagrarán los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad 
y economía procesal, y harán efectivas las garantías del debido proceso. No se sacrificará 
la justicia por la sola omisión de formalidades. 
 
Finalmente, el Art. 172 de la Carta Magna, refiere que: 
 
Las juezas y jueces administrarán justicia con sujeción a la Constitución, a los 
instrumentos internacionales de derechos humanos y a la ley. Las servidoras y servidores 
judiciales, que incluyen a juezas y jueces, y los otros operadores de justicia, aplicarán el 
principio de la debida diligencia en los procesos de administración de justicia. Las juezas y 
jueces serán responsables por el perjuicio que se cause a las partes por retardo, 
negligencia, denegación de justicia o quebrantamiento de la ley. 
 
Pese al esfuerzo que hacen los integrantes del Consejo de la Judicatura, es 
lamentable que en la práctica pre procesal y procesal diaria, todo lo indicado, sea letra muerta 
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por la negligencia de unos pocos, existen en el Ecuador miles de causas abandonadas por falta 
de celeridad procesal. 
 
4.1.6. Economía procesal 
 
Según Chiovenda, es la obtención del máximo resultado posible con el mínimo de 
esfuerzo. Este principio se refiere no sólo a los actos procésales sino a las expensas o gastos que 
ellos impliquen. 
 
Más que un solo principio es un conjunto de principios con los cuales se consigue aquél. 
Entre ellos se encuentran la concentración que consiste en reunir todas las cuestiones debatidas 
o el mayor número de ellas para ventilarlas y decidirlas en el mínimo de actuaciones y 
providencias. Así, se evita que el proceso se distraiga en cuestiones accesorias que impliquen 
suspensión de la actuación principal. 
 
El de eventualidad que guarda estrecha relación con el de preclusión, pues toma como 
referencia las fases o términos del proceso. Consiste en que si en determinada etapa o estanco 
del proceso una parte puede realizar varios actos, debe llevarlos a cabo de manera simultánea y 
no sucesiva, esto es, todos en el mismo lapso y no primero uno y luego otro. 
 
El de celeridad que consiste en que el proceso se concrete a las etapas esenciales y cada 
una de ellas limitada al término perentorio fijado por la norma. En observancia de este principio 
se descartan los plazos o términos adicionales a una determinada etapa, esto es, los que se surten 
como complemento del principal y las prórrogas o ampliaciones.  
 
También implica que los actos se surten en la forma más sencilla posible, para evitar 
dilaciones innecesarias. 
 
En aplicación de este principio, el Código de Procedimiento Civil establece limitaciones 
a las prórrogas; otorga al juez la facultad de señalar ciertos términos, fijando el estrictamente 
necesario, y consagra medios sencillos para efectuar la notificación de las providencias. 
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El de saneamiento que consiste en que las situaciones o actuaciones afectadas de 
nulidad sean susceptibles de ser convalidadas por la parte en cuyo favor se establece. 
 
El de gratuidad de la justicia, debido a que la justicia es un servicio que presta el Estado 
a la colectividad, a él le corresponde sufragar todos los gastos que esa función entraña, como 
proporcionar los locales y elementos necesarios, atender la remuneración de los funcionarios y 
empleados, etc. 
 
4.2. Análisis al principio de mínima intervención penal 
 
Con el nuevo paradigma constitucional imperante en nuestro Ordenamiento Jurídico 
Nacional, vigente a través de la promulgación de la Vigésima Primera Constitución de la 
República del Ecuador 2012, la estructura jurídica y todo el engranaje en él concebido cambió; 
pues, los postulados del Neoconstitucionalismo trastocaron todo. (Carbonell, 2007, págs. 9,10) 
 
El Derecho Penal, no es la excepción, ya que dejando de lado su acepción tradicional, 
que comulgaba con el control social formal de reacción -acaso el más violento de los métodos 
utilizados para la consecución de sus fines-; en el Ecuador apunta a evolucionar hacia un trato 
más humanista de los delitos y las penas. Tal es así que el nuevo Proyecto de Código Orgánico 
Integral Penal, ha sido calificado por un gran número de actores políticos de altamente favorable 
al “delincuente”. 
 
Actores políticos que desconocen que, dentro de la Constitución de la República del 
Ecuador 2008, redactada entre el 30 de noviembre de 2007 y el 24 de julio del 2008, por la 
Asamblea Nacional Constituyente en Montecristi, Manabí, que rige desde su publicación en el 
Registro Oficial el 20 de octubre de 2008, considera el principio de mínima intervención penal 
como el motor que rige al nuevo Derecho Penal. 
 
Así, hablar del Derecho Penal Mínimo es llevar a la esfera de aplicación del Derecho 
Penal el mínimo de conductas transgresoras.  
 
 116  
 
En la evolución del iuspuniendi
10
 podemos apreciar que no ha sido lineal, pacífica y 
que por demás no apunta a límites concretos. Hay quienes afirman que el Derecho Penal camina 
hacia su propia tumba y será remplazado por un nuevo Derecho Correccional construido sobre 
bases positivistas, hacia una nueva tendencia altamente humanista y garantista. 
 
El Derecho Penal no es el único medio de control social. Entonces porque hacer un uso 
extensivo de este. Los bienes jurídicos tienen en el Derecho Penal un instrumento para su 
protección, pero no el único. Este derecho no interviene en las primeras fases del delito 
sino una vez que este se ha manifestado (Aller, pág. 79). 
 
Dada la gravedad del control penal -deshumanizado y sancionador- no es posible 
utilizarlo frente a todas las situaciones; pues en el abanico de posibilidades “criminales” NO 
todas las acciones y/u omisiones merecen ser castigadas con cárcel. Recordemos que la 
criminalización extrema al igual que la anarquía, no armonizan con el nuevo Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia Social. 
 
Así, frente a los excesos del Derecho Penal, nace el Derecho Penal Mínimo cuya 
esencia se orienta hacia la reducción de la pena con intención de abolirla. Pues plantea que las 
clases más deprimidas son las más criminalizadas y las más victimizadas. Hasta ahora la 
tendencia ha sido criminalizar la pobreza. Por ello, el Derecho Penal Mínimo, parte de una 
crítica al sistema penal y plantean su restructuración total. Considerando principalmente la 
abolición de la pena de cárcel sobre aquellas conductas que si bien deslegitiman importantes 
derechos constitucionales -como la honra- no significan un daño irreparable -como el delito de 
injuria, que bien puede ser indemnizado-. 
 
Según el principio de intervención mínima, el Derecho Penal debe ser la última ratio de 
la política social del Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social para la protección de 
los bienes jurídicos más importantes frente a los ataques más graves que puedan sufrir.  
 
                                                     
10
 Es una expresión latina utilizada para referirse a la facultad sancionadora del Estado. 
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La intervención del Derecho Penal en la vida social debe reducirse a lo mínimo posible 
(minimización de la respuesta jurídica violenta frente al delito) (Araujo Granda, 2012, pág. 
228). 
 
El Derecho Penal ha de ser el último recurso
11
 a utilizar a falta de otros menos lesivos; 
llegando de la mano de la recíproca interacción entre la gravedad de las sanciones susceptibles 
de imponerse a los ciudadanos a través del sistema de control social y la limitada eficacia social 
a él atribuida.  
 
La definición de un Derecho Penal Mínimo como modelo ideal de Derecho Penal ha 
vuelto a traer a la realidad los debates sobre los medios para limitar el poder de sancionar del 
Estado, con nuevos criterios. En esta línea, Silva Sánchez afirma que:  
 
El Derecho Penal que debe cumplir el fin de reducción de la violencia social, ha de asumir 
también, en su configuración moderna, el fin de reducir la propia violencia punitiva del 
Estado. Esta reducción tiene lugar por dos maneras: sobre la base del principio utilitarista 
de la intervención mínima y sobre la base de los principios garantísticos individuales. 
 
En consecuencia, el Derecho Penal debe utilizarse solo en casos extraordinariamente 
graves (carácter fragmentario
12
) y cuando no haya más remedio por haber fracasado ya otros 
mecanismos de protección menos gravosos para la persona (naturaleza subsidiaria). 
 
El principio de intervención mínima precisa de una renovación y profundización 
conceptuales, en la medida en que no cabe ignorar que padece en la actualidad un implícito 
cuestionamiento por los actores políticos que consideran a la criminalización y a la extrema 
sanción como fuente de la seguridad ciudadana.  
                                                     
11
 Cuando se afirma que el Derecho Penal es la última ratio o ÚLTIMO RECURSO del ordenamiento 
jurídico se quiere indicar que la intervención penal (prevención del delito a través de la pena) solo es 
lícita en aquellos supuestos en los que el Estado, previamente, ha agotado todas las posibilidades no 
penales para la prevención del delito (culturales, educacionales, asistenciales, de política general) y pese 
a todo, este se da. 
12
 Cuando se afirma que el Derecho Penal tiene un carácter fragmentario, se quiere indicar que éste solo 
debe intervenir frente a aquellos comportamientos que atenten a las reglas mínimas de la convivencia 
social (esto es, a los bienes o valores jurídicos fundamentales de la persona y de la sociedad) siempre y 
cuando, además, dichos comportamientos se lleven a cabo de una forma especialmente graves. 
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Luigi Ferrajoli comenta que:  
 
“Al coste de la justicia, que depende de las opciones penales del legislador -las 
prohibiciones de los comportamientos que ha considerado delictivos, las penas y los 
procesos contra sus transgresores-, se añade por tanto un altísimo costo de las injusticias, 
que depende del funcionamiento concreto de cualquier sistema penal”; por lo tanto: “…el 
principio de intervención mínima representa un límite coherente con la lógica del estado 
contemporáneo, que busca el mayor bienestar con el menor costo social, de acuerdo con 
un postulado utilitarista”. 
 
Por tanto se debe tener presente que los sistemas penales -por sí solos- no resuelven el 
problema que genera el delito en la sociedad con la pena privativa de libertad. “Ningún sistema 
sancionador garantiza su función protectora sobre la base de eliminar todas las infracciones 
normativas” (Grosso García, pág. 2); solo asegura la implementación de un sistema de 
inequidades donde el más fuerte tiene la razón. 
 
De ello se desprende que la intervención estatal ha de ser mínima y sometida a límites 
eficaces: una intervención selectiva, subsidiaria, porque el Derecho Penal significa en el nuevo 
Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social el último recurso a emplearse, no la 
respuesta natural y primaria al delito. Buscando en la persona del infractor una real 
resocialización, y no una persona que estimula sus odios sobre un sistema que al sancionarlo lo 
estigmatiza. 
 
Las críticas a la resocialización del delincuente no solo se dirigen contra la resocialización 
como tal sino también contra el medio o sistema empleado para conseguirla: el 
tratamiento penitenciario. La privación de libertad no solo es un obstáculo para un 
tratamiento resocializador, sino que tiene además, efectos negativos contrarios a la 
resocialización (Grosso García, pág. 5).  
 
Las bases para una reducción del ámbito penal podríamos tenerlas en cuanto al objeto 
de protección (en este caso nos estaríamos refiriendo a los bienes jurídicos tutelados por el 
Derecho Penal) y en cuanto a los sujetos que cometen el ilícito penal. 
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Es propio de los Estados contemporáneos, introducir en sus legislaciones sistemas de 
enjuiciamiento penal que garanticen la plena vigencia de los derechos fundamentales, pues se ha 
superado la idea inquisitiva de mirar al delincuente como un mero objeto de persecución penal, 
sino a un individuo que goza plenamente de derechos a lo largo de un proceso iniciado en su 
contra; así, el Ecuador incorpora totalmente en el año 2001, el sistema penal acusatorio, y en la 
Constitución actualmente vigente, a través del numeral 6 de su artículo 168, se determina que la 
administración de justicia, en el cumplimiento de sus deberes y en el ejercicio de sus 
atribuciones, aplicará entre otros, el criterio de que la sustanciación de los procesos se llevará a 
cabo mediante el sistema oral, de acuerdo con los principios de concentración, contradicción y 
dispositivo. 
 
Lo anotado en líneas anteriores, va de la mano y compagina íntegramente con lo 
prescrito en el indicado artículo 195 del texto constitucional, que sienta como principios rectores 
de las actuaciones de los fiscales a la oportunidad y a la mínima intervención penal, que al fin 
de cuentas se resume en el postulado del Derecho Penal de ultima ratio, que parte de la 
necesidad de restringir al máximo posible y socialmente tolerable, la intervención de la ley 
penal (carácter fragmentario), reservándola única y exclusivamente para los casos de 
violaciones graves a las normas de convivencia social, que no pueden ser contenidas y resueltas 
por otros medios de control social menos formalizados y rigurosos; en otras palabras, dejar en el 
ámbito de lo penal a las conductas más lesivas para la sociedad y que no pueden ser resueltas a 
través de otras ramas del Derecho, que sin entrar a reprimir a través de la imposición de penas, 
lograrían la reparación del daño causado. 
 
La legitimación de la postura del Derecho Penal Mínimo, radica en el contenido y 
aplicación del principio de subsidiariedad penal o subsidiariedad sancionatoria, a través del cual 
se aplica la lógica jurídica de la necesidad, que establece que la pena más grave será subsidiaria, 
por tanto sólo podrá aplicarse en los casos en los que la alternativa menos grave no baste; 
debiendo el legislador claramente establecer la debida proporcionalidad entre las infracciones y 
las sanciones. (Artículo 76 numeral 6 de la Constitución de la República 2008). 
 
Según el principio de intervención mínima, el Derecho Penal debe tener carácter de 
última ratio por parte del Estado para la protección de los bienes jurídicos y sólo para los más 
importantes frente a los ataques más graves ( Zaffaroni, Eugenio Raúl, Alagia, Alejandro , & 
Slok, 2005, pág. 81).Razón por la cual el Derecho Penal debe utilizarse solo en casos 
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extraordinariamente graves y sólo cuando no haya más remedio por haber fracasado ya otros 
mecanismos de protección menos gravosos para la persona. 
 
La intervención penal mínima significa básicamente reservar la sanción penal para 
aquellos casos que reúnan dos condiciones:  
 
 Que los bienes jurídicos lesionados por los delitos sean de especial significación; y, 
 Que los demás recursos jurídicos de un estado se hayan revelado insuficientes.  
 
Esta posición tiene varios fundamentos: 
 
 En primer lugar porque el aparato del Estado dedicado a la justicia (Policía Nacional, 
Fiscalía, Policía Judicial, Jueces y Tribunales de Garantías Penales) que siempre será 
insuficiente, debe dedicarse a los casos realmente graves, a aquellos que afectan 
seriamente a la sociedad. Al irse más allá de estos límites, se desperdician los recursos 
del Estado y se desvirtúa la razón de ser del sistema penal. Y su última consecuencia 
será mandar más gente a las cárceles, en que los detenidos, culpables algunos y muchos 
inocentes, se consumen en el hacinamiento y viven en condiciones infrahumanas. Lo 
cual correlativamente transforma al Sistema Carcelario en un terreno propicio para las 
más duras violaciones de los derechos humanos. 
 
 En segundo lugar existen conductas caducas, que han entrado en desuso, y por tanto 
resulta anacrónicas e inoperantes en el nuevo Estado Constitucional de Derechos y 
Justicia Social. 
 
 En tercer lugar ciertos delitos se han convertido en bandera de persecución política, son 
mal empleados para conseguir publicidad mediática y no llegan a ser sancionados; pero 
como contrapartida significan un alto costo Estatal. La injuria es una muestra insigne de 
aquello. 
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La concepción del principio de mínima intervención penal, en el actual escenario, 
resulta marchar contra la corriente, pues no hay propuesta más popular en las actuales 
circunstancias que blandir la amenaza penal a cada momento y para cualquier caso.  
 
Por eso mismo, es indispensable determinar claramente la razón de ser del Derecho 
Penal, que cumple un papel imprescindible, pero que no puede extenderse ilimitadamente. Peor 
todavía, servir para persecuciones, políticas o de otro tipo, para venganzas personales, afanes de 
figuración o cualquier otro propósito deleznable y condenable. No perdamos de vista que el 
enjuiciamiento y la condena en materia penal tiene un efecto terrible: la cárcel. 
 
Resulta bajo cierto punto de vista “aceptable” que la gente común piense que la cárcel 
es una especie de remedio universal para todos los males de la sociedad -es incluso entendible-; 
pero es sorprendente que también se tenga esta misma opinión en sectores oficiales, que en 
forma permanente auspician reformas legales en idéntico sentido.  
 
Ahora mismo se han vertido criterios contrarios al nuevo paradigma constitucional 
frente al Proyecto del nuevo Código Orgánico Integral Penal, es más se está auspiciando una 
verdadera cacería de brujas.  
 
Esta divergencia tiene que ver con la concepción que se tiene del Derecho Penal y de su 
función en el seno de la sociedad y, consecuentemente, de su eficacia real. Cuando se cree que 
la razón de ser de esta legislación es disminuir la criminalidad, la fórmula a la que se recurre es 
la creación de nuevos delitos y el aumento de las penas para los ya existentes.  
 
Pero esta pretensión, si se quiere elemental, ingenua, es desmentida por la experiencia 
universal que ha demostrado el fracaso de este propósito. Por más que se aumenten las penas, la 
criminalidad no disminuye, porque su auge tiene múltiples causas, que poco tienen que ver con 
el contenido de las leyes. Y lo que es más grave: tales medidas agregan nuevos problemas a los 
ya existentes.  
 
Entre otros, el incremento de la corrupción y consecuentemente de la impunidad. Esta 
propuesta responde a una racional comprensión de lo que es la política criminal, pues en una 
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vertiente garantista esta debe ser admitida como el conjunto de respuestas que un Estado 
considera necesario adoptar para hacerle frente a conductas consideradas reprochables o 
causantes de perjuicio social con el fin de garantizar la protección de los intereses esenciales del 
Estado y de los derechos de los ciudadanos sometidos a su jurisdicción. 
 
La política criminal puede ser articulada por el asambleísta a través de la expedición de 
normas, debiendo admitir que la legislación penal es manifestación concreta de la política 
criminal del Estado. En un momento histórico la decisión política que determina los objetivos 
del sistema penal, así como la adecuada aplicación de los medios legales para luchar contra el 
crimen y alcanzar los mejores resultados, se puede plasmar en el texto de la propia Constitución 
y en las leyes penales. 
 
Frente a lo manifestado, es oportuno considerar que el principio de mínima intervención 
penal no viene solo, está considerado dentro de nuestro mandato constitucional atado a una serie 
de principios, derechos y garantías constitucionales, a saber: 
 
Constitución de la República 2008:  
 
Art. 195.- La Fiscalía dirigirá, de oficio o a petición de parte, la investigación preprocesal 
y procesal penal; durante el proceso ejercerá la acción pública con sujeción a los 
principios de oportunidad y mínima intervención penal, con especial atención al interés 
público y a los derechos de las víctimas. De hallar mérito acusará a los presuntos 
infractores ante el juez competente, e impulsará la acusación en la sustanciación del juicio 
penal. 
 
…Para cumplir sus funciones, la Fiscalía organizará y dirigirá un sistema especializado 
integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses, que incluirá un personal 
de investigación civil y policial; dirigirá el sistema de protección y asistencia víctimas, 
testigos y participantes en el proceso penal; y cumplirá con las demás atribuciones 
establecidas en la ley (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 
 
Por lo manifestado es prudente revisar las siguientes definiciones: Debido Proceso, 
Principio de Oportunidad, el Interés Público del Derecho Penal y el Derecho de la Víctima. 
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El origen del principio universal de la Mínima Intervención Penal lo encontramos 
dentro del Derecho Penal Clásico o Modelo Garantista, el mismo que tiene sus orígenes en 
acontecimientos sociales tan importantes como la Revolución Francesa (1789) y el principio de 
legalidad (nulluncrime, nullun pena sine prevelege
13
) como uno de sus primeros pilares que 
limitaron el poder del Estado en su sentido más duro y estricto, en que este no pueda actuar 
ilimitadamente en perjuicio de sus gobernados. 
 
Enseña Ferrajoli (1989) que el garantismo nació en el Derecho como una respuesta 
frente a la gran divergencia existente entre lo que establecen las constituciones y demás normas 
superiores de los ordenamientos jurídicos, que consagran derechos y garantías ideales para los 
ciudadanos, y lo que acontece en la realidad, en donde tales derechos y garantías muchas veces 
no se cumplen. 
 
Desde los albores del iluminismo
14
, y hasta las primeras décadas del siglo XX, los 
esfuerzos se concentraron por plasmar los ideales de libertad e igualdad en las normas jurídicas, 
más se advirtió pronto que esto no era suficiente, que juristas y ciudadanos debían trasladar sus 
esfuerzos de interpretación (los primeros) y de control (los segundos) a las prácticas de los 
gobernantes, al plano de la realidad social a la que dichas normas se dirigían.  
 
De hecho, Ferrajoli enlaza históricamente la época en que la ciencia del Derecho se 
dedicaba pura y exclusivamente al análisis descriptivo ya valorado de las normas (en donde 
validez equivalía a vigencia o mera existencia de las normas en el ordenamiento), con la 
regencia del Estado legislativo del Derecho, dedicado más que nada a vincular legalmente el 
poder del juez, quien no debía apartarse, según reclamaba Montesquieu, de su papel de ser “la 
boca de la ley”; paradigma que quedó totalmente desplazado a partir de la irrupción del Estado 
                                                     
13
 El principio de legalidad es una consecuencia del principio más general de seguridad jurídica, por el 
cual toda decisión estatal debe basarse en las leyes y no en la voluntad arbitraria de los funcionarios 
gubernamentales. Es un principio fundamental en los estados democráticos basado a su vez en la división 
de poderes, siendo la sanción de leyes facultad del Poder Legislativo. Este principio rige en materia 
penal, concretado en el aforismo, no hay crimen ni pena sin ley que previamente lo haya contemplado 
como tal.  
14
 El “Iluminismo”, o también llamado “Ilustración” fue un movimiento intelectual (1620-1750) que 
abarcó todas las áreas de la cultura como: la política, la economía, ciencia, filosofía, arte, etc. El 
iluminismo nació en el siglo XVIII, llamado el Siglo de las Luces, y se los llamó “iluministas” a quienes 
seguían esta doctrina porque creían que con la luz de sus obras iban a despejar las tinieblas y a iluminar 
tantos siglos de oscurecimiento en la edad media generados por las ideas de la Iglesia. Su origen fue a 
partir de la etapa del Renacimiento, otro movimiento cultural, donde aparecieron nuevas ideas sobre el 
hombre y la cultura.  
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Constitucional de Derechos y Justicia Social-que recién alcanzó su consolidación en Europa a 
mediados del siglo XX-, por medio del cual se consagraron los derechos fundamentales en la 
norma superior del sistema normativo, y de este modo, se reorientó su finalidad a fijar límites y 
condicionamientos al poder estatal.  
 
A partir de entonces, a la antigua “dimensión formal” trillada hasta el cansancio por el 
positivismo formalista
15
, se le sumó una “dimensión sustancial” que no formaba parte del 
ideario del jurista de aquel entonces, según la cual, la condición de validez de toda norma que 
pretenda integrarse a un ordenamiento dado, debía cumplir no sólo con las formalidades 
preestablecidas, sino que además, su contenido debía guardar estricta coherencia con aquellos 
imperativos de orden sustancial, es decir, que la legitimación del sistema político que estaba 
detrás de ese orden jurídico estaba “supuestamente” condicionado a la tutela y efectividad de los 
derechos fundamentales.  
 
Dada la inviabilidad de lo líricamente declarado en la práctica, el Derecho en general, y 
en particular el Derecho Penal evolucionó; pues ha abandonado su papel de racionalizador 
acrítico de la legalidad unidimensional del Estado legislativo de Derecho, derivando a la nueva 
realidad normativa que brinda el modelo garantista de la democracia constitucional, la 
obligación para el asambleísta de disponer los medios necesarios para procurar la satisfacción 
de las expectativas generadas por éste, parece indiscutible que el objeto de abordaje del Derecho 
Penal, tal como lo sostiene Binder, debe comprender no sólo el estudio de la norma penal, sino 
también cómo se la fundamenta y cómo es su funcionamiento real, para lograr de ese modo una 
visión abarcadora que nos permita cobijarnos bajo los principios y derechos fundamentales que 
en materia penal están consagrados en nuestra Constitución de la República 2008.  
 
Precisamente, el garantismo penal es la corriente de pensamiento que, básicamente a 
través de la crítica simultánea de las normas penales ineficaces y de las prácticas penales 
inválidas, tiende a reducir la brecha entre el plano normativo y lo que acontece en la realidad, 
entre el “deber ser” y el “ser” en el ámbito de la penalidad.  
 
                                                     
15
 El positivismo jurídico plantea que el Derecho es un conjunto de normas dictadas por los seres 
humanos (el soberano), a través del Estado, mediante un procedimiento formalmente válido, con la 
intención o voluntad de someter la conducta humana al orden disciplinario por el acatamiento de esas 
normas. 
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La parte más significativa del garantismo es la que incumbe al Derecho Penal, 
simplemente porque en esta área del Derecho se tratan las cuestiones más sensibles a los 
derechos y garantías constitucionales que protegen a los ciudadanos de las pulsiones del Estado 
sobre sus libertades.  
 
Es a través de las sanciones penales como se pueden afectar más sensiblemente los 
bienes jurídicos de los ciudadanos (la libertad, pero también la propiedad, el honor y hasta la 
vida misma).  
 
Para que el garantismo penal pueda ser comprendido en su verdadera dimensión viene 
dado con un enfoque que abarque el estudio del Derecho Penal en su completividad, con sus 
cuatro grandes conceptos (política criminal, pena, delito, proceso penal). 
 
Así por lo menos lo plasmó Ferrajoli en su formidable obra Derecho y Razón (1989), 
según el cual, para afirmar la existencia de un Estado de Derecho que responda a una 
concepción de Derecho penal mínimo y por lo tanto, pueda considerárselo garantista, sus 
normas jurídicas deben consagrar -y sus prácticas operativas deben tender a- que: no haya pena 
sin delito; no haya delito sin ley previa; no haya ley sin necesidad; no haya necesidad sin 
ofensa; no haya ofensa sin acción; no haya acción sin culpabilidad; no haya culpabilidad sin 
juicio (aquí, el sutil y aparentemente intrascendente paso de las garantías penales a las 
procesales, pero que cierra un abismo bajo los pies del Derecho penal en su conjunto); no haya 
juicio sin acusación; no haya acusación sin prueba; no haya prueba sin defensa.  
 
De este modo, no se podrá castigar desde el Estado si no es frente a la comisión de un 
delito; en especial, no se condenará por hechos posteriores a la creación o reforma más gravosa 
de un delito; no se recurrirá a la instancia penal ante cualquier falta o inmoralidad, sino como 
último recurso (ultima ratio); no se afirmará la comisión de un delito si no hay afectación a un 
bien jurídico; no podrán imponerse tipos penales que correspondan a un Derecho Penal de autor 
ni se castigarán meros pensamientos o actos sin consciencia; no habrá posibilidad de castigo 
penal por mera responsabilidad objetiva (versari in re illicita) ni podrá ser utilizado el 
justiciable como un medio para satisfacer fines deseados por el Estado; no podrá castigarse 
sumariamente ni caer en un terrorismo de Estado; no podrá arribarse a una condena mediante un 
sistema inquisitivo; no habrá acusaciones basadas en conjeturas o en meras sospechas, ni en la 
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sola confesión; ni se podrá castigar sin que el imputado tenga acceso a todas las pruebas y pueda 
ejercer su descargo, mediante la formulación de su verdad procesal, como hipótesis en 
competencia con la del acusador.  
 
Ya Cesare Bonesana, Marqués de Beccaría, autor de la ilustración italiana del siglo 
XVIII, en su obra “De los Delitos y las Penas” (1766), decía que las sociedades primitivas y 
bárbaras, para imponer la paz social, requerían de poderes estatales fuertes que restringían a un 
mínimo las libertades de los individuos (el control sobre sus comportamientos era total, no se 
admitían espacios de intimidad; se fijaban innumerables conductas como delitos, se imponían 
penas feroces, incluida la pena de muerte, etc.), y que se va “civilizando” (término que bien 
puede entenderse como la transformación de reacciones penales en civiles) a medida que esa 
sociedad evoluciona, con lo cual las libertades ganan espacio (a veces en forma pacífica, otras a 
través de la lucha), al tiempo que el poder estatal se reduce (se admiten espacios de intimidad; 
muchas conductas dejan de ser delito; se eliminan las penas crueles y las restantes se aplican en 
forma más racional).  
 
Razón por la cual y a manera de corolario podemos manifestar, que en una primera 
etapa, las luchas del iluminismo apuntaron a que sus ideales se reflejaran en las constituciones y 
demás leyes de los Estados.  
 
Hoy en día, completada ya esa labor en gran medida por el positivismo jurídico y como 
una evolución dialéctica -ya que el garantismo no hace más que llevar hasta las últimas 
consecuencias la aplicación coherente y rigurosa del nuevo paradigma normativo liderado por 
un constitucionalismo rígido-, la lucha se centra ahora en hacer cumplir al Estado esas 
declaraciones normativas, para que de una vez y para siempre los derechos ciudadanos salgan 
“...del descomprometido y envilecedor vacío de cierta retórica jurídica, para integrarse eficazmente en el 
orden jurídico”.  
 
Este objetivo, que hace al fortalecimiento y a la consolidación de la democracia 
sustancial, es la razón de ser del garantismo -principio y fin del Derecho Penal Mínimo-.  
 
El Derecho Penal Mínimo, entonces se constituye en el rumbo trazado a partir de las 
luchas de la ilustración en esta segunda etapa post iluminista, cuyo propósito es que el Estado 
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haga efectivo lo que la constitución y demás leyes inferiores consagran en materia de derechos 
fundamentales y garantías penales. Dejando la opresión y la criminalización irracional hacia la 
concertación de un Derecho Penal más humano y por ende más justo.  
 
Este enfoque está basado en la maximización del sistema de garantías, colocando a los 
derechos humanos como objeto y límite de la intervención penal. Se intenta ampliar a su 
máxima expresión las garantías disponibles, reduciendo al mínimo la intervención; esto se logra 
disminuyendo las conductas típicas penalizando solo las más dañosas.  
 
El sistema penal solo debe intervenir en los conflictos que no se pueden solucionar por 
vías jurídicas o sociales, solo debe intervenir cuando el bien jurídico tutelado sea sumamente 
importante, y el derecho penal se interpondrá en el conflicto como última opción. Influenciado 
por el movimiento iluminista, se pretende poner al individuo en el centro de la escena jurídica.  
 
La importancia del principio de mínima intervención penal radica en que éste sostiene 
que la ley penal está legitimada por la necesidad de tutela de los derechos fundamentales, 
evitando el estado de anarquía o la venganza caprichosa de los particulares; en este caso el 
Derecho Penal Mínimo es un mal menor usado para lograr estos objetivos, la protección de los 
derechos de los individuos más débiles y vulnerables. Maximizado hoy, por la actual 
configuración del Estado ecuatoriano: Constitucional de Derechos y Justicia Social; y a la vez 
encaminado constitucionalmente, por el nuevo paradigma.  
 
Es claro que, entendido de esta manera, el fin del Derecho Penal no puede reducirse a la 
mera defensa social de los intereses constituidos contra la amenaza representada por los delitos. 
Dicho fin supone más bien la protección del débil contra el más fuerte.  
 
Dentro del Derecho Penal la pena es la consecuencia jurídica tradicional del delito, y 
hoy en día, pese a la reciente incorporación del nuevo paradigma constitucional, sigue siendo la 
principal forma de reacción frente al mismo. Aun cuando su razón de ser se encuentre altamente 
cuestionada, sobretodo dentro de tipos penales que, debido al bien jurídico que tutelan y a los 
derechos de las víctimas que resguardan, su esencia está altamente cuestionada, sobre todo si se 
trata de penas privativas de la libertad como la prisión. 
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El origen de la pena, a diferencia de su compañera la medida de seguridad, se pierde en 
los albores de la humanidad. El Código de Hammurabi en Babilonia (siglo XXII a.C.), las 
Leyes de Manu en la India (siglo XI a.C.), las Leyes de Dracón en Atenas (siglo VII a.C.), o 
las Doce Tablas en Roma (siglo V a.C.), entre otros textos legales de los pueblos antiguos, 
dan prueba de la remota existencia de la pena (Morillas Cueva, 2011., pág. 15).  
 
No obstante, hay que indicar que las características de las remotas penas, poco o nada 
tienen que ver con las que actualmente se consideran esenciales, que sólo en épocas 
relativamente recientes aparecen. En sus orígenes, como ha destacado Von Hentig, la pena 
estaba ligada a representaciones irracionales, mágicas y también a profundos sentimientos 
religiosos. Durante un largo período de la humanidad, el castigo de los actos criminales era un 
asunto privado entre el ofendido y el agresor o sus respectivas familias. A veces también 
intervenía la colectividad, pero lo hacía para aplacar la cólera de un Dios que supuestamente 
había sido ofendido.  
 
Con el transcurso del tiempo la magia y la religión irían dando paso a la razón y a una 
actitud moral, lo que supondría el comienzo de un paulatino proceso de monopolización por 
parte del Estado del enjuiciamiento y castigo de los crímenes.  
 
La potestad punitiva iría quedando así desligada de la antigua venganza privada, 
eliminando la idea de odio o venganza contra el agresor y sustituyéndola por la de un 
enjuiciamiento de los hechos desapasionado y objetivo.  
 
La propia diversidad de penas hace cuestionable incluso la referencia genérica en 
singular a la pena, como si se tratase de un concepto cuya esencia ha permanecido inmutable a 
lo largo de los tiempos. Poco, o nada, tienen que ver aquellas penas ligadas a planteamientos 
mágico-religiosos, como el sacrificio del responsable para aplacar la cólera de los dioses, o las 
atroces y brutales penas corporales de la Edad Media con las que el Rey pretendía sembrar el 
terror entre sus súbditos, con los actuales planteamientos que conciben la prisión (la pena por 
excelencia en la actualidad, aunque también hoy en crisis) como un instrumento resocializador.  
 
Por lo que, la pena constituye una de las instituciones del Derecho Penal que más 
tradición tiene, y que también supone uno de los temas más debatidos por los penalistas de 
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todos los tiempos. Más aun en estos días donde el garantismo constitucional y el principio de 
mínima intervención penal se ponen de manifiesto.  
 
La importancia de esta cuestión está fuera de toda duda, y ello no es de extrañar, 
porque, como observa Cerezo Mir, de lo que se piense sobre el fundamento y fines de la pena 
“depende, en definitiva, el sentido y la tarea del propio Derecho Penal”. En el tema que nos 
ocupa, la despenalización de la injuria únicamente puede darse a la luz del principio de mínima 
intervención penal, por el cual el nuevo Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social, 
revaluarán a la luz del garantismo constitucional su operatividad. 
 
En cuanto al concepto de pena, hay que señalar que el Código Penal, a diferencia de lo 
que acontece con el delito, no contiene un concepto de la misma. Sin embargo, es ya lugar 
común dentro de nuestra doctrina especializada traer a colación la definición de pena de Cuello 
Calón. Según este autor, la pena consiste en la “…privación o restricción de bienes jurídicos, 
establecida por la Ley e impuesta por el Órgano Jurisdiccional competente, al que ha cometido un 
delito”.  
 
En esta definición de pena cabe destacar tres ideas fundamentales que caracterizan a la misma: 
 
 En primer lugar, la pena se configura como un mal;  
 
 En segundo lugar, se resaltan los aspectos garantistas que rodean la imposición 
de la misma; y,  
 
 En tercer lugar, solamente se impondrá como justa retribución por la comisión 
de manera culpable de una infracción penal.  
 
El Derecho Penal moderno ha humanizado sus penas, desapareciendo con ello la 
afectación de la integridad corporal (torturas, azotes, mutilaciones), o las penas infrahumanas 
como la de la picota (el rollo) del sentenciado, y ha remplazado este tipo de penas, por la de 
privación de la libertad personal, para delitos graves y fórmulas alternativas de punición a la 
privación de la libertad, como multas u otras privativas de variados derechos, para delitos 
menores o faltas. 
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Existe una reserva del uso legítimo de la violencia en los poderes públicos, ya que el 
Estado es el único que utiliza las penas como un medio de control social legítimo. Es un 
instrumento de control formalizado que debe ser aplicado a la persona en forma proporcional y 
legal. 
 
La pena, entonces, es el medio tradicional y más importante, dada su gravedad, de los 
que utiliza el derecho. La pena existe para mantener el orden jurídico que ha establecido la 
sociedad como indispensable para desarrollarse armónicamente en un ambiente de paz social.  
 
Aplicar una pena implica disminuir la capacidad de actuación dentro de la sociedad e 
incluso pueden darse casos que se anula totalmente. La pena es la disminución o 
anulación del bien jurídico libertad perteneciente a una persona; en otras palabras, la 
pena ataca el bien jurídico más preciado por el hombre -su libertad- pero, esto sólo se 
puede dar cuando la sociedad se siente amenazada o lesionada por el comportamiento 
del individuo (Arias Torres, 2000, pág. 70).  
 
Por lo que podemos concluir manifestando que la importancia del principio de mínima 
intervención penal reside en su esencia garantista, misma que motiva a la evaluación de  la 
eficacia y eficiencia de los tipos penales y su sanción; lo cual permite una nueva apreciación de 
la pena, sobretodo dentro del nuevo paradigma constitucional. 
 
El principio de mínima intervención penal se caracteriza principalmente por su 
concepción del bien jurídico que se desarrolla sobre la base de la ofensividad de los delitos 
como condición necesaria de la justificación, de las prohibiciones penales, se configura como 
límite axiológico externo (con referencia a bienes considerados políticamente primarios) o 
interno (con referencia a bienes estimados, constitucionalmente protegidos) del Derecho Penal; 
y ante todo, busca priorizar el derecho de la víctima a su intervención activa, sin quedarse al 
margen del proceso penal. 
 
Toda vez que, el principio de mínima intervención penal busca dejar en el pasado 
ineficacias del Derecho Penal, que se circunscriben sobre: 
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 Escasa participación ciudadana en los asuntos penales, porque estos se suponen 
sólo regidos por normas jurídicas, inaccesibles e incomprensibles para el hombre 
común, y sólo reformables por mecanismos contenidos también en normas, de 
modo tal que en definitiva, el cómo se apliquen esas normas no es asunto de la 
comunidad, que se debe limitar a obedecer;  
 
 Consideración de la política criminal del Estado -lejos de la importantísima 
misión que le corresponde en un sistema garantista- como una oficina 
intrascendente, dedicada más que nada a administrar formalmente las cárceles: 
“política criminal” se la subvierte por “política del criminal” o cómo se trata al 
criminal desde el Estado;  
 
 Tribunales de Garantías Penales dedicados a la aplicación de la norma de un 
modo automático, ciegos frente a la realidad social imperante y sin reaccionar 
frente al hecho palmario de que las personas seleccionadas que son llevadas a 
juicio son, en la gran mayoría de los casos, del mismo estrato social: pobres, 
desempleados, marginados, enfermos mentales, analfabetos, inmigrantes ilegales; 
que juzgan siempre los mismos delitos (la denominada “pequeña criminalidad 
urbana”), pese a que el catálogo de ilicitudes es amplísimo y que las afectaciones 
más graves a los bienes jurídicos valiosos en nuestra comunidad difícilmente 
llegan a ser juzgadas (Zaffaroni – Alagia - Slokar, 2000); y, 
 
 Cárceles y otros lugares de detención convertidos en muchos casos en sitios que 
niegan toda dignidad humana. 
 
Pues todo lo descrito de nada ha servido para afianzar los valores de justicia, libertad e 
igualdad que dieron origen al Estado moderno.  
 
Razón por la cual, con la puesta en marcha del principio de mínima intervención penal 
el Estado, a través del Derecho Penal y de las instituciones a él vinculadas tienden a reducir esta 
divergencia, o a aumentarla.  
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El delito tiene múltiples causas, y sobre ellas, el Estado debe trabajar responsablemente 
en busca de su disminución. Atacar las causas y no los efectos con palabras simples y repetidas 
como educación personal y familiar, igualdad de oportunidades laborales y sociales, generación 
de empleos genuinos y no subsidios estatales temporales, provisión de recursos humanos y 
materiales a las fuerzas de seguridad y al Poder Judicial, capacitación profesional y 
restructuración ética de sus integrantes pueden -quizás- marcarnos un camino más factible para 
llegar a disminuir el delito.  
 
De ninguna manera, debemos marchar hacia construcciones jurídicas que buscan 
“proteger” mejor a la sociedad mediante la vulneración de principios, derechos y garantías 
ciudadanas, porque no debemos olvidarnos que en la postura de Jackobs, el mayor riesgo lo 
representa la represión inhumana del delito.  
 
Por ello el principio de mínima intervención penal se caracteriza por buscar humanizar 
la justicia, cuestionando la eficacia de las penas privativas de libertad de delitos cuyo bien 
jurídico y cuyo resguardo a los derechos de las víctimas ya no es eficiente. 
 
En legislaciones de avanzada donde se ha abrazado al principio de mínima intervención 
penal en toda su amplitud, tanto la política criminal como el Sistema Penal han evidenciado 
transformaciones trascendentales como: 
 
 La pena obedece a criterios de Prevención Especial, es decir al Principio Constitucional 
de Resocialización, el mismo que implica la reeducación, la rehabilitación y la 
reinserción del interno a la sociedad. En este sentido, la pena no busca incapacitar a la 
persona que delinquió; sino, todo lo contrario, reformarla y reintegrarla a la sociedad. 
 
 La vindicta penal o persecución criminal se desarrolla sobre actos u omisiones graves 
en los cuales se ha lesionado enormemente a la sociedad, debido a que se han 
transgredido importantes derechos de la víctima, destruyéndose -correlativamente- un 
bien jurídico protegido. 
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 El Derecho Penal, entra en acción como último recurso, es decir cuando se han agotado 
todas las vías racionales para alcanzar justicia. 
 
 La víctima ocupa el centro de la atención criminal, pues ante todo se busca reparar el 
daño que se le causó por evento del acto ilícito. 
 
 La indemnización a la víctima y la reparación del daño ocasionado, son la temática 
básica. 
 
 La venganza (pública y privada) pasa a un segundo plano, pues no hablamos ya de 
crimen y castigo, sino de errores y reparaciones. 
 
 La Administración de Justicia se descongestiona, solo los casos graves entran al 
conocimiento de los Jueces y Tribunales de Garantías Penales. 
 
 El Derecho Penal se humaniza, porque las penas innecesarias salen de su fuero. 
 
 El catálogo de delitos y penas es innovado continuamente, se valora a la luz del 
garantismo la eficacia y eficiencia de los tipos penales, su juzgamiento y sanción. 
 
 La equidad entre víctima y sospechoso es palpable, los dos son tratados como sujetos de 
derechos en igualdad de armas. 
 
 No existe saturación ni en la persecución criminal y en la investigación del delito. 
 
 La despenalización de tipos penales cuya esencia es la tutela de bienes jurídicos cuya 
reparación económica es viable, es constante, pues va de la mano de la dinámica social. 
 
 Constitucionalmente el principio de mínima intervención penal es concebido como un 
principio que debe observar la Fiscalía General del Estado, dentro de la acción pública: 
 
Art. 195.- La Fiscalía dirigirá, de oficio o a petición de parte, la investigación 
preprocesal y procesal penal; durante el proceso ejercerá la acción pública con sujeción 
a los principios de oportunidad y mínima intervención penal, con especial atención al 
interés público y a los derechos de las víctimas. De hallar mérito acusará a los presuntos 
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infractores ante el juez competente, e impulsará la acusación en la sustanciación del 
juicio penal. 
 
…Para cumplir sus funciones, la Fiscalía organizará y dirigirá un sistema especializado 
integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses, que incluirá un personal 
de investigación civil y policial; dirigirá el sistema de protección y asistencia a víctimas, 
testigos y participantes en el proceso penal; y cumplirá con las demás atribuciones 
establecidas en la ley (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 
 
De lo transcrito se evidencia que el Sistema Penal Acusatorio exige un esquema de 
subdivisión facultativo: entre la Fiscalía como ente investigador y acusador, el Juzgador como 
garantista del Debido Proceso, y el Tribunal de Garantías Penales como el ente colegiado que va 
a tomar la transcendental decisión de ratificar la inocencia o condenar al sospechoso. 
 
Esta identificación comporta ante todo la necesidad de un órgano que exponga una 
acusación, la pruebe y la mantenga en la fase de juzgamiento, acentuándose el principio material 
de que no hay juzgamiento sin acusación, convirtiéndose el Fiscal en un sujeto procesal que 
tiene la carga de demostrar tanto la existencia de la infracción como la responsabilidad penal del 
sospechoso ante el Juez de Garantías Penales. 
  
Se ha reservado al Fiscal como garantía de su actuación, el monopolio de la acusación, 
la que debe alcanzarse por evidencias dejando intacta las garantías que les asisten al sospechoso, 
y al Juez de Garantías Penales como quien decide el proceso en una labor de juzgamiento en 
forma autónoma e independiente.  
 
El proceso de adecuación típica es una de las actividades más complejas que tiene el 
Fiscal; de ella se desprende la calificación jurídica de la conducta punible. Aunque la capacidad 
jurídica de comprobar la autoría en la comisión de un delito es propio del juzgador, a quien 
corresponde la facultad de investigar que se ha contrariado el ordenamiento jurídico y calificar 
los resultados de la investigación es al Fiscal, quien actúa en representación de la sociedad 
investigando los hechos delictivos que van en su conocimiento. 
 
Razón más que suficiente para que el mandato constitucional prevea dentro de la labor 
Fiscal la sujeción al principio de mínima intervención penal. Siendo, el Fiscal dueño de la 
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investigación y acusación criminal a él le corresponde evaluar si tal o cual acción u omisión 








































TÍTULO: “Insertar a la Justicia Reparativa como medio de solución alternativa 
a los conflictos judiciales dentro del Estado Constitucional de 
Derechos y Justicia Social”. 
 
OBJETIVOS: Establecer mecanismos que permitan al Ecuador, como Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia Social, edificar una 
cultura de paz y diálogo. 
  
Humanizar la justicia penal, concibiendo al delito como una 
oportunidad de cambio hacia un estado de bienestar que obligue 
al Estado a tomar los correctivos necesarios para impedir 
nuevos episodios delictivos. 
 
Viabilizar los legítimos derechos de las partes procesales 
involucradas en el acto delictivo, de modo tal, que todas 
participen activamente en la solución de los problemas que 
afloran del delito. 
 
Permitir que la víctima y la comunidad participen en la solución 
del acto injusto producido en su contra; involucrando además, al 
infractor en aras de reparar el daño irrogado. 
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LA HONORABLE ASAMBLEA NACIONAL 
CONSIDERANDO: 
 
Que,  el artículo 1 de la Constitución de la República del Ecuador enmarca al 
ordenamiento jurídico nacional dentro de los lineamientos de un Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia, lo que implica realizar cambios 
normativos que respondan coherentemente al espíritu del Mandato 
Constitucional, el garantismo del neoconstitucionalismo y la incorporación del 
principio pro homine. 
 
Que,   la Constitución, en el inciso primero del artículo 424, señala que es la norma 
suprema y prevalece sobre cualquier otra del ordenamiento jurídico, y por lo 
tanto, las normas y los actos del poder público deben mantener conformidad con 
las disposiciones constitucionales, caso contrario carecerán de eficacia jurídica. 
 
Que,   el literal b), del numeral 3, del artículo 66 de la Constitución de la República del 
Ecuador reconoce y garantiza a las personas una vida libre de violencia en el 
ámbito público y privado. El Estado adoptará las medidas necesarias para 
prevenir, eliminar y sancionar toda forma de violencia.  
 
Que,   la Constitución, de conformidad con el artículo 75, reconoce a las personas el 
derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita 
de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de inmediación y 
celeridad, y que en ningún caso quedarán en indefensión. 
 
Que,   de acuerdo con el artículo 76 de la Constitución, en todo procedimiento en el 
que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, como en los 
penales, se debe asegurar las garantías que integran el debido proceso, garantías 
de la defensa para la persona procesada, y garantías a las víctimas, que deben 
ser canalizadas a través de la ley penal. 
 
Que,   la Constitución reconoce a las personas privadas de libertad, de conformidad 
con el artículo 51, el derecho a no ser aisladas, a comunicarse, a recibir visitas, a 
declarar sobre el trato recibido, a contar con recursos humanos y necesarios para 
gozar de salud integral, a la atención de sus necesidades educativas, laborales, 
productivas, culturales, alimenticias y recreativas, y a recibir atención preferente 
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y especializada en el caso de  personas adultas mayores, mujeres embarazadas o 
en período de lactancia, con capacidades especiales, enfermas o adolescentes. 
 
Que,   la Constitución prescribe en el artículo 78 que las víctimas de infracciones 
penales tendrán derecho a protección especial, a no ser revictimizadas, y a que 
se adopten mecanismos para una reparación integral que incluya el 
conocimiento de la verdad, restitución, indemnizaciones, rehabilitación, 
garantía de no repetición, y satisfacción del derecho violado. 
 
Que,   de acuerdo con el artículo 80 de la Constitución las acciones por infracciones de 
genocidio, lesa humanidad, crímenes de guerra, desaparición forzada de 
personas, y agresión a un Estado serán imprescriptibles. 
 
Que,   de conformidad con el artículo 76 de la Constitución, se debe establecer la 
debida proporcionalidad entre las infracciones y las sanciones penales, deben 
existir sanciones no privativas de la libertad, las que tienen que respetar los 
derechos de las personas, y deben ser impuestas mediante procedimientos 
adversariales, transparentes, y justos. 
 
Que,   el derecho penal adjetivo debe garantizar la existencia de un sistema adversarial, 
que cuente con fiscales que defiendan los intereses y derechos de las víctimas 
dentro de los principios y fundamentos del sistema acusatorio y a través de la 
promoción de la acción penal, con defensoras y defensores públicos que 
patrocinen técnicamente a las personas acusadas de cometer una infracción, y 
con juezas y jueces que dirijan el proceso y sean garantes de los derechos de los 
participantes procesales.  
 
Que,   la Asamblea Nacional de acuerdo con el artículo 84 de la Constitución, tiene la 
obligación de adecuar, formal y materialmente, las leyes y demás normas 
jurídicas a los derechos previstos en la Constitución y tratados internacionales. 
 
 En ejercicio de sus competencias establecidas en la Constitución, la Asamblea Nacional 
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LA LEY REFORMATORIA A LA CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA: 
 
Art. … .- El sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. Las 
normas procesales consagrarán los principios de mínima intervención penal y justicia reparativa, 
harán efectivas las garantías del debido proceso. Involucrarán en la solución de conflictos al 
infractor, a la víctima y a la comunidad. Garantizarán la reparación de sus derechos conculcados 
por el acto delictivo. 
 
Art. … .- El infractor, la víctima de infracciones penales y la comunidad gozarán de 
protección especial, se les garantizará su no revictimización, particularmente en la obtención y 
valoración de las pruebas, y se las protegerá de cualquier amenaza u otras formas de 
intimidación. Se adoptarán mecanismos para una reparación integral que incluirá, sin dilaciones, 
el conocimiento de la verdad de los hechos y la restitución, indemnización, rehabilitación, 
garantía de no repetición y satisfacción del derecho violado. Se establecerá la justicia reparativa 
para que el infractor, la víctima de infracciones penales y la comunidad; satisfagan sus 
demandas en un ambiente de diálogo y cultura de paz. 
 
Art. … .- Se reconoce a la justicia reparativa como una forma alternativa de 
solución de conflictos, en los casos que permita la ley; siempre y cuando el infractor, la víctima 
de infracciones penales y la comunidad, estén de acuerdo en participar en la misma. 
 
Art. … .- La justicia reparativa se aplicará con sujeción a la ley, en materias en las que 
por su naturaleza se pueda transigir. Siempre en pro de los derechos del infractor, la víctima de 

















 El Ecuador ha dado pasos certeros hacia la concreción de un nuevo paradigma 
constitucional, que en la práctica represente la restructuración de la Administración 
de Justicia en procura de viabilizar los legítimos derechos de los ciudadanos, sea 
cual fuere su rol: infractor, víctima o comunidad. 
 
 Bajo esta bandera de cambio se promulgó la vigésima Carta Política: Constitución de 
la República 2008, misma que fue aprobada mediante referéndum con una amplia 
aceptación en virtud de que el referido cuerpo legal llenaba las expectativas de toda 
la ciudadanía. 
 
 Sobre todo dentro del ámbito judicial los cambios propuestos a todas luces, se 
presentaban como idóneos cambios, que a futuro iban a garantizar, por fin, una 
adecuada justicia penal. 
 
 Más los cambios ofertados se fueron produciendo a medias y sin un norte claro, es 
más solo hace poco se dictó el Código Orgánico Integral Penal, cuya promulgación, 
se decía, sería inmediata. 
 
 En cuanto al principio de mínima intervención penal, a pesar de constar como tal en 
la Constitución de la República y en el nuevo Código Orgánico Integral Penal; toda 
la nueva normativa promulgada, da muestras claras de que la intención real del 
legislador es criminalizar y sancionar antes que abrazar una justicia reparativa; a 
pesar de los grandes beneficios que esta reporta para el infractor, la víctima de 
infracciones penales y la comunidad. 
 
 Todo lo cual, deja un enorme sin sabor, pues a pesar de que toda la región está 
haciendo plausibles empeños por ingresar al garantismo neoconstitucional y hacia 
una humanización de la justicia Ecuador está en el polo opuesto, pese al Mandato 









 Poner en marcha la propuesta planteada, pues la misma tiene como finalidad insertar en 
nuestro Ordenamiento Jurídico Nacional a la Justicia Reparativa y sus amplios y notorios 
beneficios. 
 
 Estimular la creación de programas gubernamentales de justicia reparativa, donde 
participen el infractor, la víctima de infracciones penales y la comunidad. 
 
 Incrementar paulatinamente el área de acción de la justicia reparativa hacia otras 
ramas del derecho. 
 
 Socializar los beneficios de la justicia reparativa en caminados a viabilizar los 
derechos del el infractor, la víctima de infracciones penales y la comunidad. 
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